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1.COMENTARIO3
La preocupación comunitaria por la discriminación por 

razones de orientación sexual, tras una primera Resolución de 
1984 que manifestaba la inquietud del Parlamento Europeo por la 
discriminación sexual en el ámbito laboral4, se ha desarrollado 
fundamentalmente a partir de la década de los años noventa del 
siglo XX. Poco después de que Dinamarca hubiera aprobado la 
primera norma (1989) que venía a reconocer a personas del

1 Diário da República, I." Serie—N.° 105—31 de mayo de 2010. Texto completo 
en Anexo I.
2 Disponible en: wvvw.tribunalconstitucional.pt (descargado el 29 de octubre de 
2010). Texto completo en Anexo II.
3 Estudio realizado en el marco del Proyecto de investigación: Laicidad, 
pluralismo y  libertad de conciencia (ULE2009-I0), financiado por el 
Vicerrectorado de Investigación de la Universidad de León. Resolución de 23 de 
febrero de 2010.
4 JO C 104, de 16 de abril de 1984.
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mismo sexo la posibilidad de acceder a un régimen jurídico de 
unión civil, con efectos sustancialmente análogos a los del 
matrimonio5, iniciativa que en pocos años se extendió a otros 
países nórdicos -Noruega (1993), Suecia (1994) Islandia (1996), 
Finlandia (2001)- dando lugar al denominado “modelo 
escandinavo”, caracterizado por reservar el acceso a las uniones 
registradas exclusivamente a las parejas del mismo sexo.

En 1993, en una Resolución sobre el respeto a los derechos 
humanos en la Comunidad Europea6, el Parlamento Europeo 
expresó su inquietud frente a discriminaciones dirigidas contra 
personas que representan alguna forma de diferencia, en especial 
las que pertenecen a minorías sexuales. Mediante Resolución de 8 
de febrero de 1994, el Parlamento Europeo exhortaba a los 
Estados miembro a actuar poniendo fin a los tratamientos 
discriminatorios, promoviendo la integración de los hombres y 
mujeres homosexuales en la sociedad e instando a la Comisión a 
presentar un proyecto de recomendación para evitar las 
“exclusiones de las parejas homosexuales de la institución del 
matrimonio o de un encuadramiento jurídico equivalente, 
debiendo igualmente salvaguardar todos los derechos y 
beneficios del matrimonio, incluyendo la posibilidad del registro 
de las uniones”, y eliminar, asimismo, “todas y cualesquiera 
restricciones impuestas a los derechos que asisten a los hombres y 
mujeres homosexuales a la paternidad, a la adopción o a la 
educación de los hijos”7.

En 1997, el Parlamento, aprobó una nueva Resolución que 
insistía en la idea de que “el no reconocimiento legal de los 
matrimonios del mismo sexo en el conjunto de la unión 
constituye una discriminación, principalmente a la luz del 
derecho a la libre circulación y del derecho al reagrupamiento

5 Lov om registeret partneska n.° 372, de 07 de junio de 1989.
6 JO C 115, de 26 de abrilde 1993.
7 JO C 61, de 28 de febrero de 1994.
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familiar”8 9. En la misma línea, la Resolución de 17 de febrero de 
1998, sobre el respeto de los Derechos Humanos en la Unión 
Europea , invitaba a todos los Estados miembro a reconocer la 
legalidad de los derechos de los homosexuales, especialmente a 
través de la instauración, en los países que todavía no lo hubieran 
hecho, de contratos de unión civil, con el objetivo de suprimir 
toda forma de discriminación de las que todavía eran víctimas los 
homosexuales, principalmente en materia de derecho fiscal, 
regímenes patrimoniales, derechos sociales, etc.. Finalmente, en 
Resolución de 16 de marzo de 2000, sobre el respeto de los 
Derechos Humanos en la Unión Europea10 11, el Parlamento 
recomendaba a los Estados miembros adoptar políticas de 
equiparación entre uniones heterosexuales y homosexuales, 
garantizando a las familias monoparentales, a las parejas no 
unidas por matrimonio y a las del mismo sexo, la igualdad de 
derechos con las parejas y familias tradicionales, principalmente 
en lo que se refiere a físcalidad, regímenes patrimoniales y 
derechos sociales; exhortando a todos los Estados en los que no 
existiera aún reconocimiento jurídico, a que alteraran su 
legislación otorgando tutela jurídica a las uniones con 
independencia del sexo de los intervinientes, subrayando la 
necesidad de conseguir rápidamente progresos en cuanto al 
reconocimiento mutuo en la Unión Europea de estas diversas 
formas legales de uniones de hecho o de matrimonios entre 
personas del mismo sexo".

En el caso de Portugal, las situaciones de “unión de hecho” 
entre personas del mismo sexo recibieron tutela jurídica a través 
de la Ley 7/2001, de 11 de mayo, que equiparaba los efectos de la 
unión de hecho de personas del mismo sexo a la unión de hecho

8 JO C 132, de 28 de abril de 1997.
9 JO C 80, de 16 de marzo de 1998.
10 JO C 377. de 29 de diciembre de 2000.
11 Doctrina reiterada en Resoluciones publicadas en: JO C 65 E, de 14 de marzo 
de 2002; y. JO C 38 E. de 12 de febrero de 2004.
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heterosexual12. La nueva Ley, revocaba una anterior de 135/1999, 
de 28 de agosto, que definía una unión de hecho como “la 
situación jurídica de las personas de sexo diferente que viven en 
unión de hecho hace más de dos años”. La Ley 7/2001 venía a 
otorgar protección jurídica a las personas en unión de hecho, con 
independencia de la identidad o diversidad sexual de cada uno de 
sus miembros, reconociendo derechos en lo que respecta a la 
morada común, relaciones laborales en el sector público y 
privado, impuesto sobre rendimiento, seguridad social, protección 
en caso de accidentes de trabajo y pensiones por servicios 
excepcionales y relevantes prestados al país (artículos 3.°, 4.° y 
5.°). Mantenía, sin embargo, dos importantes diferencias respecto 
a la anterior regulación de uniones de hecho heterosexuales que 
es necesario subrayar: a las personas del mismo sexo unidas en 
unión de hecho no se les reconocía el derecho de adopción, ni la 
posibilidad de recurrir a las técnicas de reproducción asistida para 
tener descendencia (artículo 6.°).

En el ordenamiento jurídico portugués existen otras normas 
que confieren derechos o reconocen consecuencias jurídicas a 
situaciones de hecho, sin distinguir en función de la identidad o 
diversidad de sexo de los miembros de la pareja. Sin ninguna 
pretensión de exhaustividad, pueden destacarse: el n.° 3 del 
artículo 3.° de la Ley de Nacionalidad'1,, los n.°s 1 y 5 del artículo 
3.° de la Ley 37/2006, de 9 de agosto, relativa al ejercicio del 
derecho a la libre circulación y residencia de ciudadanos de la 
unión Europea y de los miembros de sus familias en el territorio 
nacional, el artículo 100.° de la Ley 23/2007, de 4 de julio, que 
aprueba el régimen jurídico de entrada, permanencia, salida y 
expulsión de extranjeros del territorio nacional, y el apartado h) 
del artículo 2.°de la Ley 27/2008, de 30 de junio, relativa a las

Diario da República, 1.a Serie, n.° 109, de 11 de mayo de 2001. Sobre esta Ley 
Torres Gutiérrez, A., El derecho de libertad religiosa en Portugal, Dykinson. 
Madrid, 2010, pp. 446 y 447.
J Ley 37/81, de 3 de octubre, en la redacción de la Ley Orgánica 2/2006, de 17 de 

abril.
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condiciones y procedimientos de concesión de asilo o protección 
subsidiaria. Conviene subrayar, porque es revelador de la 
importancia que la comunidad atribuye a las formas de vida en 
común entre personas del mismo sexo, hasta el punto de 
reconocerlas la cobertura de ese instrumento último de protección 
de bienes jurídicos que es el Derecho penal, que varias de las 
últimas reformas del Código Penal y del Código de Proceso 
Penal, han incluido la perífrasis “persona de otro o del mismo 
sexo”, con la finalidad de conceder relevancia penal a esas 
situaciones de vida tutelando a los cónyuges o excónyuges del 
mismo sexo. Es lo que sucede, por ejemplo, en los artículos 113.2 
a, 132.2.b, 152.1 b, 154 4, 364 b y 367 5 b, del Código Penal', o, 
en los artículos 68.1 c, 134.1 b ó 159.7 del Código de Proceso 
Penal.

El Decreto 9/XI de la Asamblea de la República, del que 
nace la Ley 9/2010, objeto de estudio, nació de la Propuesta de 
Ley 7/XI presentada por el Gobierno con el objetivo de “remover 
las barreras jurídicas para la realización del matrimonio civil 
entre personas del mismo sexo”. En la exposición de motivos se 
afirma el propósito “por encima de todo, de poner fin a una vieja 
discriminación, larga y profundamente debatida en la sociedad 
portuguesa [...] sin duda causante de exclusión y sufrimiento para 
muchas personas -y  que la evolución de la conciencia social ha 
convertido hoy, no sólo en innecesaria, sino en verdaderamente 
inaceptable”. Se invoca, también, la doctrina del Tribunal 
Constitucional expresada en el Acuerdo 359/2009, para subrayar 
que la Constitución “en el conjunto de sus principios y 
disposiciones relevantes, contempla un encuadramiento jurídico- 
constitucional abierto en cuanto a la libertad de conformación del 
legislador en materia de matrimonio entre personas del mismo 
sexo”.

Incidiendo sobre las mismas disposiciones del Código Civil 
y con el mismo objetivo esencial de permitir el matrimonio entre 
personas del mismo sexo, fueron también presentados los 
Proyectos de Ley 14/X1 y 24/X1, por los Grupos Parlamentarios 
“Bloque de Izquierda” y “Los Verdes”, respectivamente. Se
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promovió, asimismo, a propuesta del Grupo Parlamentario del 
Partido Social Demócrata, un Proyecto de Ley 119/XI, con la 
pretensión de ofrecer protección jurídica a las personas del 
mismo sexo que convivieran en condiciones análogas a los 
cónyuges, por medio de la creación de una nueva figura jurídica: 
la “unión civil registrada”, exclusivamente accesible a las 
personas del mismo sexo14, siguiendo los parámetros del “modelo 
escandinavo”, anteriormente mencionado y a semejanza también 
de la regulación alemana15. Ninguna de estas iniciativas 
parlamentarias, sin embargo, fue aprobada16.

Hasta su entrada en vigor, la Ley 9/2010 atravesó las 
siguientes etapas: (1) votación en el Pleno de la Asamblea de la 
República de la Propuesta de Ley 7/XI presentada por el 
Gobierno, 8 de enero; (2) aprobación por parte de la Asamblea de 
la República, 10 de enero; (3) recepción para su sanción del 
Decreto 9/XI por parte del Presidente de la República, 5 de 
marzo; (4) envío por parte del Presidente de la República de la 
Ley al Tribunal Constitucional para que realice control previo de 
su constitucionalidad, 13 de marzo; (5) resolución del Tribunal 
Constitucional entendiendo que la norma no es inconstitucional 
(Acuerdo 121/2010, de 8 de abrir)-, (6) termino del plazo para una 
eventual modificación o solicitud de nulidad de la Ley, 23 de 
abril; (7) envío de la Ley por parte del Tribunal Constitucional 
para su publicación en el Diário da República, 26 de abril; (8) 
publicación de la Ley en el Diário da República, 28 de abril; (9) 
sanción de la Ley por parte del Presidente de la República, 17 de 
mayo; (10) definitiva publicación de la Ley ya sancionada en el 
Diário da República, 31 de mayo; (11) entrada en vigor, 5 de 
junio.

14 Parecer de la Comissao de Assuntos Constitueionais, Direitos. Libertades e 
Garantías e “notas técnicas” in Diario da Assambleia da República, II série A, 
23/XI, de 9 de enero de 2010.
15 Lebenspartnerschaftgesetz (LPartG). de 16 de febrero de 2001.
16 Diario da Assambleia da República, II série A, 20/XI, de 9 de enero de 2010.

270 LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 10 -  2010. PAGINAS 265 -  381



CRONICA LEGISLATIVA DE PORTUGAL

La entrada en vigor de la Ley 9/2010, sitúa a Portugal en el 
grupo de países de la Unión Europea que han optado por ampliar 
el matrimonio a las personas del mismo sexo. A día de hoy, son 7 
los países europeos que han aprobado normativa al respecto: 
Países Bajos (Ley de 21 de diciembre de 2000), Bélgica (Ley de 
13 de febrero de 2003), España (Ley 13/2005, de 1 de julio), 
Noruega (Ley de 17 de junio de 2008), Suecia (Ley de 21 de 
enero de 2009) y, más recientemente, Islandia (Ley de 11 de 
junio de 2010).

La Ley 9/2010, de 31 de mayo, que permite el matrimonio 
civil entre personas del mismo sexo17, consta de 5 artículos. En el 
artículo primero, se declara el objeto de la Ley, que no es otro 
que el de “permitir el matrimonio civil entre personas del mismo 
sexo”.

En el artículo segundo se aborda la reforma de los artículos 
del Código Civil, incluyendo expresiones que hacen posible la 
ampliación del régimen del matrimonio civil a las parejas del 
mismo sexo. Los artículos reformados son tres: (1) el artículo 
1577, que, al definir el matrimonio, elimina el inciso personas de 
sexo diferente, sustituyéndolo por la expresión dos personas, 
pasando a decir que el “matrimonio es el contrato celebrado entre 
dos personas que pretenden constituir una familia mediante una 
plena comunión de vida, en los términos de las disposiciones de 
este código”, (2) el artículo 1591, que realiza la misma 
sustitución al regular la ausencia de efectos jurídicos para el 
incumplimiento de la promesa de matrimonio; y, (3) el artículo 
1690, en el que se remplaza tanto el marido como la mujer, por 
cualquiera de los dos cónyuges.

El artículo tercero, en la línea de la Ley 7/2001, de 11 de 
mayo, que regula las uniones de hecho de las personas del mismo 
sexo18 y, contrariamente a las directrices marcadas por la

17 Diúrio da República. ¡.“Serie—N.° 105—31 de mayo de 2010. Texto completo 
en Anexo 1.
18 Algo que, como indica Torres Gutiérrez, A., se trata de justificar “en el 
apartado Vil de la Exposición de Motivos, en que no se está en estos casos ante
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Resolución de 8 de febrero de 1994 del Parlamento Europeo19; 
restringe los derechos de los cónyuges de idéntico sexo 
impidiendo su acceso a la adopción: “Las alteraciones 
introducidas por la presente ley no implican la admisibilidad legal 
de la adopción, en cualquiera de sus modalidades, por personas 
casadas con un cónyuge del mismo sexo”.

El artículo cuarto, por su parte, es una disposición 
derogatoria del apartado e) del artículo 1628 del Código Civil, 
que declaraba la nulidad del matrimonio celebrado entre dos 
contrayentes del mismo sexo. Finalmente, el artículo quinto, 
contiene una disposición final que establece la necesidad de 
interpretar todas las disposiciones legales relativas al matrimonio 
de acuerdo con la ley, independientemente del género de los 
cónyuges y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo tercero.

El proceso de aprobación de la Ley no ha estado exento de 
polémica que se ha trasladado al ámbito jurídico dando lugar ya a 
un pronunciamiento del Tribunal Constitucional. El Presidente de 
la República, en ejercicio de la potestad que le viene reconocida 
por el ordenamiento jurídico portugués20, envió el texto al 
Tribunal Constitucional para su control previo de
constitucionalidad. El Pleno del Tribunal, mediante Acuerdo 
121/2010, de 8 de abril de 2010, declaró la no

un derecho a adoptar, ni ante un derecho de los cónyuges, ni un derecho inherente 
al matrimonio civil, sino que el artículo 1974 del Código Civil hace expresamente 
referencia a que la adopción sólo será decretada cuando presente reales ventajas 
para el adoptado''. Una solución que se desvía sensiblemente de la fórmula 
adoptada por otros legisladores europeos, en particular el español (Torres 
Gutiérrez, A., El derecho de libertad religiosa en Portugal, Dykinson, Madrid, 
2010, p. 446).
19,,Ver supra.
20 Artículo 278 1 y 3 de la Constitución de la República Portuguesa (CRP) y 
artículo 57 de la Ley de Organización, Funcionamiento y Proceso del Tribunal 
Constitucional, aprobada por la ley 28/2982, de 15 de noviembre, y modificada 
por ley 13-A/1998, de 26 de febrero (LTC).
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inconstitucionalidad de la norma objeto de control21, haciendo 
posible, de esta forma, que continuara su proceso de tramitación 
ordinario que, tras la preceptiva sanción del propio Presidente de 
la República, finalizó con su definitiva publicación y entrada en 
vigor de la Ley.

Comienza el Tribunal la parte dispositiva del Acuerdo 
señalando que, aún cuando el objeto de solicitud de control 
preventivo esté constituido por varias normas, es sólo una (o sólo 
uno el efecto normativo) la que verdaderamente está en 
discusión: el artículo 1, que es el que permite el matrimonio entre 
personas del mismo sexo. Las demás disposiciones, añade el 
Tribunal, son únicamente una consecuencia de esta opción 
legislativa, en los preceptos del Código Civil que se modifican o 
eliminan (artículos 2 y 4) o en una norma integradora del 
ordenamiento jurídico que obliga a interpretar todas las 
disposiciones legales relativas al matrimonio y sus efectos (con 
excepción de las que se refieren a la materia de adopción -  
artículo 3-) a la luz de la nueva solución normativa (artículo 5) 
(F.J. 4.°).

La petición de inconstitucionalidad se basa en que la 
eliminación del requisito subjetivo de la heterosexual idad de los 
contrayentes, se muestra, ajuicio del solicitante, disconforme con 
el concepto constitucional de matrimonio (con la garantía 
institucional del matrimonio) y derivadamente con el concepto 
constitucional de familia, recogido en el artículo 36.1 de la 
Constitución22.

21 Disponible en: wwvv.tribunaleonstitucional.pl (descargado el 29 de octubre de 
2010). Texto completo en Anexo II.
22 “Artigo 36°
(Familia, casamento e filiando)
1. Todos tém o direito de constituir familia e de contrair casamento em condiqoes 
de plena igualdade.
2. A lei regula os requisitos e os efeitos do casamento e da sua dissoluqao. por 
morte ou divorcio, independentemente da forma de celebrando.
3. Os cónjuges tém iguais direitos e deveres quanto á capacidade civil e política e 
á manuten^So e educando dos filhos.
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Cuatro son los derechos relativos a la familia, al 
matrimonio y a la filiación que se reconocen y garantizan en este 
artículo: (a) el derecho a constituir una familia y a contraer 
matrimonio (apartados 1 y 2); (b) los derechos de los cónyuges en 
el ámbito familiar y extra-familiar (apartado 3); (c) los derechos y 
deberes del país en relación con los hijos ( apartados 5 y 6), y, (d) 
los derechos de los hijos (apartados 4 y 5 2.a parte) (F.J. 18). El 
Tribunal centra el análisis de la solicitud de violación de 
constitucionalidad en los apartados 1° y 2.° del artículo 36. Es 
especialmente relevante, indica la Corte, partir de la 
consideración de que el apartado 1,°, tiene una estructura típica de 
un derecho fundamental (“Todos tienen derecho a... ”); y, que el 
n.° 2, hace una remisión expresa al legislador ordinario para que 
regule los requisitos y los efectos del matrimonio (F.J. 18).

“En verdad, afirma la Corte, la opción normativa sujeta a 
control de constitucionalidad no tienen como efecto denegar a 
ninguna persona o restringir el derecho fundamental a contraer (o 
a no contraer) matrimonio”. Lo único que podría estar en 
cuestión, por tanto, es si se preserva o no el núcleo esencial de la 
institución matrimonial, tal y como deba considerarse que la 
Constitución impone, mediante la sustracción de uno de los 
elementos del concepto: la diversidad de sexos, que corresponde 
con un presupuesto de hecho de la sociedad conyugal tal y como 
el ordenamiento jurídico tradicionalmente ha concebido (F.J. 18).

Para valorar este aspecto, el Tribunal, en primer lugar, pone 
en marcha una interpretación histórica, en la que constata que la 
redacción de los apartados 1 y 2 del artículo 36 ha permanecido

4. Os filhos nascidos fora do casamento nao podem, por esse motivo, ser objecto 
de qualquer discriminafao e a lei ou as repart¡9oes oficiáis nao podem usar 
designaqoes discriminatórias relativas á filiafao.
5. Os pais tém o direito e o dever de educa?ao e manutenqao dos filhos.
6. Os filhos nao podem ser separados dos pais, salvo quando estes nao cumpram 
os seus deveres fundamentáis para com eles e sempre mediante decisao judicial.
7. A adopfao é regulada e protegida nos termos da lei, a qual deve estabelecer 
formas céleres para a respectiva tramitaqáo.”
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inalterada desde el texto originario de la Constitución. Las 
tensiones que en el tiempo de elaboración del texto constitucional 
incidían sobre la institución matrimonial afectaban a otros 
aspectos tales como la disolubilidad por divorcio, la igualdad de 
los cónyuges en el seno de la sociedad conyugal, los efectos 
patrimoniales y personales, la eliminación entre hijos legítimos e 
ilegítimos. La pretensión de admisibilidad del matrimonio con 
identidad de género entre los cónyuges es, aclara el Tribunal, un 
fenómeno que en ese momento aún no encontraba expresión 
alguna en el espacio público, ni en Portugal, ni de manera 
significativa, en otros países. Por cuanto se refiere a la 
homosexualidad, lo que entonces se consideraba desfasado entre 
la realidad y su encuadramiento jurídico eran los aspectos 
represivos, no la omisión de tutela para uniones estables de ese 
tipo. Tardó más de una década hasta que la progresiva integración 
de los homosexuales en la sociedad provocara un “deslizamiento” 
de posiciones de contestación al sistema, a otras pretensiones más 
“conservadoras” que pasaban por entrar a formar parte de las 
instituciones jurídicas, particularmente en el matrimonio, como 
reconocimiento público de la orientación sexual en términos de 
estricta igualdad con la de los heterosexuales23 (F.J. 18).

Se puede afirmar, por tanto, que el matrimonio que aparece 
representado en la Constitución era el matrimonio entre dos 
personas de sexo diferente, pero también se puede concluir que 
no existió ninguna opción deliberada sobre la materia objeto de 
análisis por parte del Trubunal, en el sentido de prohibir la 
evolución de la institución matrimonial en ese aspecto. El 
problema era político-jurídicamente desconocido, por lo que 
elemento histórico debe ser aplicado con cautelas todavía 
mayores de aquellas que generalmente ya merece en una 
interpretación del texto constitucional (F.J. 18).

23 Cfr. Seoane Prado, Javier, “Matrimonio, Familia y Constitución", en 
Cuadernos de Derecho Judicial XXVI, ejemplar dedicado a Matrimonio y 
adopción por personas del mismo sexo, 2005, pp. 21-104.
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La Constitución remite al legislador para que sea él quien 
determine los efectos y requisitos del matrimonio (artículo 36.2 
CRP), en consecuencia, lo importante es determinar si, con 
independencia de la concepción de matrimonio que se encontrara 
en la base del contexto social y jurídico en el que la norma fue 
elaborada, la innovación legislativa objeto de análisis, que no 
hace otra cosa que procurar responder a lo que el legislador 
entiende que constituye una pretensión legítima de 
reconocimiento y tutela ante nuevas necesidades sociales, que 
como se ha señalado, ya han encontrado otras formas de 
reconocimiento jurídico (uniones de hecho); infringe o no la 
garantía institucional del matrimonio.

El matrimonio, efectivamente, puede considerarse que está 
cubierto por la llamada garantía de instituto. Simultáneamente al 
reconocimiento de derechos individuales, el artículo 36 reconoce 
también una garantía a la familia y al matrimonio en cuanto 
instituciones en sí mismas, siendo ejemplo de típicas garantías 
institucionales que no pueden ser legalmente suprimidas o 
descalificadas (GOMES CANOTILHO e VITAL Moreira, 
Constituiqao da República Portuguesa Anotada, p. 561) (F.J. 18).

Continúa el Tribunal elaborando una interesante 
argumentación sobre el concepto de garantía institucional 
aplicado a la familia y al matrimonio, advirtiendo que lo que la 
Constitución directamente elige como objeto de protección en 
cuanto “elemento fundamental de la sociedad” es la familia y no 
la institución matrimonial. Institución familiar, por otra parte, que 
impone al Estado el deber de protegerla positivamente, pero sin 
perder de vista el objetivo de realización personal de cada uno de 
sus miembros (RUI MEDEIROS, Constituiqáo Portuguesa Anotada, 
Tomo I, p. 689) (F.J. 19). En el caso del matrimonio nos 
encontramos ante un derecho fundamental, un derecho subjetivo 
público, que presupone conceptualmente la existencia del 
correspondiente instituto jurídico de derecho privado, cuya 
preexistencia proporciona elementos de interpretación de ámbito 
normativo objetivo de la norma constitucional que consagra el
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derecho fundamental (F.J. 19). Es posible, por tanto, concebir ese 
derecho fundamental con dos vertientes: una, jurídico individual, 
en cuanto garante a sus titulares de un derecho subjetivo público; 
y otra, institucional-objetiva, en cuanto garantía constitucional de 
ámbitos de vida jurídicamente ordenados y conformados (F.J. 
19). Lo que no se puede, aclara el Tribunal, es invertir el sentido 
de la garantía, imponiendo la conservación del instituto, tal como 
existe, en contra de iniciativas del legislador que no contravengan 
una determinación del sentido del derecho fundamental en 
cuestión, en el marco axiológico del sistema de derechos 
fundamentales (F.J. 19). Aplicado a la opción legislativa 
sometida a control, significa verificar si los fines o bienes 
jurídicos, individuales y comunitarios, a los que el derecho 
fundamental al matrimonio deba considerarse 
constitucionalmente adscrito en el marco de un sistema de 
derechos fundamentales axialmente centrado en la dignidad de la 
persona humana (artículo 1 CRP), sufren restricciones en su 
núcleo esencial de realización (F.J. 19).

En definitiva, como en España ha puesto de relieve 
L l a m a z a r e s  F e r n á n d e z  en relación con las libertades de 
información y de expresión24, en argumento perfectamente 
trasladable a la familia y al matrimonio, y con el que los 
argumentos del Tribunal Constitucional portugués observan una 
extraordinaria similitud, no hay que perder de vista que la 
garantía institucional no deja de poseer un carácter instrumental 
orientado a la consecución de la finalidad en la que se encuentra 
el fundamento y también los límites de su primacía, lo que 
implica que la tutela jurídica reforzada que recibe, pierde su 
sentido cuando el desarrollo o el ejercicio del derecho 
fundamental deja de estar orientado a la finalidad que le convierte 
en garantía institucional: opinión pública libre, libertad de 
conciencia, libre desarrollo de la personalidad y dignidad de la 
persona, en el caso de las libertades de expresión y  de

24 Llamazares Fernández, D., “Las libertades de expresión y comunicación 
como garantías institucionales”, en VV.AA., Libertad de conciencia y  
sentimientos religiosos, 2010 (en prensa).
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información-, libertad de conciencia, libre desarrollo de la 
personalidad de cada uno de sus miembros y dignidad de la 
persona, en el caso de la familia y matrimonio. De otro modo, no 
estarían justificados los hipotéticos sacrificios que en unos u otros 
derechos y libertades fundamentales puede causar la primacía de 
la garantía institucional, consecuencia de su mayor alcance y 
protección reforzada.

En la solicitud de control de constitucionalidad se sostiene 
que la libertad de conformación otorgada al legislador por el 36.2 
CRP no respetó los límites de la garantía institucional, violando 
el concepto de matrimonio operante en el 36.1 CFP. Se 
argumentan fundamentalmente dos razones que el Tribunal 
analiza detalladamente (F.J. 20):

I. - Por su origen histórico y en una interpretación 
sistemática, el concepto constitucional de matrimonio, 
concatenado con su vinculación al concepto de familia y de 
filiación, apunta inequívocamente al matrimonio como unión 
entre dos personas de sexo diferente;

II. - El concepto de matrimonio debe ser interpretado, por 
imposición del artículo 16.2 de la Constitución, de conformidad 
con la Declaración Universal de Derechos del hombre (DUDH)“ . 
Y en ésta, el matrimonio que se prevé y protege y del que, por 
fuerza de la norma constitucional, resulta un concepto vinculante 
para Portugal, es el matrimonio entre un hombre y una mujer (F.J. 
20) .

El Tribunal comienza por el análisis de este último aspecto, 
pues “la cuestión de constitucionalidad podría darse por resuelta, 
si esa fuera la interpretación imperativa del texto constitucional” 
(F.J. 21).

La DUDH establece en su artículo 16.1 que “a partir de la 
edad nubil, el hombre y la mujer tienen el derecho a casarse y 
constituir familia”, siendo esta referencia al género de los *

2'  Se trata de un mandato muy similar al del 10.2 de la Constitución española.
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titulares del derecho un caso aislado en la DUDH, por lo que es 
razonable concluir que el concepto de matrimonio objeto de 
protección en este texto internacional es el de una unión entre un 
hombre y una mujer26 (F.J. 21). Admitida esta interpretación del 
DUDH y teniendo en cuenta el mandato constitucional del 16.2 
CRP, sostiene el solicitante de inconstitucionalidad que el 
artículo 36.1° CFP debería ser interpretado como el derecho al 
matrimonio entre individuos de sexo diferente, prohibiendo una 
ampliación del matrimonio a personas del mismo sexo (F.J. 21).

El Tribunal, sin embargo, reflexiona sobre el alcance del 
mandato contenido en el artículo 16.2 CRP, que, ajuicio de la 
Corte, únicamente establece la obligación de recurrir a la 
Declaración Universal para fijar el sentido de una norma 
constitucional de derechos fundamentales a la que no se pueda 
atribuir un significado unívoco o para concretar conceptos 
constitucionales indeterminados27, es decir, como criterio de 
interpretación o de integración, pero, no para restringir o limitar, 
extensiva o intensivamente la cobertura constitucional de los 
derechos fundamentales. Interpretación que constituye una 
aplicación del principio de preferencia de la aplicación de las 
normas que consagren un nivel más elevado de eficacia de los 
derechos fundamentales (artículos 52. 3 y 53 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea) (F.J. 21)28. Así, 
concluye la Corte, el artículo 16.2 no puede operar en el sentido 
de impedir al legislador ordinario, que apruebe una opción 
normativa que no restringa o limite el acceso al matrimonio 
heterosexual para hombres en edad nubil, ni lo disminuya de

26 En este sentido, recuerda el Tribunal, interpretó el texto una Sentencia el 
Tribunal Constitucional de Africa en el caso Minister o f Home Affairs v. Fourie, 
si bien, aclarando que se trataba de una interpretación que es “descriptiva de una 
realidad asumida, más que prescriptiva de una estructura normativa para todos los 
tiempos (F.J. 21).
27 Gomes Canotilho e Vital Moreira, Constituido da República Portuguesa 
Anotada, pp. 367 y 368; Vieira de Andrade, O s  Direitos Fundamentáis na 
Constituido Portuguesa de 1976, p. 45.
28 Gomes Canotilho e Vital Moreira, Constituiqao da República Portuguesa 
Anotada, p. 368.
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contenido en cuanto derecho fundamental, ampliando el 
matrimonio a una categoría de individuos que no tiene 
inclinación a la relación afectivo-sexual con personas del sexo 
opuesto y que, consecuentemente, no podrían reclamar protección 
del DUDH para casarse de conformidad con esa orientación 
sexual (FJ. 21).

Continúa el Tribunal analizando el argumento del 
solicitante de inconstitucionalidad que vincula el concepto 
constitucional de matrimonio al carácter imperativo de la 
diversidad de sexo entre los cónyuges, amparándose en que la 
Constitución proporciona una adecuada comprensión de la noción 
de matrimonio en el contexto de la familia, que limita la 
interpretación actualista y sistemática, cuyo resultado no se puede 
abstraer de la literalidad de la norma del artículo 36. Se invoca, 
para ello, lo dispuesto en los artículos 67.1, 68.1-4, y 71.2 CRP, 
en todos los que el concepto constitucional de familia aparece 
asociada al elemento de la filiación, cuyo papel parece central en 
la institución familiar. Resumiendo, la diversidad de sexo entre 
los dos cónyuges vendría impuesta para salvaguardar los fines o 
valores constitucionales de protección de la familia y de la 
potencialidad procreativa del matrimonio, quedando la diversidad 
de sexos integrada en la estructura nuclear protegida por la 
garantía (F.J. 21).

El Tribunal considera que es cierto que la generación de 
hijos biológicamente comunes depende de la diversidad de sexo, 
y, consecuentemente, que al matrimonio entre cónyuges del 
mismo sexo, no pudiendo asegurar la generación de hijos 
comunes, no se le pueda atribuir una función comunitaria de 
contribución potencial a la reproducción de la sociedad. Sin 
embargo, razona el Tribunal, esta potencialidad, no puede ser 
erigida en una finalidad absolutamente esencial de la garantía 
institucional en causa, porque no integra ni siquiera el actual
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concepto de matrimonio heterosexual29. La voluntad inicial y 
constante de los cónyuges de no tener hijos no les impide 
contraer matrimonio o mantenerse casados, como tampoco 
impiden o invalidan la esterilidad o la impotencia por sí mismas. 
Como recuerda PEDRO MÚRIAS, cita la Corte (F.J. 21), “los 
matrimonios en edades estériles son frecuentes y, por su 
relevancia, tienen inclusive previsión legal” específica (artículo 
1720.1 b, del Código Civil)30.

Es cierto que la maternidad y la paternidad son valores 
sociales eminentes (artículo 68.2 CRP), actividades útiles para la 
sociedad, en la medida en la que hacen posible la generación 
natural de ciudadanos. Y que, tal y como ha sostenido la propia 
doctrina del Tribunal Constitucional (Acuerdo 359/2009), es 
posible establecer “una conexión, con sentido, entre matrimonio y 
procreación, que opera haciendo considerar a aquél como una 
institución social a través de la cual el Estado recurre al potencial 
del derecho para difundir determinados valores en la sociedad, en 
este caso valores según los cuales el matrimonio constituye un 
medio específico para implicar a una generación en la generación 
de la que le sigue...”.

Afirmación, continúa el Tribunal, que puede constituir un 
argumento para que no se entienda, en el marco axiológico de la 
Constitución, que es imperiosa una redefinición del concepto 
actual de matrimonio (hipótesis de inconstitucionalidad del 
régimen actual que ahora sería removido), pero que no sirve para 
que se juzgue que se desnaturaliza una institución matrimonial 
por la inclusión en una misma categoría jurídica, matrimonios 
entre personas de sexo diferente y matrimonios de personas del 
mismo sexo (F.J. 21). Es decir, que la restricción del matrimonio 
a parejas heterosexuales sería constitucional, al igual que también

29 La propuesta en este sentido del “Proyecto Gomes da Silva”, inicialmente 
acogida por los Anteproyectos salidos de la Ia y 2a Revisiones Ministeriales, fue 
abandonada en la versión oficial del Código Civil de 1966 (pueden consultarse los 
trabajos preparatorios en: Rodrigues Bastos, “Direito da Familia segundo o 
Código Civil de I96 ff\ vol. 1, p. 20.
30 Pedro Múrias, Casamento entre Pessoas do mesmo Sexo, pp. 40 y 41.
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lo es la iniciativa del legislador ordinario de modificar el 
elemento subjetivo del matrimonio eliminando el requisito de la 
heterosexual idad de los cónyuges. En los dominios del 
matrimonio y de la familia la realidad social está en continua y 
acelerada mudanza, afirma el Tribunal, con reflejos jurídicos de 
variadas respuesta. Sobre ellas podría haber, en una sociedad 
abierta y plural, una divergencia razonable para provocar 
soluciones que se inserten en la discrecionalidad legislativa, 
cuyos resultados escapan al control judicial (F.J. 21).

Es legítimo preguntar, entonces ¿qué es lo 
constitucionalmente esencial en el instituto del matrimonio? 
Interrogante al que el Tribunal debe responder en la medida en la 
que es necesario para escrutar la validez de las normas que le son 
sujetas, en definitiva, para saber si la alteración de la estructura 
subjetiva o modal del matrimonio que consiste en pasar a permitir 
que se casen entre sí dos personas del mismo sexo entra en 
contradicción con ese núcleo esencial protegido por la garantía 
(F.J.22).

De la configuración del derecho a contraer matrimonio 
como derecho fundamental, resulta que el legislador no puede 
suprimir del ordenamiento jurídico el matrimonio, en cuanto 
instituto jurídico destinado a regular las situaciones de comunidad 
de vida entre dos personas, en un reconocimiento de la 
importancia de esa forma básica de la organización social 
(F.J.22). Pero la Constitución no define el perfil de los elementos 
constitutivos del instituto al que el artículo 36.1 CRP se refiere, 
delegando en el apartado 2.° del mismo precepto en el legislador 
la competencia de mantener la necesaria conexión entre Derecho 
y realidad social. El concepto constitucional de matrimonio es, de 
esta forma, para el Tribunal, un concepto abierto, que admite no 
sólo diversas conformaciones legislativas, sino también diversas 
concepciones políticas, éticas y sociales, siendo confiada al 
legislador ordinario la tarea de, en cada momento histórico, la 
tarea de trasladar al ordenamiento jurídico aquello que en ese
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momento corresponda a las concepciones dominantes en esta 
materia31 (F.J. 22).

La Constitución portuguesa es, en este aspecto, más 
favorable a la intervención del legislador ahora cuestionado que 
otras congéneres, en la medida en la que coloca a esa 
interpretación menos obstáculos textuales., pues en el artículo 
36.1 se designa la titularidad del derecho al matrimonio mediante 
la palabra “todos” y no por la expresión “el hombre y la mujer” 
que es generalmente invocada como argumento a favor de la 
heterosexualidad del matrimonio (F.J. 22).

Esta posición no significa que el matrimonio al que se 
refiere el artículo 36 de la Constitución sea considerado como una 
fórmula vacía de cualquier contenido a desarrollar libremente por 
el legislador. El matrimonio, so pena de desfigurar su núcleo 
esencial y, por tanto, el propio ámbito de protección como 
derecho subjetivo fundamental, deberá contemplar el 
establecimiento de una relación de comunión de vida entre dos 
personase, establecida mediante un acto como tal designado, con 
efectos vinculantes legalmente fijados, libre e incondicional. 
Contraer matrimonio (matrimonio in fieri) es acceder al estado de 
casado (matrimonio in fado  esse) que se define en función de los 
efectos jurídicos que el matrimonio opera. En su regulación, el 
legislador ordinario está obligado, no sólo a garantizar el libre 
acceso a esa relación jurídica en condiciones de plena igualdad, 
sino también a observar otros parámetros constitucionales, como 
el respeto por el sistema de derechos fundamentales y la dignidad 
de la persona (F.J. 22).

Límite del núcleo esencial que, ajuicio del Tribunal, no es 
franqueado por el abandono de la diversidad de sexos entre los 
cónyuges (F.J. 22), “si el establecimiento de una situación de 
comunidad de vida entre dos personas es el elemento que 
estructura el concepto de matrimonio, sin el cual el mismo pierde 
su carácter, lo mismo no puede decirse de la diversidad sexual de

31 Miguel Nogueira de Brito, en ‘"Casamento entre Pessoas do mesmo Sexo”, 
pp. 58 y 59.
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las personas que pretenden comprometerse en esa comunión y 
someterse a las reglas del matrimonio. Esa diversidad de sexos 
sería apenas imprescindible para que la comunión en el plano 
sexual pudiese conducir a la generación de hijos biológicamente 
comunes, finalidad a la que el matrimonio no está constitucional 
ni legalmente adscrito” (F.J. 22).

Una comunión de vida entre dos personas, caracterizada por 
compartir y por la ayuda mutua, en un camino de vida común 
jurídicamente disciplinado, con carácter tendencialmente 
perpetuo, también está naturalmente al alcance de dos personas 
del mismo sexo que así quieran vincularse. Por eso no está 
vedado al legislador otorgar a ese modo de libre desarrollo de la 
personalidad una forma vigente para tutela de las relaciones entre 
personas de sexo diferente, permitiendo a los interesados 
acogerse a la figura del matrimonio, sin que el instituto se 
considere privado de elementos típicos esenciales a la 
correspondiente función garantística (F.J. 22).

Por otro lado, añade el Tribunal, la extensión del 
matrimonio a cónyuges del mismo sexo no entra en contradicción 
con el reconocimiento y la protección de la familia como 
elemento fundamental de la sociedad (artículo 67 CRP). Es 
conveniente tener presente que la Constitución desvinculó la 
constitución de la familia del matrimonio. El concepto de familia 
que la Constitución acoge como elemento fundamental de la 
sociedad es un concepto abierto y plural, adaptable a las 
necesidades y a las realidades sociales. La Constitución no define 
qué es una familia, dando protección a los distintos modelos de 
familia que existen en nuestra realidad social (F.J. 23). El 
matrimonio entre personas del mismo sexo va a conducir a que el 
espacio de realización interpersonal, cohabitación, mutua 
asistencia y contribución para las necesidades comunes con vista 
a la plena realización personal, en que la familia consiste, asuma, 
también para ellas, un abrigo jurídico que resulta de su recíproca 
vinculación (F.J. 23).
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No se ve, por tanto, concluye el Tribunal, en qué pueda 
entorpecer el nuevo régimen de matrimonio con los deberes de 
protección de la sociedad y del Estado en relación con la familia, 
entendida como categoría existencial o fenómeno de vida 
asumida por la Constitución como institución jurídica necesaria 
(F.J. 23). Una definición del matrimonio por la ley ordinaria 
ampliándolo a las personas del mismo sexo, podría suscitar 
objeciones, si fuese susceptible de afecta a otros derechos 
subjetivos fundamentales, particularmente, los que se refieren a 
los mismos derechos por parte de personas de sexo diferente. 
Parece, sin embargo, manifiesto que una ampliación del 
matrimonio a personas del mismo sexo, no afecta a la libertad de 
contraer matrimonio por parte de personas de sexo diferente, ni 
alteran los deberes y derechos que para éstas de ahí resultan (F.J. 
24).

Finalmente, en lapetición de inconstitucionalidad se 
sostiene la idea de que la tutela de las parejas del mismo sexo 
obtendría satisfacción adecuada mediante un régimen de -unión 
civil registrada” o semejante, haciendo alusión a que también el 
principio de igualdad podría ser invocado para defender la 
inconstitucionalidad de la permisión del matrimonio entre 
personas del mismo sexo, pues si el matrimonio presupusiera dos 
personas de sexo diferente, una sujeción a ese mismo instituto de 
una unión entre personas del mismo sexo trataría por igual lo que 
es diferente.

Es cierto, argumenta el Tribunal, que el principio de 
igualdad, consagrado en el artículo 13.1 CRP, impone al 
legislador que de tratamiento igual a lo que es esencialmente 
igual y diferente a lo que es diferente. Máxima de la que se deriva 
una prohibición de arbitrio que funciona como control negativo 
de las opciones legislativas. Fa vinculación del legislador al 
principio de igualdad no elimina, sin embargo, la libertad de 
configuración legislativa, pudiendo identificar y calificar las 
situaciones de hecho que han de funcionar como elementos de 
referencia a tratar igual o desigualmente. Solo existe violación del 
principio de igualdad en cuanto prohibición de arbitrariedad
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cuando para una medida legislativa es posible encontrar soporte 
material (F.J. 25). Entonces, siendo cierto que las perspectivas 
biológica, sociológica o antropológica, constituyen realidades 
diversas a una unión duradera entre dos personas del mismo sexo 
y dos personas de sexo diverso, en el aspecto jurídico una 
equiparación del tratamiento no carece de fundamento material. 
Es razonable que el legislador pueda privilegiar el efecto 
simbólico y optimizar el efecto social antidiscriminatorio del 
tratamiento normativo, extendiendo a la tutela de estas uniones el 
marco unitario del matrimonio (F.J. 25).

De todo lo expuesto, resuelve el Tribunal, “resulta que 
deben ser juzgadas improcedentes las dudas de constitucionalidad 
que justifican o presentan solicitud de control preventivo de 
inconstitucionalidad. No considerándose violada, por cualquiera 
de las normas sujetas a apreciación del artículo 36.1 de la 
Constitución” (F.J. 27).
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ANEXO I

ASSEMBLEIA DA REPÚBLICA 
L eí n .° 9/2010, d e  31 d e M a io ,

P e r m it e  o  c a s a m e n t o  c iv il  e n t r e  p e s s o a s  d o  m e s m o  s e x o  

(Diário da República, 1. aSérie—N.° 105—31 de mayo de 2010)

A Assembleia da República decreta, nos termos da alinea c) do 
artigo 161 ° da Constituido, o seguinte:

Artigo 1,°

Objecto

A presente lei permite o casamento civil entre pessoas do mesmo 
sexo.

Artigo 2.°

Alterafoes ao regime do casamento

Os artigos 1577.°, 1591.° e 1690.° do Código Civil passam a ter a 
seguinte redac9áo:

«Artigo 1577.°
[...]
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Casamento é o contrato celebrado entre duas pessoas que 
pretendem constituir familia mediante urna plena comunhao de 
vida, nos termos das disposifoes deste Código.

Artigo 1591.°
[...]
O contrato pelo qual, a título de esponsais, desposorios ou 
qualquer outro, duas pessoas se comprometem a contrair 
matrimonio nao dá direito a exigir a celebraqao do casamento, 
nem a reclamar, na falta de cumprimento, outras indemnizares 
que nao sejam as previstas no artigo 1594.°, mesmo quando 
resultantes de cláusula penal.

Artigo 1690.°

[•••]

1 - Qualquer dos cónjuges tem legitimidade para contrair dividas 
sem o consentimento do outro.
2 - .............................................................................................................»

Artigo 3.°

A dopto

1 - As alterares introduzidas pela presente lei nao implicam a 
admissibilidade legal da adopgáo, em qualquer das suas 
modalidades, por pessoas casadas com cónjuge do mesmo sexo.
2 - Nenhuma disposifáo legal em matéria de adopqao pode ser 
interpretada em sentido contrário ao disposto no número anterior.
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Artigo 4.°

Norma revogatória
É revogada a alinea e) do artigo 1628.° do Código Civil.

Artigo 5.°

Disposi^áo final
Todas as disposÍ9Óes legáis relativas ao casamento e seus efeitos 
devem ser interpretadas á luz da presente lei, independentemente 
do género dos cónjuges, sem prejuízo do disposto no artigo 3.°

Aprovada em 11 de Fevereiro de 2010.
O Presidente da Assembleia da República, Jaime Gama. 
Promulgada em 17 de Maio de 2010.
Publique-se.
O Presidente da República, Aníbal Cavaco Silva.
Referendada em 18 de Maio de 2010.
O Primeiro-Ministro, José Sócrates Carvalho Pinto de Sousa.

ANEXO II

Acuerdo 121/2010, de 8 de abril de 2010 
T r ib u n a l  C o n s t it u c io n a l  (Plenário)

Processo n.° 192/2010
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Plenário
Relator: Conselheiro Vítor Gomes

Acordam, em Plenário, no Tribunal Constitucional

I. Relató rio

1. O Presidente da República requereu, ao abrigo dos n.°s 1 e 3 do 
artigo 278.° da Constituido da República Portuguesa (CRP), do 
n.° 1 do artigo 51.° e do n.° 1 do artigo 57.° da Lei de 
Organizado, Funcionamento e Processo do Tribunal 
Constitucional, aprovada pela Lei n.° 28/82, de 15 de Novembro, 
alterada, por último, pela Lei n.° 13-A/98, de 26 de Fevereiro 
(LTC), em processo de fiscalizado preventiva, a apreciado da 
constitucionalidade das normas do artigo 1°, do artigo 2.° -  este 
na medida em que altera a redacdo dos artigos 1577.°, 1591° e 
1690.°, n.° 1, do Código Civil -, do artigo 4° e do artigo 5°, 
todos do Decreto n.° 9/XI da Assembleia da República, que 
permite o casamento civil entre pessoas do mesmo sexo, recebido 
para promulgado.

É o seguinte o teor integral do diploma:

“Artigo l.° 
Objecto

A presente lei permite o casamento civil entre pessoas do mesmo 
sexo.
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Artigo 2.°
AItera95es ao regime do casamento

Os artigos 1577.°, 1591.° e 1690.° do Código Civil, passam a ter a 
seguinte redaci^áo:

Artigo 1577.°
[...]
Casamento é o contrato celebrado entre duas pessoas que 
pretendem constituir familia mediante urna plena comunháo de 
vida, nos termos das disposi?oes deste Código.

Artigo 1591.°
[...]
O contrato pelo qual, a título de esponsais, desposorios ou 
qualquer outro, duas pessoas se comprometem a contrair 
matrimonio nao dá direito a exigir a celebrado do casamento, 
nem a reclamar, na falta de cumprimento, outras indemnizasdes 
que nao sejam as previstas no artigo 1594.°, mesmo quando 
resultantes de cláusula penal.

Artigo 1690.°
[...]

1 - Qualquer dos cónjuges tem legitimidade para contrair dividas 
sem o consentimento do outro.
2

Artigo 3.°
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Adop^áo

1 -  As altera?oes introduzidas pela presente leí nao implicam a 
admissibilidade legal da adopfáo, em qualquer das suas 
modalidades, por pessoas casadas com cónjuge do mesmo sexo.
2 -  Nenhuma disposifao legal em matéria de adopfáo pode ser 
interpretada em sentido contrario ao disposto no número anterior.

Artigo 4.°
Norma revogatória

É revogada a alinea e) do artigo 1628.° do Código Civil.

Artigo 5." 
Disposi^áo final

Todas as disposiíjóes legáis relativas ao casamento e seus efeitos 
devem ser interpretadas á luz da presente lei, independentemente 
do género dos cónjuges, sem prejuízo do disposto no artigo 3.°.”

2. O pedido vem acompanhado de um parecer jurídico e tem os 
seguintes fundamentos:

6o

O presente pedido de fiscalizado da constitucionalidade tem por 
objecto e circunscreve-se ás normas, e só estas, do artigo Io, do 
artigo 2o, na medida em que altera a redacto dos artigos 1577°,
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1591° e 1690°, n° 1 do Código Civil, do artigo 4o e do artigo 5o do 
Decreto n° 9/XI, da Assembleia da República.

7°

Importa sublinhar, antes de mais, que a aprovafao dos normativos 
cuja aprecia9ao preventiva da constitucionalidade se requer nao 
decorre de urna impos¡9ao constitucional de igualdade, pois que, 
como o Tribunal Constitucional já teve ocasiao de concluir, no 
Acórdáo n° 359/2009, a norma do artigo 1577° do Código Civil, 
na redac9áo em vigor, nao afronta o n° 2 do artigo 13° da Lei 
Fundamental.

8o

Se acaso se concluísse pela existéncia de urna imposÍ9áo 
constitucional de legislar decorrente do principio da igualdade 
seria obrigatória a consagra9áo de um regime de casamento entre 
pessoas do mesmo sexo em tudo idéntico ao regime do casamento 
entre pessoas de sexo diferente, impedindo o acolhimento de um 
regime diferenciador ou de sol^oes jurídicamente distintas.

9°

Tal opqáo de diferencia9áo foi seguida na maioria dos Estados em 
cuja cultura jurídica Portugal se insere, tendo-se, em alguns deles, 
acolhido diferentes designa9oes e regimes diferenciados.

10°

A op9ao pela uniao civil com registo foi considerada, de resto, 
pela jurisprudencia constitucional alema como urna decorréncia 
do principio da igualdade: tratando-se de realidades distintas 
importaría consagrar regimes diferentes, casamento para pessoas 
de sexo diferente; uniao civil com registo para pessoas do mesmo 
sexo.
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O principio da igualdade pode, aliás, ser invocado para sustentar 
a inconstitucionalidade das normas objecto do pedido. Tudo está 
em saber se, ao tratar de forma igual realidades substancialmente 
diferentes, nao está o legislador a violar urna obriga9áo de 
diferencia9áo que decorre da Lei Fundamental.

1 1 °

12°

Conclui-se, assim, que, de acordo com a jurisprudencia 
constitucional portuguesa, firmada no Acórdáo n° 359/2009, a 
ConstituÍ9áo nao obriga á consagra9áo legal do casamento entre 
pessoas do mesmo sexo, sendo legítimas quer a sua proibÍ9áo 
pura e simples, quer a previsáo de regimes diferenciados -  de que 
é exemplo, entre muitos outros, o regime alemao.

13°

Solu9áo diversa constituiría um inaceitável condicionamento á 
liberdade de conformaqáo do legislador, na medida em que 
imporia nao só a amplia9áo do regime do casamento civil a 
pessoas do mesmo sexo como o faria em toda a sua extensáo, 
com todo o seu feixe de direitos e obriga9oes.

14°

De resto, para concluir pela existencia, neste dominio, de urna 
imposÍ9áo ditada pelo n° 2 do artigo 13° da Lei Fundamental seria 
necessário densificar previamente o conceito constitucional de 
«orienta9áo sexual». Com efeito, só esta densifica9ao permitiría 
saber, com seguraba, se a configura9áo agora dada ao instituto 
do casamento pelo Decreto n° 9/XI nao implicaria, porventura, a 
viola9ao do principio da igualdade, ao nao conferir idéntico 
tratamento a outras formas possíveis de orienta9áo sexual, do
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mesmo modo que sempre se poderia questionar a legitimidade 
constitucional do artigo 3o do citado Decreto, que parece vedar a 
possibilidade de adopqao por pessoa casada com cónjuge do 
mesmo sexo.

15°
A diferenciado introduzida no mencionado artigo 3o do Decreto 
corresponde, aliás, ao reconhecimento por parte do legislador de 
que as realidades em causa sao substancialmente distintas, 
permitindo a Constituido -  ou mesmo reclamando -, por isso, 
um tratamento diferenciado.

16°
Esta necessidade de densificado do conceito de «orientado 
sexual» toma-se aínda mais patente quanto o regime do artigo 
1577° do Código Civil e de outras disposiqóes do mesmo Código, 
exige, na sua literalidade, a diferen9a de sexo dos nubentes, mas 
nao urna específica orientado sexual. E, pois, essencial saber em 
que consiste «orientado sexual» para efeitos do disposto no n.° 2 
do artigo 13° da Constituido.

17°
Afastada a existencia de urna imposiqao constitucional de legislar 
nos termos em que o fez o Decreto n° 9/XI, coloca-se, entáo, a 
questáo de saber se as normas que integram o objecto do presente 
pedido sao conformes á norma constitucional do artigo 36°, n° 1, 
que dispóe: «Todos tém o direito de constituir familia e de 
contrair casamento em condi^oes de plena igualdade».

18°
Pelo Decreto n° 9/XI, a Assembleia da República conferiu urna 
nova redacdo á norma do artigo 1577° do Código Civil, a qual
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determina, sob a epígrafe «Nogao de casamento», que 
«[CJasamento é o contrato celebrado entre pessoas de sexo 
diferente que pretendem constituir familia mediante urna plena 
comunháo de vida, nos termos das dispos¡9oes deste Código».

19°
O legislador eliminou o inciso «pessoas de sexo diferente», 
substituindo-o pela expressao «duas pessoas», o que implicou 
urna alterado significativa dos elementos definidores do conceito 
de casamento acolhido no Código Civil, que sao: (a) a celebraíáo 
de um contrato; (b) entre pessoas de sexo diferente; (c) que 
pretendem constituir familia; (d) mediante urna plena comunháo 
de vida.

20°

Torna-se, pois, necessário indagar se a altera9áo ora pretendida 
introduzir no nosso ordenamento jurídico se mostra conforme ao 
conceito constitucional de casamento -  e, reflexamente, ao 
conceito constitucional de familia -  acolhido no n° 1 do artigo 36° 
da Lei Fundamental.

21°

Toma-se, aínda, necessário saber se esta altera9áo se conforma 
com o conceito de casamento acolhido na Declara9áo Universal 
dos Direitos do Homem que, no n.° 1 do seu artigo 16o estabelece 
o seguinte: «A partir da idade nubil, o homem e a mulher tém o 
direito de casar e de constituir familia (...)». Sendo esta 
referéncia ao género dos titulares do direito caso isolado na 
Declaraqáo Universal, é imperioso concluir que, á luz deste texto, 
o conceito de casamento deve ser interpretado como respeitante á 
uniáo entre um homem e urna mulher.
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22°

Ora, dispondo a Constituido portuguesa, no n.° 2 do artigo 16°, 
que «os preceitos constitucionais e legáis relativos aos direitos 
fundamentáis devem ser interpretados e integrados de harmonía 
com a Declarado Universal dos Direitos do Homem», isto 
significa que a interpretado dos preceitos constitucionais sobre 
direitos fundamentáis nao deve ser feita, exclusivamente, com 
base na sua letra e no espirito da nossa Constituido. O que a 
norma constitucional portuguesa impoe ao intérprete é, pois, urna 
interpretado conforme com a Declarado.

23°
Mesmo reconhecendo que o legislador possui, neste dominio, de 
liberdade de conformado na definido dos elementos 
característicos do conceito legal de casamento, sempre deverá ter­
se presente que essa discricionariedade legislativa nao pode ser 
exercida de tal modo que desfigure a nodo constitucional desse 
instituto.

24°
A existencia constitucional do casamento enquanto instituido é 
expressamente reconhecida pela jurisprudéncia constitucional, 
designadamente pelo citado acórdáo n° 359/2009, tendo o 
Tribunal, no acórdao n.° 590/2004, afirmado mesmo tratar-se de 
«urna verdadeira norma de garantía institucional».
No acórdao acabado de citar, declarou o Tribunal Constitucional:

«Importa, desde já, precisar o sentido da norma constitucional 
invocada. O artigo 36° reconhece e garante diversos direitos 
relativos á familia, ao casamento e á filiado. Seguindo de perto o 
ensinamento de J. J. Gomes Canotilho e Vital Moreira [...]:
Sao de quatro ordens esses direitos: a) direito das pessoas a 
constituírem familia e a casarem-se (n° 1 e n° 2); b) direitos dos
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cónjuges no ámbito familiar e extrafamiliar (n° 3); c) direitos dos 
pais, em relaqáo aos fühos (n° 2, in fine, e n°s 5 e 6); d) direitos 
dos filhos (n°s 4 e 5, 2aparte).
Interessam-nos em particular os direitos mencionados na alinea 
a). Quanto ao direito a casar, pode dizer-se que este comporta 
duas dimensóes. Por um lado, consagra um direito fundamental, 
por outro, é urna verdadeira norma de garantía institucional. 
Como explicam Pereira Coelho e Guilherme Oliveira (Curso de 
Direito da Familia, Vol. I, 2a edi?ao, Coimbra Editora, 2001, pág. 
137):
Merece referencia (...) a questáo de saber se o artigo 36°, n° 1, 2a 
parte, concede apenas um direito fundamental a contrair 
casamento ou, mais do que isso, é urna norma de garantía 
institucional. Embora a Constituiqáo nao formule de modo 
explícito um principio de “protecqáo do casamento’’ (só a 
familia é protegida no artigo 67°), temos entendido que a 
instituiqao do casamento está constitucionalmente garantida, 
pois nao faria sentido que a Constituiqáo concedesse o direito a 
contrair casamento e, ao mesmo tempo, permitisse ao legislador 
suprimir a instituiqáo ou desfigurar o seu “núcleo essencial”.
[...] Aquilo que a Constituiipáo garante é a liberdade individual de 
constituir familia e de contrair casamento, bem como a existéncia 
da figura jurídica do casamento. Ou seja, a norma invocada como 
parámetro prescreve apenas que o Estado deve garantir a 
existéncia do instituto jurídico do casamento e, ao mesmo tempo, 
abster-se de quaisquer comportamentos que impe9 am ou 
dificultem o exercício dos referidos direitos por parte dos 
cidadáos».

25°

Independentemente da natureza da protec9ao constitucional ao 
casamento, importa, pois, determinar o conteúdo mínimo do 
conceito constitucional de casamento.
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26°
Na verdade, a maleabilidade dos conceitos constitucionais nao 
pode ser irrestrita, tendo limites que decorrem da própria no9áo, 
semántica e institucional, que a Lei Fundamental acolheu, sob 
pena de, a nao ser assim, a forfa normativa do texto 
constitucional ser irremediavelmente posta em causa.

27°
Assim, nao será constitucionalmente admissível que o legislador, 
no uso da sua liberdade de conforma^áo e tendo por objecto um 
conceito «aberto», suprima, altere ou introduza novos elementos 
nesse conceito que o descaracterizem naquilo que representa o 
seu núcleo essencial. De facto, como o Tribunal deixou bem claro 
no acórdáo n.° 590/2004, nao basta afirmar que o legislador goza, 
neste dominio, de urna ampia margem de conforma9áo. É 
necessário explicitar o sentido e os limites dessa liberdade de 
conforma9áo, sob pena de o seu exercício postergar o alcance da 
garantia institucional contida no n° 1 do artigo 36° da 
Constitu¡9áo. Trata-se precisamente da explicita9áo do sentido e 
limites da liberdade de conforma9áo do legislador neste dominio 
que, pelo presente pedido, se solicita seja realizada pelo Tribunal 
Constitucional.

28°
Com efeito, a liberdade de conforma9áo do legislador nao pode 
permitir a desfígura9áo do conceito constitucional de casamento 
nem, tao pouco, constituir um «cheque em branco» ao legislador 
que lhe permita amputar alguma das suas características 
essenciais.

29°
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No caso em apreijo, do que se trata, na verdade, nao é de urna 
mera altera?ao vocabular ou terminológica, mas da eliminagáo de 
um dos elementos do instituto do casamento, o que sempre 
implica que o Tribunal Constitucional determine que 
características definidas no artigo 1577° do Código Civil sao, ou 
nao, passíveís de supressao, sob pena de desfigurado do instituto 
em aprefo. É essa determinafáo que, pelo presente pedido, se 
solicita que o Tribunal realize.

30°
A Constituiíáo fomece, de resto, um adequado enquadramento da 
noqao de casamento, no contexto da familia, que vincula o 
intérprete, no ámbito de urna interpreta9áo actualista mas também 
sistemática cujo resultado nao pode abstrair, em absoluto, da 
literalidade da norma do artigo 36°.

31°
E o caso do disposto ñas normas constitucionais do n.° 1 do artigo 
67°, n°s 1 a 4 do artigo 68° e n.° 2 do artigo 71°. Em todos eles a 
referencia á familia se encontra associada á filia9áo, cujo papel se 
afigura central na instituÍ9áo familiar, tal como consagrada na 
ConstituÍ9áo, devendo destacar-se, pelo seu conteúdo preceptivo, 
a salvaguarda dessa instituÍ9ao prevista no artigo 36°.

32°
Nao quer isto significar, naturalmente, que a ConstituÍ9áo 
estabeleqa urna conexáo necessária entre casamento e filia9ao. O 
regime jurídico do casamento actualmente em vigor desmente-o. 
Mas já será iniludível que a Constituiqáo protege a institu¡9 ao 
casamento num contexto muito determinado.

33°

300 LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 10 -  2010. PAGINAS 265 -  381



CRÓNICA LEGISLATIVA DE PORTUGAL

Por outro lado, é indesmentível que o conceito constitucional de 
casamento impregnou a ordem jurídica portuguesa com a sua 
for9a irradiante.

34°
É visível essa impregnaqao no artigo 1577° do Código Civil, nos 
artigos 1601° a 1604°, relativos aos impedimentos matrimoniáis, 
em especial, aos impedimentos dirimentes absolutos e relativos, 
obstando ao casamento da pessoa a quem respeitam, entre outros, 
o casamento anterior nao dissolvido, o parentesco na linha recta 
ou no segundo grau da linha colateral, ou na incriminaqáo da 
bigamia, prevista e punida pelo artigo 247° do Código Penal.

35°
Ali deixou claro o legislador, e tal nao seria possível sem arrimo 
constitucional, as características essenciais do casamento á luz do 
ordenamento jurídico portugués.

36°
Nao existindo urna definÍ9ao constitucional expressa do conceito 
de casamento, é fogoso concluir que a Lei Fundamental 
procedeu a urna recep9ao do «conceito histórico de casamento 
como uniao entre duas pessoas de sexo diferente» (J. J. Gomes 
Canotilho e Vital Moreira, Constituido da República Portuguesa 
Anotada, Vol. I, 4a ed¡9ao, 2007, p. 568), ou seja, recortando este 
conceito como exigindo a diferenciaqao do sexo dos nubentes, 
mas sendo omisso quanto á sua orientaqao sexual.

37°
Independentemente de determinar a partir de que fonte ou fontes 
foi recebido na Constitu¡9ao o conceito de casamento, e 
abstraindo até da questao de saber se essa recepqao nao teve por
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objecto um conceito pré ou metajurídico, coloca-se, pois, ao 
Tribunal Constitucional a questao de saber se a diferenciacjáo do 
sexo dos nubentes nao corresponde ao conceito de casamento -  e, 
reflexamente, de familia -  acolhido na Lei Fundamental, desde a 
sua versao originária.

38°
Tal nao significa, como está bem de ver, sustentar que o conceito 
constitucional de casamento se encontra «petrificado» ou tem de 
corresponder necessariamente ao conceito de casamento que o 
Código Civil recebeu, o que, no limite, tomaria inconstitucionais 
todas e quaisquer alteraijoes introduzidas neste Código.

39°
O que deve ser clarificado é, isso sim, que elemento ou elementos 
do conceito de casamento integram -  e tém de integrar -  a no9áo 
de casamento, á luz da ConstituÍ9áo.

40°
Daí decorre também a interroga9áo, que se coloca ao Tribunal 
Constitucional, sobre o conteúdo e o alcance da no9áo 
constitucional de familia, igualmente acolhida no artigo 36°, n° 1, 
de modo a indagar-se, agora numa outra vertente, da 
conformidade á Lei Fundamental da op9áo do legislador 
plasmada na nova redac9áo do artigo 1577° do Código Civil.

41°
As considera9oes acima expendidas aplicam-se, mutatis 
mutandis, as demais normas que integram o objecto do pedido, ou 
seja, o artigo L e o  artigo 2o do Decreto n° 9/XI, este na medida 
em que confere nova redac9áo ao artigo 1591° do Código Civil,
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bem como os artigos 4o e 5o do mesmo Decreto, sem prejuízo de 
se reconhecer a margem de liberdade conformativa do legislador 
na modulafáo do desvalor do casamento celebrado entre pessoas 
do mesmo sexo [artigo 1628°, alinea e), do Código Civil] e, 
igualmente, sem prejuízo de se reconhecer a natureza meramente 
acessória, instrumental e interpretativa do artigo 5o do Decreto n° 
9/XI.

42°
Conclui-se, pois, que existem fundadas dúvidas sobre a 
constitucionalidade material das normas objecto do pedido, por 
viola9áo do conteúdo essencial da garantía institucional ínsita no 
conceito de casamento acolhido pela Constitui?ao.

Ante o exposto, requer-se, nos termos do n.° 1 do art.° 278.° da 
Constituido da República, bem como do n.° 1 do art.° 51.°en.° 1 
do art.° 57.° da Lei n.° 28/82, de 15 de Novembro, a fiscalizafáo 
preventiva de constitucionalidade das normas dos artigos l.°, 2.°, 
na medida em que altera a redacqao dos artigos 1577.°, 1591.° e 
1690.°, n.° 1 do Código Civil, 4.° e 5.° do Decreto n.° 9/XI, por 
violafáo do n.° 1 do artigo 36.° da ConstituÍ9áo."

3. Notificado para se pronunciar sobre o pedido, nos termos do 
artigo 54.° da LTC, o Presidente da Assembleia da República 
ofereceu o merecimento dos autos.

II. Fundamenta9áo

4. Contendo o Decreto remetido á Presidéncia da República para 
promulga9áo um preceito relativo á adop9áo (o artigo 3.° do 
Decreto) e aludindo o discurso fundamentador (cfr., n.° 14 do 
requerimento) á sua eventual inconstitucionalidade, o 
requerimento sublinha, porém, que só as restantes normas do
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Decreto sao objecto do pedido de fiscalizado preventiva (n.° 6.° e 
42.°). Está, pois, fora do objecto de apreciado pelo Tribunal o 
artigo 3.° do Decreto n.° 9/XI da Assembleia da República, bem 
como a parte final do artigo 5.° que ressalva o disposto naquele 
outro preceito.
Por outro lado, embora o objecto do pedido de fiscalizagao 
preventiva seja constituido por diversas normas, só urna (ou só 
um efeito normativo) está verdadeiramente em discussáo: o artigo 
l.°, ao permitir o casamento entre pessoas do mesmo sexo. O 
mais é a reflexao desta opgao legislativa nos indicados preceitos 
do Código Civil e urna norma integrativa da ordem jurídica, 
mandando interpretar todas as disposigóes legáis relativas ao 
casamento e seus efeitos (com excepgáo das que respeitem á 
matéria da adopgáo) á luz da nova solugao normativa.
Importa, ainda, notar que objecto da nova regulagao é o 
“casamento civil” e nao o casamento católico ou o casamento 
celebrado segundo os ritos de outra religiáo, tendo em conta a Lei 
de Liberdade Religiosa (Lei n.° 16/2001, de 22 de Junho) e as 
alteragoes introduzidas no Código de Registo Civil pelo Decreto- 
Lei n.° 324/2007, de 28 de Setembro. Sem que importe agora 
caracterizar o nosso sistema matrimonial quanto a saber se o 
casamento católico é admitido no direito portugués como outra 
forma de celebragáo ou, mais do que isso, como um instituto 
diferente (cfr., sobre a questáo, com posigóes contrastadas, 
Francisco Pereira Coelho e Guilherme de Oliveira, Curso 
de Direito de Familia, Vol. I, 4a ed., págs. 186 e segs. e GOMES 
Canotilho e VITAL Moreira, Constituigáo da República 
Portuguesa Anotada, 4.a ed., pág. 563).

5, Refere-se o pedido a urna hipotética violagáo do principio da 
igualdade que poderia resultar de a confíguragao agora dada ao 
instituto do casamento pelo Decreto 9/XI contemplar o 
relacionamento homossexual e nao conferir idéntico tratamento a 
outras formas possíveis de orientagáo sexual. Nao vindo esta
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argumentado desenvolvida e nao se vislumbrando que concretas 
formas de orienta9áo sexual se tem em vista e que possam 
assumir foros de releváncia no espa90  público em ordem a 
justificar a considera9ao pelo legislador, nao estáo reunidas 
condÍ9oes para que o Tribunal aprecie este argumento. O ponto 
fulcral da alteraqáo legislativa que justifica a interroga9áo de 
constitucionalidade é a identidade ou diversidade do sexo dos 
cónjuges. A esta questao de constitucionalidade nao interessam 
todas as diferen9as e varia9oes que possam existir ñas 
manifesta9oes hetero e homossexuais e respectivas consequéncias 
jurídicas, mas táo somente que duas pessoas do mesmo sexo 
possam desposar-se.
Por outro lado, nao se toma necessário proceder á explicita9ao ou 
densifica9áo do conceito de “orienta9áo sexual”, nomeadamente 
enquanto “categoría suspeita” para efeito da proibÍ9áo contida no 
n.° 2 do artigo 13.° da ConstituÍ9áo. A orienta9áo sexual que 
releva no contexto da norma em causa é a inclina9áo para a uniao 
com urna pessoa do mesmo sexo biológico ou genético. No 
contexto da op9áo normativa em aprecia9áo, a componente 
morfológica, psicológica e social da identidade sexual e da 
consequente determina9áo jurídica do género perde releváncia 
problemática. Para efeito de aplica9áo das normas em causa (i.e., 
da existencia ou validade do casamento e só para esse aspecto, 
mas só isso aqui releva), nao interessa saber como devem ser 
encaradas as situaqoes de transexualidade, designadamente a qual 
das identidades deve atender-se em caso de desconformidade 
entre a identidade genética e o género constante do registo, 
porque essa determina9áo do sexo dos nubentes deixa de influir 
no direito de contrair determinado casamento. Todavia, note-se 
que, para quem considerar que, após a interven9áo médico- 
cirúrgica de conversáo sexual, é possível fazer reconhecer 
judicialmente a nova identidade de género com as consequéncias 
inerentes, já hoje a lei consentiría o casamento entre pessoas do 
mesmo sexo biológico, salvo se, também para este efeito, se 
introduzisse urna restr¡9áo á releváncia da mudaba de sexo (cfr.,
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acórdao Christine Goodwin c. Reino Unido, do Tribunal Europeu 
dos Direitos do Homem).

6. A alterado legislativa submetida a fiscaliza9ao vai incidir 
mediatamente sobre o conceito de casamento, actualmente 
definido pelo artigo 1577.° do Código Civil como “o contrato 
celebrado entre duas pessoas de sexo diferente que pretendem 
constituir familia mediante urna plena comunhao de vida, nos 
termos das disposi^oes deste Código”. De outras disposifóes do 
Código se infere que a “plena comunhao de vida” se caracteriza 
pela recíproca vinculagáo dos cónjuges aos deveres de respeito, 
fidelidade, coabitaipáo, cooperagao e assisténcia (artigo 1672.° do 
Código Civil), pela exclusividade (artigo 1601.°, alinea c) do 
Código Civil) e pelo carácter tendencial ou presuntivamente 
perpétuo, sem prejuízo da possibilidade de divorcio (artigos 
1618.°, n.° 2, e 1773.° do Código Civil).
No regime jurídico vigente, a diversidade de sexo entre os 
nubentes (e, consequentemente, entre os cónjuges) constituí um 
pressuposto necessário e um requisito essencial do casamento. Se 
os cónjuges forem do mesmo sexo, o casamento é jurídicamente 
inexistente (artigo 1628.°, alinea e), do Código Civil). É esta 
característica da diversidade de sexos entre os cónjuges, a 
exigencia insuperável de que o matrimonio se celebre entre um 
homem e urna mulher, desde sempre vigente na ordem jurídica 
portuguesa e, com alguns abandonos recentes que adiante se 
mencionaráo, na generalidade das ordens jurídicas do mesmo 
espa<;o civilizacional, que a iniciativa legislativa questionada veio 
afastar.
Face á Constituifao da República Portuguesa, tres alternativas de 
resposta sao conjecturáveis e tém tido efectivo curso doutrinário 
acerca da possibilidade de duas pessoas do mesmo sexo 
contraírem entre si casamento (cfr., com indicagao dos diversos 
autores nacionais que sustentam cada urna délas, Duarte 
SANTOS, Mudam-se os Tempos, Mudam-se os Casamentos, O
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casamento entre Pessoas do mesmo Sexo e o Direito Portugués, 
págs. 283 e segs.): a) o casamento entre pessoas do mesmo sexo é 
urna exigéncia constitucional; b) o casamento entre pessoas do 
mesmo sexo está constitucionalmente proibido; c) o casamento 
entre pessoas do mesmo sexo pode ser reconhecido pelo 
legislador ordinário.
No pedido sustenta-se o entendimento enunciado em segundo 
lugar, dando a primeira hipótese por arredada de acordo com a 
jurisprudencia firmada no acórdao n.° 359/2009 (disponível em 
www.tribunalconstitucional.pt), que interpreta no sentido de que 
a Constituido nao obriga á consagrando legal do casamento entre 
pessoas do mesmo sexo, sendo legítimas quer a sua proibiqao 
pura e simples, quer a previsáo de regimes diferenciados.
E apenas este entendimento de que o artigo 36.° da Constituido 
nao permite que o legislador ordinário consagre a possibilidade 
de casamento entre duas pessoas do mesmo sexo cuja sustentando 
importa averiguar, para com ele confrontar as normas que 
constituem objecto do pedido, se essa interpretando merecer 
acolhimento.

7. As questoes dos modos e ámbito de protecnao, reconhecimento 
e legitimando das situaqoes de vida em comum entre pessoas do 
mesmo sexo irromperam ñas últimas tres ou quatro décadas, com 
preméncia crescente, tanto na ordem jurídica portuguesa como 
noutros lugares do mesmo espaqo de civilizando e cultura jurídica 
e em instancias supra-nacionais que Portugal integra, e 
encontraram cambiantes e alternativas de resposta de que é útil 
dar nota sintética. Com efeito, nao há dúvida de que em matérias 
que se ligam a problemas humanos tao universais como os 
relacionados com a pretensao de tutela jurídica do relacionamento 
homossexual poderá ter interesse saber o que sucede no ámbito 
de outras experiencias jurídicas e (sem perda do sentido de 
autonomia de cada sistema jurídico) tirar daí porventura 
conclusóes, em especial quando seja possível induzir principios 
jurídicos comuns de tais experiencias (sobre a importáncia do
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direito comparado no dominio da jurisdii^áo constitucional, veja­
se ROMANO OrrÚ, La giustizia costituzionale in azione e il 
paradigma comparato: /' esperienza portoghese, Napoli, 2006).
Neste aspecto, importa essencialmente retomar o que muito 
recentemente o Tribunal disse no acórdáo n.° 359/2009, em que 
enfrentou, pela primeira vez, a questao constitucional do 
casamento entre pessoas do mesmo sexo, embora incidindo sobre 
a solu9áo normativa oposta áquela que agora se aprecia.

8. A Assembleia Parlamentar do Conselho da Europa foi pioneira 
na defesa da situado jurídica dos homossexuais: na Resolugao 
756 (1981), de 1 de Outubro de 1981, convidou a Organizado 
Mundial de Saúde a suprimir do seu catálogo de doení^as a 
homossexualidade, e na Recomendagao 924 (1981), da mesma 
data, recomendou ao Comité de Ministros que exortasse os 
Estados-membros onde os actos homossexuais consentidos entre 
adultos eram passíveis de perseguifáo penal a abolirem essas leis 
e práticas e a aplicar a mesma idade mínima para o 
consentimento de actos sexuais homossexuais e heterossexuais, e 
que convidasse os Estados-membros: a ordenar a destru¡9áo de 
ficheiros especiáis existentes sobre homossexuais e abolir a 
prática de elaborar tais fícheiros; a assegurar a igualdade de 
tratamento dos homossexuais em matéria de emprego, 
remunera9áo e seguraba no emprego, designadamente no sector 
público; a reclamar a interrup9ao de todo o tratamento ou 
investiga9ao médica obrigatória destinada a modificar as 
inclina9des sexuais dos adultos; a assegurar que a guarda, o 
direito de visita, e o acolhimento em casa das criabas pelos pais 
nao sejam limitadas por causa da inclina9ao homossexual de um 
deles; a reclamar dos direitos prisionais e de outras autoridades a 
vigiláncia contra o risco de viola9oes, actos de violencia e delitos 
sexuais dentro das prisoes (cfr., Resolugao 756 (1981), e 
Recomendagao 924 (1981), disponíveis, como as demais citadas 
em http://assembly.coe.int/).
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Directamente relacionadas com a uniao entre pessoas do mesmo 
sexo, emitiu duas importantes Recomendagoes: A 
Recomendagtio 1470 (2000), de 30 de Junho e a Recomendagtio 
1974 (2000), de 26 de Setembro. Na Recomendagao 1470, 
preocupada com o facto de as políticas de ¡migrado da maior 
parte dos Estados-membros do Conselho da Europa serem 
discriminatorias relativamente aos homossexuais, recomendou ao 
Comité de Ministros que exigisse aos Estados-membros: «a 
revistió das respectivas políticas em matéria de direitos sociais e 
protecgtio dos migrantes de maneira a que os casais e as familias 
homossexuais sejam tratadas da mesma forma que os casais e as 
familias heterossexuais; a adopgtio das medidas necessárias para 
que os casais homossexuais binacionais beneficiem dos mesmos 
direitos em matéria de residencia que os casais heterossexuais 
binacionais; a criagtio de organizagoes ntio governamentais de 
defesa dos direitos dos refugiados, dos migrantes e dos casais 
homossexuais binacionais Na Recomendagtio 1974,
recomenda ao Conselho de Ministros «o aditamento da 
orientagtio sexual ao conjunto de factores de discriminagtio 
proibidos pela CEDH, tal como a Assembleia Parlamentar tinha 
feito no seu Parecer n.° 216 (2000) (...) e convida os Estados- 
membros: a incluir a orientagtio sexual entre os motivos de 
discriminagtio proibidos pelas respectivas legislagoes; (...) a 
adoptar legislagtio consagradora da «unido registada» (...)» Na 
resposta, em 19 de Setembro de 2001, o Comité de Ministros 
pronunciou-se contra a inclusáo da expressáo orienta9áo sexual 
na CEDH, mas aceitou todas as outras medidas.
Já em 2007, na Resolugtio 1547 (2007), de 18 de Abril, sobre «A 
situagtio dos direitos do homem e da democracia na Europa», a 
Assembleia Parlamentar do Conselho da Europa convida os 
Estados-membros a lutar eficazmente contra todas as formas de 
discriminando fundadas no género ou na orientando sexual e, 
nesse contexto, a aprovar legislando anti-discriminatória, 
designadamente, o reconhecimento legal de unides entre pessoas 
do mesmo sexo.
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9. Nos termos do artigo 12.° da Convengao Europeia dos Direitos 
do Homem, de 4 de Abril de 1950, «A partir da idade núbil, o 
homem e a mulher tém o direito de se casar e de constituir 
familia, segundo as leis nacionais que regem o exercício deste 
direito». Em matéria de igualdade, estabelece o artigo 14.° da 
Convengan que «O gozo dos direitos e liberdades reconhecidos 
na presente Convengao deve ser assegurado sem quaisquer 
distingoes, tais como as fundadas no sexo, raga, cor, língua, 
religiao, opinioes políticas ou outras, a origem nacional ou 
social, a pertenga a urna minoría nacional, a riqueza, o 
nascimento ou qualquer outra situagao».
O Tribunal Europeu dos Direitos do Homem tem assente 
numerosa jurisprudéncia no sentido de remover discriminagoes 
em razao da orientagáo sexual: nos casos Dudgeon v. Reino 
Unido, Acórdáo de 22.10.1981, Norris v. Irlanda, Acórdáo de 
26.10.1988, Modinos v. Chipre, Acórdáo de 22.04.1993, e A.D.T. 
v. Reino Unido, de 31.07.2000 (todos disponíveis, como os 
demais citados em: http://cmiskp.echr.coe.int/). o Tribunal 
considerou que a penaliza9áo de práticas homossexuais 
livremente consentida entre adultos viola o direito á vida privada 
consagrado no artigo 8.° da CEDH e constituí urna violagáo do 
principio da nao discriminagáo previsto no artigo 14.° da mesma 
Conven9áo (no caso A.D. T. v. Reino Unido, o TEDH absteve-se 
de conhecer a viola9áo do artigo 14.°, limitando a sua análise ao 
artigo 8.°); nos casos Smith e Grady v. Reino Unido e Lustig- 
Preen e Beckett v. Reino Unido, Acordaos de 27.09.1999, foram 
julgadas atentatorias do direito á reserva da vida privada 
consagrado no artigo 8.° da CEDH normas constantes de códigos 
de just¡9a militar británicos que penalizavam práticas 
homossexuais entre militares; no caso Salgueiro da Silva Mouta 
v. Portugal, Acórdáo de 21.12.1999, o Tribunal declarou que a 
nega9áo de um tribunal portugués em conferir a custodia da sua 
fílha a um pai homossexual, por causa dessa cond¡9áo, viola os 
direitos á vida privada e familiar (cfr., artigo 8.° da CEDH) e o 
principio da igualdade e da náo¡ discriminagáo (cfr., artigo 14.° da
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CEDH); nos casos L. e V. v. Austria e S. e L. v. Austria, ambos de 
09.01.2003, reconheceu-se a falta de qualquer justificafáo 
objectiva e racional para a manutenido de urna idade superior 
relativa ao consentimento para actos homossexuais quando 
comparados a actos heterossexuais, considerando violadoras do 
artigo 14.° da CEDH as condenafdes que tiveram lugar ao abrigo 
do § 209 do Código Penal austríaco; no caso Baczkowski e outros 
v. Polonia, Acórdao de 03.05.2007, a propósito do indeferimento 
de pedidos de autorizaido de manifestares LGBT por parte das 
autoridades municipais de Varsóvia, o Tribunal entendeu, face as 
circunstancias do caso concreto, que se verificou urna situado de 
discrimina9ao em fumjao da orientado sexual (cfr., artigo 14.° da 
CEDH) em conjugado com a viola9áo das liberdades de 
manifesta9ao e reuniáo previstas no artigo 11 ° da Conve^ao; no 
caso E.B. v. Franga, Acórdao de 22.01.2008, o Tribunal decidiu 
que a recusa das autoridades de um Estado-membro (no caso 
concreto, a Fran9a) em aceitar a candidatura de um homossexual 
(no caso, urna mulher) a um processo de adop9áo singular por 
causa dessa condÍ9ao comporta urna discrimina9ao em fun9áo da 
orienta9áo sexual (cfr., artigos 8.° e 14.° da CEDH).
O direito a casar e a formar familia vem reconhecido no artigo
12.° da CEDH, sendo que o TEDH tem interpretado o casamento 
como urna uniao entre um homem e urna mulher, embora esta 
defmÍ9ao nem sempre tenha sido constante.
Assim, no caso Rees c. Reino Unido, de 10 de Outubro de 1986, o 
Tribunal afirmou que «ao garantir o direito de casar, o artigo 
12° [da CEDH] tem em vista o casamento entre duas pessoas de 
sexo biológico diferente. O seu teor confirma-o: resulta deste 
artigo que o seu objectivo consiste essencialmente em proteger o 
casamento enquanto fundamento da familia» (cfr., § 49). Este 
entendimento viria a ser confirmado nos casos Cossey c. Reino 
Unido, de 27 de Setembro de 1990 (cfr., § 43), e Shejfield e 
Horsham c. Reino Unido, de 30 de Julho de 1998 (cfr., § 60).
Esta jurisprudencia conheceu posteriormente um distinguo, em 
matéria de transexualidade, com o caso Christine Goochvin c.
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Reino Unido, de 11 de Julho de 2002. Nesta decisáo, o THDU 
nao manteve a referencia á diferen9a de sexo biológico para 
definir o casamento, afirmando o seguinte: «Reexaminando a 
situagao em 2002, o Tribunal fez notar que no artigo 12.0 se 
encontra garantido o direito fundamental, para um homem e urna 
mulher, de casar e de fundar urna familia. Todavía, o segundo 
aspecto nao é urna condigdo do primeiro, e a incapacidade de um 
casal conceber ou criar urna crianga nao seria em si suficiente 
para o privar do direito visado pela primeira parte da disposigao 
em causa» (cfr., § 98). O Tribunal afirmou aínda que «desde a 
adopgao da Convengao, a instituigao do casamento foi 
profundamente afectada pela evolugao da sociedade, e os 
progressos da medicina e da ciencia levaram a mudangas 
radicáis no dominio da transexualidade. (...) Outros factores 
devem ser tidos em conta: o reconhecimento pela comunidade 
médica e as autoridades sanitarias nos Estados contratantes do 
estado médico de perturbagao da identidade sexual, a 
disponibilizagao de tratamentos, incluindo intervengoes 
cirúrgicas, destinadas a permitir á pessoa em causa de se 
aproximar tanto quanto possível do sexo a que sentem pertencer, 
a adopgao por esta do papel social do seu novo sexo. O Tribunal 
nota igualmente que o texto do artigo 9. ° da Carta dos Direitos 
Fundamentáis da Unido Europeia adoptada recentemente se 
afasta -  e isso nao pode deixar de ter sido deliberado -  do texto 
do artigo 12.° da Convengao, na medida em que excluí a 
referéncia ao homem e a mulher» (cfr., § 100).
Por outro lado, na decisao de rejeiqáo de 10 de Maio de 2001, 
proferida no caso Mata Estevez c. Espanha, o Tribunal afirmou 
que «de acor do com a jurisprudencia constante dos órgaos da 
Convengao, as relagoes homossexuais duradouras entre dois 
homens nao relevam do direito ao respeito da vida familiar 
protegida pelo artigo 8.° da Convengao (cfr., n.° 9369/81, dec. 
3.5.1983, DR 32, p. 220; n.° 11716/85, dec. 14.5.1986, DR 47, p. 
274). O Tribunal considera que apesar da evolugao verificada 
em diversos Estados europeus tendeado ao reconhecimento legal
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ejurídico das unides defacto estáveis entre homossexuais, trata­
se de um dominio em que os Estados contratantes, na ausencia de 
um denominador comum amplamente partilhado, gozam ainda de 
urna ampia margem de apreciando (cfr., mutatis mutandis, os 
casos Cossey c. Reino Unido, de 27 de Setembro de 1990, série 
n. ° 184, p. 16, § 40 e, a contrario, Smyth e Grady c. Reino Unido, 
n.°s 33985/96 e 33986/96, § 104, CEDH 1999-VI). Em 
consequéncia, a ligando do requerente com o seu parceiro, boje 
falecido, nao releva do artigo 8.° na medida em que esta 
disposiqao protege o direito ao respeito da vida familiar».
No caso Karner c. Austria, de 24 de Julho de 2003, o Tribunal 
entendeu que «o objectivo consistente em proteger a familia no 
sentido tradicional do termo é suficientemente abstracto e urna 
grande variedade de medidas concretas pode ser utilizada para o 
realizar. Quando a margem de apreciando deixada aos Estados é 
estreita, por exemplo no caso de urna diferenqa de tratamento 
fundada no sexo ou na orientando sexual, nao só o principio da 
proporcionalidade exige que a medida adoptada seja 
normalmente de natureza a permitir a realizando do objectivo 
pretendido, mas obriga também a demonstrar que era necessário, 
para atingir tal fim, excluir certas pessoas -  no caso os 
individuos vivendo urna relando homossexual -  do campo de 
aplicando da medida em causa -  o artigo 14.° da lei sobre os 
arrendamentos. O Tribunal verifica que o Governo nao 
apresentou argumentos que permitissem chegar a urna tal 
conclusao» (cfr., § 41).

10. A primeira vez que um órgao comunitário se pronunciou 
sobre direitos dos homossexuais foi através da Resolu9ao do 
Parlamento Europeu, de 13 de Mar?o de 1984, relativa a 
discriminares sexuais no local de trabalho, na qual manifestou 
preocupares idénticas ás referidas pela Assembleia Parlamentar 
do Conselho da Europa na Recomendando 924 (1981) (JO C 104, 
de 16/04/1984, págs. 6 e segs.).

LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 10 -  2010. PÁGINAS 265 -  381 313



SALVADOR TARODO SORIA

Em 1993, numa Resoluto sobre o respeito dos direitos humanos 
na Comunidade Europeia o Parlamento Europeu exprimiu a sua 
preocupa9áo face a discrimina9oes ou manifesta9oes de 
marginaliza9áo dirigidas contra pessoas que apresentam formas 
de diferen9a, em especial as que pertencem a urna minoría sexual 
{JO C 115, de 26/04/1993, págs. 178 e segs.)
Em 1994, na sequéncia de um Relatório sobre a igualdade de 
direitos dos homens e das mulheres na Comunidade Europeia 
{Relatório Roth), exarado pela Comissáo de Liberdades e dos 
Assuntos Internos do Parlamento Europeu, foi aprovada por este 
órgao a Resoluqao de 8 de Fevereiro de 1994, defendendo a 
igualdade de tratamento entre todos os cidadaos 
independentemente da sua orienta9áo sexual e, considerando 
incumbencia da Comunidade Europeia promover essa igualdade, 
o Parlamento Europeu exorta os Estados-membros a agirem no 
sentido de porem termo a tratamentos discriminatorios e a 
promoverem a integra9áo dos homens e mulheres homossexuais 
na sociedade e insta a Comissáo das Comunidades Europeias a 
apresentar um projecto de recomenda9ao onde se deveria, pelo 
menos, por termo á «exclusao de pares homossexuais da 
instituiqao do casamento ou de um enquadramento jurídico 
equivalente, devendo igualmente salvaguardar todos os direitos e 
beneficios do casamento, incluindo a possibilidade de registo de 
unioes» e a «todas e quaisquer restriqoes impostas aos direitos 
que assistem aos homens e mulheres homossexuais á 
paternidade, á adopqao ou a educaqao de crianqas» {JO C 61, de 
28/02/1994, págs. 40 e segs.)
Em 1997, o Parlamento Europeu adoptou nova Resoluqao, 
insistindo na ideia de que «o nao reconhecimento legal dos casais 
do mesmo sexo no conjunto da Uniáo constituí urna 
discrimina9áo, nomeadamente á luz do direito á livre circula9ao e 
do direito ao reagrupamento familiar» {JO C 132, de 28/04/1997, 
págs. 31 e segs., ponto 137).
Merecem, ainda, destaque as Resoluqdes: -  de 1998, em que o 
Parlamento Europeu convida todos os Estados-membros a
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reconhecerem a legalidade dos direitos dos homossexuais, 
nomeadamente através da instaurado, nos países em que ainda 
nao tenham sido adoptados, de contratos de uniáo civil, tendo em 
vista suprimir todas as formas de discrimina?ao de que ainda sao 
vítimas os homossexuais, nomeadamente em matéria de direito 
fiscal, regimes patrimoniais, de direitos sociais, etc. (cfr., 
Resoluqao sobre o respeito dos Direitos do Homem na Uniáo 
Europeia (1996), de 17/02/1998, in JO C 80, de 16/03/1998, pág. 
50, pontos 67-68); -  de 2000, em que incita os Estados-membros 
a adoptarem políticas de equipara9áo entre unioes heterossexuais 
e homossexuais, designadamente, a garantirem ás familias 
monoparentais, aos casais nao unidos pelo matrimonio e aos do 
mesmo sexo a igualdade de direitos relativamente aos casais e 
familias tradicionais, nomeadamente no que se refere a 
físcalidade, regimes patrimoniais e direitos sociais, e exorta todos 
os Estados nos quais nao exista ainda esse reconhecimento 
jurídico a alterarem a sua legisla9áo no sentido do 
reconhecimento jurídico das unioes sem la9 0 s matrimoniáis 
independentemente do sexo dos intervenientes, entendendo ser 
necessário conseguir rápidamente progressos quanto ao 
reconhecimento mutuo na Uniao Europeia destas diversas formas 
legáis de unioes de facto e de matrimonios entre pessoas do 
mesmo sexo (cfr., Resoluqao sobre o respeito pelos Direitos do 
Homem na Uniáo Europeia (1998-1999), de 16/03/2000, in JO C 
377, de 29/12/2000, págs. 344 e segs., pontos 56-57); e -  de 2001 
e de 2003, sobre a situa9áo dos direitos fundamentáis na Uniáo 
Europeia (in: JO C 65 E, de 14/03/2002, e JO C 38 E, de 
12/02/2004), no sentido de recomendarem aos Estados-membros 
que modifiquem a sua legisla9áo com vista ao reconhecimento da 
unioes de facto entre pessoas do mesmo sexo ou de sexos 
diferentes e lhes atribuam direitos iguais. [Para urna descrÍ9áo 
mais detalhada desta matéria ver, entre outros, DUARTE SANTOS, 
ob. cit., págs. 99 a 121]. 11

11. Podem, ainda, referir-se com utilidade para a compreensáo 
global do problema, apesar de a matéria do direito de familia náo
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ser da competencia da Uniáo Europeia, as seguintes decisdes do 
Tribunal de JustÍ9a:
No acórdáo de 17 de Fevereiro de 1998 (proferido no processo n.° 
C-249/96, Lisa Jacqueline Crant contra South-West Trains Ltd), 
considerou que «a recusa de urna entidade patronal de conceder 
urna redundo no prego dos transportes a favor da pessoa, do 
mesmo sexo, com a qual o trabalhador mantém urna relagao 
estável, quando essa reduqdo é concedida a favor do cónjuge do 
trabalhador ou á pessoa, do sexo oposto, com qual este mantém 
urna relagao estável sem ser casado, nao constituí urna 
discriminagao proibida pelo artigo 119° do Tratado nem pela 
Directiva 75/117». O TJCE considerou que «no seu estado 
actual, o direito comunitário nao abrange urna discriminagao 
baseada na orientaqao sexual, como a que constituí objecto do 
litigio no processo principal», mas admitiu que após a entrada em 
vigor do Tratado de Amesterdao será possível ao Conselho, ñas 
condÍ9oes previstas no artigo 6.°-A do Tratado CE, a adop9áo das 
medidas necessárias á elimina9áo de diferentes formas de 
discrimina9ao, nomeadamente as baseadas na orienta9ao sexual.
No acórdáo de 31 de Maio de 2001 (proferido nos processos 
apensos C-122/99 P e C-125/99 P; Reino da Suécia e outros 
contra Conselho da Unido Europeia), apreciou a questáo de saber 
se a decisáo privando um funcionário sueco de um abono a que 
tinham direito os seus colegas casados, com fundamento apenas 
na circunstáncia de o parceiro com quem vivia ser do mesmo 
sexo, constituí urna discrimina9áo em razáo do sexo contrária ao 
artigo 119.° do Tratado. Segundo o Tribunal, «o principio da 
igualdade de tratamento só pode aplicar-se a pessoas que 
estejam em situaqoes comparáveis, e importa, portanto, examinar 
se a situaqdo de um funcionário que registou urna unido de facto 
entre pessoas do mesmo sexo, como a unido de facto de direito 
sueco contraída pelo recorrente, é comparável a de um 
funcionário casado». Para proceder a tal análise, o Tribunal 
considerou que, enquanto «órgao jurisdicional comunitário», nao 
podía abstrair «das concep9oes dominantes no conjunto da
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Comunidade». Considerando a grande heterogeneidade das 
legislares e a falta de equiparado geral ao casamento das outras 
formas de uniao legal, o Tribunal «considerou que o fundamento 
relativo á violaqdo da igualdade de tratamento e a urna 
discriminando em razáo do sexo nao pode ser acolhido».
No acórdao de 1 de Abril de 2008, proferido no caso Tadao 
Maruko v. Caixa de pensoes dos trabalhadores alemaes de teatro 
(Processo C-267/06), no pedido de decisáo prejudicial suscitada 
pelo Bayerisches Vernaltungsgericht München, a propósito da 
recusa da Caixa de Pensoes em conceder urna prestado de 
sobrevivencia ao parceiro sobrevivo de urna uniao registada 
constituida ao abrigo da Lebenspartnerschaftgesetz (LPartG), de 
16 de Fevereiro de 2001, com fundamento no disposto na 
convendo colectiva dos teatros alemaes, segundo a qual só o 
cónjuge sobrevivo tem direito a esse beneficio, o Tribunal de 
JustÍ9a considerou que as disposifoes conjugadas dos artigos 1,° e 
2° da Directiva 2000/78/CE do Conselho, de 27/11/2000 -  que 
estabelece um quadro geral de igualdade de tratamento no 
emprego e na actividade profissional (JO L 303, de 02/12/2000, 
págs. 16 e segs.) -  opoem-se a urna legislado por forfa da qual, 
após a morte do seu parceiro, o parceiro sobrevivo nao recebe 
urna prestado de sobrevivencia equivalente á concedida a um 
cónjuge sobrevivo, apesar de, segundo o direito nacional, a uniao 
de facto colocar as pessoas do mesmo sexo numa situado 
comparável á dos cónjuges no que respeita á referida prestado de 
sobrevivencia. Contudo, em consonáncia com anteriores decisóes 
(cfr., Acordaos Grant e D e Reino da Suécia) o Tribunal entendeu 
que incumbe ao órgao jurisdicional de reenvió verificar se um 
parceiro sobrevivo está numa situado comparável á de um 
cónjuge beneficiário da prestado de sobrevivencia prevista pelo 
regime socioprofissional de pensoes gerido pela caixa de pensoes 
de reforma em causa.

12. No ámbito do direito da Uniao Europeia importa aínda reter:
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-  Que o n.° 1 do artigo 19.° do Tratado sobre o Funcionamento da 
Uniao Europeia dispoe que «Sem prejuízo das demais disposifoes 
do presente Tratado e dentro dos limites das competencias que 
este confere á Uniao, o Conselho, deliberando por unanimidade, 
sob proposta da Comissao e após consulta ao Parlamento 
Europeu, pode tomar as medidas necessárias para combater a 
discrimina9ao em razáo do sexo, ra9a ou origem étnica, religiáo 
ou cren9a, deficiencia, idade ou orientando sexual».
-  Que a Carta dos Direitos Fundamentáis da Uniao Europeia
(CDFUE publicada, com as adapta9oes que lhe foram
introduzidas em 12/12/2007, no JO C 303, de 14/12/2007) 
estabelece, no seu artigo 9.°, sob a epigrafe “Direito de contrair 
casamento e constituir familia”, «O direito de contrair casamento 
e o direito de constituir familia sao garantidos pelas legislagoes 
nacionais que regem o respectivo exercício».
Além disso, o n.° 1 do artigo 21.° da Carta proíbe toda a 
«discriminando em razao, designadamente, do sexo, rana, cor ou 
origem étnica ou social, características genéticas, língua, 
religido ou convicnoes, opinioes políticas ou outras, pertenna a 
urna minoría nacional, riqueza, nascimento, deficiéncia, idade ou 
orientando sexual».

13. Diversos sao os países da Europa que adoptaram medidas 
legislativas de reconhecimento e tutela jurídica das unióes entre 
pessoas do mesmo sexo. Em alguns deles, essa intervengo 
consistiu na consagra9áo de um regime de “uniao civil” entre 
pessoas do mesmo sexo ou parcerias de vida registada, 
envolvendo o reconhecimento de grande parte dos direitos e 
deveres do casamento. Noutros, procedeu-se á própria redefinÍ9áo 
do conceito de casamento, de modo a abranger as unioes de 
pessoas do mesmo sexo, como sucedeu na Holanda, em 2001, na 
Bélgica, em 2003, na Espanha, em 2005 e, mais recentemente, na 
Noruega e na Suécia.
Assim:
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13. 1. Países com uniáo civil registada
O primeiro país a consagrar um regime de uniao civil entre 
pessoas do mesmo sexo, com efeitos substancialmente análogos 
aos do casamento, foi a Dinamarca, em 1989 (Lov om registeret 
partneska n.° 372, de 07/06/1989).
O «modelo escandinavo», assim conhecido porque veio a ser 
adoptado por outros países nórdicos -  a Noruega em 1993, a 
Suécia em 1994, a Islándia em 1996, e a Finlandia em 2001 -  
reserva exclusivamente aos casais homossexuais o acesso á uniao 
registada.
Trata-se da instituÍ9áo de um regime jurídico especificamente 
dirigido a regular as unióes duradouras entre pessoas do mesmo 
sexo que apresenta semelhan9as com o casamento, 
designadamente quanto aos requisitos de capacidade e 
impedimentos, aos trámites do processo preliminar, á exigéncia 
de registo do acto, ao direito ao nome, á previsáo da obriga9áo de 
alimentos, á responsabilidade por dividas contraídas no decurso 
da rela9ao, ao regime de bens, ao poder paternal, á dissolu9áo da 
rela9áo em vida e aos direitos sucessórios, assim como ñas 
matérias relativas ao direito de residencia e aquisÍ9áo da 
nacionalidade, á seguraba social e direitos laboráis, entre outros.
A Alemanha também nao permite o casamento entre pessoas do 
mesmo sexo, tendo adoptado o regime da uniao registada, 
mediante a Lebenspartnerschaftgesetz (LPartG), de 16 de 
Fevereiro de 2001, aberta apenas a unióes entre duas pessoas do 
mesmo sexo e coincidindo em larga medida com as solu9Óes do 
«modelo escandinavo». E de salientar que a LPartG foi 
submetida a aprecia9áo de constitucionalidade, por viola9áo do 
artigo 6, § 1, da Lei Fundamental, que garante o direito de 
constituir familia e contrair casamento, assim como urna possível 
viola9ao do principio da igualdade. O Tribunal Constitucional 
Federal, em decisao datada de 17 de Julho de 2002, pronunciou- 
se pela nao inconstitucionalidade da lei, como adiante se dará 
nota mais desenvolvida.

LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 10 -  2010. PAGINAS 265 -381 319



SALVADOR TARODO SORIA

Também o Reino Unido consagrou no seu ordenamento a figura 
da uniáo registada, por for9a da aprovaijao do Civil Partnership 
Act, de 17 de Novembro de 2004. Devido as semelhanyas que 
apresenta com o regime do casamento já se afirmou tratar-se de 
«marriage in almost but the ñame», enquanto outrem disse nao 
haver «legal difference between a civil partnership and 
marriage», embora outra fonte, questionada sobre a natureza da 
«civil partnership», tenha enfatizado que o casamento entre 
pessoas do mesmo sexo é urna «contradiction in terms» (as 
declara9oes e os seus autores podem ser conferidos em Stephen 
Cretney, Same Sex Relationships: From ‘Odious Crime’ to ‘Gay 
Marriage’, págs. 16 e 19).
A Sui'9a, com a lei -  Loi fédérale sur le partenariat enregistré 
entre personnes du méme sexe (LPart) -  aprovada em 18 de 
Junho de 2004 pelas duas Cámaras do Parlamento Federal, 
ratificada em referendo nacional no dia 5 de Junho de 2005, e em 
vigor desde 1 de Janeiro de 2007, criou um estatuto próprio para 
as unioes entre pessoas do mesmo sexo.
A Fran9a adoptou o Pacte Civil de Solidarité (PACS) -  Lei n.° 
99-944, de 15 de Novembro -  contrato cuja disciplina se encontra 
fundamentalmente regulada no Título XII do Livro I do Code 
civil, artigos 515-1 a 515-7. O regime assenta em regras próprias, 
de natureza contratual, que visam estabelecer urna «comunháo de 
vida á margem do casamento», abrangendo unioes homossexuais 
e uniSes heterossexuais (cfr., artigo 515-1). O PACS pretende 
conferir aos parceiros um estatuto que, sem se confundir com o 
do casamento, visa assegurar alguns dos direitos decorrentes da 
uniáo matrimonial. Para que tenha efeitos jurídicos e seja 
oponível a terceiros, as partes devem declarar na secretaria do 
tribunal d ’instance do local de residéncia comum a sua vontade 
de celebrar o PACS, procedendo o füncionário ao respectivo 
registo.

13.2. Casamento entre pessoas do mesmo sexo
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A Holanda foi o primeiro país a reconhecer o casamento entre 
pessoas do mesmo sexo, por forfa da Lei de 21 de Dezembro de 
2000, que entrou em vigor no dia 1 de Abril de 2001, passando o 
respectivo Código Civil a estabelecer que «o casamento pode ser 
celebrado por duas pessoas de sexo diferente ou do mesmo sexo». 
A mudaba foi justificada, na proposta de lei, com base no 
principio da igualdade de tratamento -  o casamento é um símbolo 
com especial significado, constituindo urna forma fundamental de 
comprometimento entre duas pessoas.
A Bélgica, que incluía já no seu ordenamento a figura da 
«cohabitation légale», abriu as portas ao casamento de pessoas 
do mesmo sexo com a Lei de 13 de Fevereiro de 2003. O novo 
artigo 143, alinea 1, do Código Civil determina o seguinte: «Deux 
personnes de sexe différent ou de méme sexe peuvent contracter 
mariage». As normas relativas ás condiijóes de fundo, forma, 
dissolu9áo, direitos e obrigaijoes passaram a aplicar-se a todos os 
casamentos, independentemente do sexo dos cónjuges. Na 
exposÍ9áo de motivos que acompanhou a proposta de lei enviada 
á Cámara dos Deputados, o Governo entendeu nao haver 
justifica9áo suficiente para vedar a parceiros homossexuais o 
acesso a um instituto que carrega consigo todo um simbolismo 
que se reflecte necessariamente na atribu¡9áo de um conjunto de 
direitos e deveres e num reconhecimento social que nao se 
compadece com a exclusao de um determinado grupo.
No caso de Espanha, a admissibilidade do casamento entre 
pessoas do mesmo sexo resulta da Lei n.° 13/2005, de 1 de Julho, 
que modificou o Código Civil em matéria do direito a contrair 
matrimonio, consagrando o principio de que o casamento exige 
os mesmos requisitos e produz os mesmos efeitos, sejam os 
contraentes do mesmo sexo, sejam de sexo diferente.
Finalmente, importa ainda referir que, em 2009, a Noruega e a 
Suécia, cujo direito reconhecia a uniáo civil registada, passaram a 
permitir o casamento entre pessoas do mesmo sexo.
[Para urna consulta mais detalhada dos regimes adoptados pelos 
países europeus nesta matéria, com referencia a locáis de
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publicado e consulta, cfr., DUARTE SANTOS, ob. cit. pkgs. 123- 
176, e ainda, “Casamento e Outras Formas de Vida em Comum 
entre Pessoas do mesmo Sexo”, Relatório elaborado pela Divisao 
de Informa^ao Legislativa da Assembleia da República em Maio 
de 2007, in Julgar, n.° 4, 2008, págs. 223 e seguintes].

14. Noutros sistemas jurídicos o impulso para a 
institucionalizagáo das unioes entre pessoas do mesmo sexo foi 
protagonizado por decisoes judiciais. Foi o que sucedeu nos 
Estados Unidos da América, Canadá e África do Sul, como foi 
objecto de referencia mais detalhada no acórdao n.° 359/2009.
Da jurisprudencia dos tribunais dos Estados Unidos da América, 
país em que compete aos Estados definir os requisitos do 
casamento, parece oportuno destacar, pela argumentafáo 
mobilizada, as seguintes decisoes:
O Supremo Tribunal do Hawai, logo em 1993 (caso Baker v. 
Levin), considerou que a ConstituÍ9áo do Estado apenas 
permitiría a restriño do casamento aos casais heterossexuais se o 
Estado pudesse demonstrar interesses relevantes justificando a 
exclusáo dos homossexuais (compelling interest). Todavia, a 
constituido estadual foi revista, permitindo ao legislador 
ordinário reservar o casamento aos casais de sexo diferente 
(opposite-sex couple).
Posteriormente, o Supremo Tribunal do Vermont, numa decisáo 
de 1999 (cfr., Baker v. State, de 20 de Dezembro de 1999) 
considerou que o principio da igualdade proibia a exclusáo de 
homossexuais dos beneficios e protecfoes associadas ao 
matrimonio, sustentando também que as disposÍ9oes legáis sobre 
o casamento se manteriam em vigor durante um período razoável 
de tempo, de modo a permitir que o poder legislativo adoptasse 
um regime adequado. Nesta sequéncia, foi adoptado um acto 
legislativo consagrando urna uniáo civil que assegura a casais do 
mesmo sexo a mesma protecíáo que o casamento atribuí a casais 
de sexo diverso.
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Num plano diferente coloca-se a decisao do Supremo Tribunal do 
Estado do Massachusetts de 2003, sustentando que as garantías 
da igualdade e da liberdade protegidas pela constituido estadual 
tomam inconstitucional o casamento apenas entre homem e 
mulher, porque nao existe urna «base racional» para o manter. 
Na opiniáo da maioria, alcanzada por quatro dos setes juízes que 
a votaram, afirma-se o seguinte: «O casamento é urna instituirán 
social vital. O compromisso exclusivo de dois individuos entre si 
nutre o amor e o apoio mútuo; traz estabilidade á nossa 
sociedade. Para aqueles que escolhem casar, e para os seus 
filhos, o casamento propicia abundantes beneficios jurídicos, 
financeiros e sociais. Em troca, impoe pesadas obrigaqoes 
jurídicas, financeiras e sociais. A questao que temos perante nós 
é a de saber se, em termos consistentes com a Constituiqáo do 
Massachusetts, a Comunidade pode negar as protecqoes, 
beneficios e obrigaqoes conferidos pelo casamento civil a dois 
individuos do mesmo sexo que pretendam casar. Concluimos que 
nao pode. A Constituiqáo do Massachusetts afirma a dignidade e 
igualdade de todos os individuos. Proíbe a criaqáo de cidadáos 
de segunda classe. Para chegar a esta conclusáo tomámos em 
plena consideraqáo os argumentos avanqados pela Comunidade. 
Mas esta falhou quanto a identificar qualquer razáo 
constitucionalmente adequada para negar o casamento civil aos 
casais homossexuais».
Mais recentemente, o Supremo Tribunal da California, nos casos 
In re Marriage, decididos em 15 de Maio de 2008, urna vez mais 
por urna maioria tangencial, veio reconhecer, pela segunda vez 
nos Estados Unidos da América (depois da decisao no caso 
Goodridge), o direito constitucional dos homossexuais a casar. A 
questao que o Supremo Tribunal da Califómia foi chamado a 
decidir, num Estado em que aos homossexuais sao assegurados, 
através de um contrato de uniao entre pessoas do mesmo sexo 
designado «domestic partnership», essencialmente os mesmos 
direitos que o casamento proporciona aos heterossexuais, consiste 
em saber se «nestas circunstáncias, a nao designaqáo da relaqáo 
oficial de um casal homossexual como casamento viola a
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Constituido da California». Para responder a esta questao o 
Tribunal apoia-se, por um lado, «na transformando fundamental e 
dramática na compreensao e tratamento jurídico dos individuos e 
casais homossexuais por parte deste Estado. A California 
repudiou as práticas e políticas do passado baseadas numa 
perspectiva comum que denegría o carácter geral e a moral dos 
individuos homossexuais e com base ñas quais em dado momento 
se chegou a caracterizar a homossexualidade como urna doenqa, 
em vez de muito simplesmente urna das diversas variáveis da 
nossa comum e diversa humanidade». Actualmente, pelo 
contrário, reconhece-se que os individuos homossexuais tém «os 
mesmos direitos legáis e o mesmo respeito e dignidade atribuidos 
a todos os outros individuos e sao protegidos de discriminando 
na base da sua orientando sexual e, mais específicamente, 
reconhece[-se] que os individuos homossexuais sao totalmente 
capazes de entrar numa relando comprometida e duradoura 
fundada no amor que pode servir como base de urna familia e de 
tratar e educar responsavelmente criannas».
Deve, todavía, notar-se que através de consulta popular, realizada 
em 4 de Novembro de 2008, foi aprovada a “Proposition 8” que 
introduziu urna emenda á Constituido do Estado da California no 
sentido de consagrar o carácter heterossexual do casamento.
E deve salientar-se que, se houve Estados que aprovaram 
legislado que estende o casamento civil ás unióes entre duas 
pessoas do mesmo sexo, também se verifícou urna reacfáo 
política adversa ao sentido desta corrente jurisprudencial, seja a 
nivel federal, logo em 1996, com o Defense o f Marriage Act 
(DOMA), através do qual se pretendeu afirmar a natureza 
heterossexual do casamento e garantir aos Estados a liberdade de 
regulado do matrimonio, seja através da alterado das próprias 
ConstituÍ9oes em diversos Estados, por forma a proibir o 
casamento entre pessoas do mesmo sexo bem como o 
reconhecimento de casamentes desse tipo permitidos noutros 
Estados (cfr., DUARTE SANTOS, ob. cit., págs. 187-201).
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No Canadá, o Govemo colocou perante o Supremo Tribunal a 
questáo da extensao do casamento civil a pessoas do mesmo 
sexo, na sequéncia de decisoes de tribunais provinciais. Através 
da decisao Reference re Same-Sex Marriage, de 9 de Dezembro 
de 2004, o Supremo Tribunal do Canadá considerou que a 
extensao do direito ao casamento civil as pessoas do mesmo sexo 
nao só era consistente com a Sec9ao 15 da Carta de Direitos e 
Liberdades, mas déla resultava directamente. Referindo-se ao 
caso Hyde v. Hyde, de 1866, segundo o qual o «casamento, como 
compreendido na Cristandade, pode para este efeito ser definido 
como a unido voluntária para a vida de um homem e urna 
mulher, com a exclusao de todos os outros», o Tribunal afirmou: 
«A referencia á “Cristandade ” é reveladora. Hyde dirigia-se a 
urna sociedade de valores sociais partilhados em que se pensava 
que o casamento e a religido eram inseparáveis. Este já  nao é o 
caso. O Canadá é urna sociedade pluralista. O casamento, na 
perspectiva do Estado, é urna instituigao civil. O raciocinio dos 
“conceitos petrificados ” é contrário a um dos mais fundamentáis 

principios da interpretagao constitucional canadiana: aquele 
segundo o qual a nossa Constituigao é urna árvore viva que, 
através de urna interpretagao progressiva, acomoda e se dirige 
as realidades da vida moderna».
Na sequéncia veio a ser aprovado o Civil Marriage Act, de 20 
Julho de 2005, que reformulou a definido do casamento civil, 
que passou a ser «a unido legítima de duas pessoas com a 
exclusao de quaisquer outras».

15. Entre as jurisdigSes congéneres, merecem destaque a decisao 
do Tribunal Constitucional Federal alemao de 17 de Julho de 
2002, relativa á constitucionalidade da Lebenspartnerschaftgesetz 
e o acórdao n.° 159/2004 da Cour d’arbitrage da Bélgica, de 20 de 
Outubro de 2004, relativa á constitucionalidade da Lei de 13 de 
Fevereiro de 2003, permitindo o casamento entre pessoas do 
mesmo sexo.
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Segundo a sentenqa do Tribunal Constitucional Alemao, «a Lei 
Fundamental nao contém em si mesma nenhuma definigao do 
casamento, mas pressupoe-no enquanto forma especial de vida 
humana em comum. A realizagdo da protecgao jurídico- 
constitucional necessita, nessa medida, de um regime jurídico 
que conforme e delimite a comunhao de vida que goza da 
protecgao da Constituigao enquanto casamento. O legislador tem 
urna considerável margem de configuragao quanto a determinar 
a forma e o conteúdo do casamento (...). A Lei Fundamental nao 
garante o instituto do casamento em abstracto, mas na 
configuragao que Ihe corresponde na visao dominante que obteve 
expressáo no regime legal (...). De todo o modo, deve o 
legislador ter em consideragáo, ao configurar o casamento, os 
principios estruturais que resultam, a partir do artigo 6. °, n. ° 1, 
da Lei Fundamental [de acordo com o qual «o casamento e a 
familia encontram-se sob a especial protecgao da ordem do 
Estado»], na forma de vida encontrada em conexáo com o 
carácter de liberdade dos direitos fundamentáis garantidos e 
outras normas constitucionais (...). Faz parte da substáncia do 
casamento, tal como este é protegido, independentemente da 
evolugao social e das transformagoes daí advenientes, e foi 
cunhado na Lei Fundamental, a sua defimigao como a unido entre 
um homem e urna mulher numa comunhao de vida duradoura, 
fundada numa livre decisáo com a colaboragáo do Estado (...), 
em que ao homem e a mulher pertencem os mesmos direitos e em 
que podem decidir livremente sobre a conformagao da sua vida 
em comum» (§ 87). Ao mesmo tempo, afirma-se na decisao que 
da especial protec9áo atribuida ao casamento pela Constituiqao 
nao se pode inferir que o casamento seja sempre de proteger em 
maior medida que outras formas de vida em comum (§ 99).
Quanto á violaqao do principio da igualdade, pela circunstáncia 
de as pessoas homossexuais apenas poderem aceder ás parcerias 
de vida, permanecendo o casamento destinado aos 
heterossexuais, concluí nao haver urna violaqao deste principio, 
por a lei, ao prever unioes civis entre pessoas do mesmo sexo,
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«nao associa direitos e obrigagoes ao sexo de urna pessoa, mas 
antes associa a combinaqao de sexos urna ligaqao pessoal que 
Ihe concede o acesso á parceria de vida. E as pessoas assim 
unidas que a lei atribuí direitos e deveres. Tal como o casamento, 
com a sua limitaqáo a pessoas de sexo diferente, nao discrimina 
os casais homossexuais em razao da sua orientaqao sexual, 
também as unioes homossexuais nao discriminam os casais 
heterossexuais em razao da sua orientaqao. Mulheres e homens 
podem casar com urna pessoa de sexo diferente, mas nao com 
urna pessoa do mesmo sexo; qualquer um pode entrar numa 
unido civil com urna pessoa do mesmo sexo, mas nao com urna 
pessoa de sexo diferente» (cfr., § 106).
Para o Tribunal alemáo, a diferensa que permite distinguir deste 
modo as pessoas homossexuais e as heterossexuais, quanto aos 
vínculos jurídicos que queiram dar as comunhoes de vida entre si, 
é a seguinte: «A diferenqa, consistente em de urna relaqao de um 
homem e de urna mulher unidos por muito tempo poderem 
resultar fúhos em comum, o que nao pode acontecer numa unido 
de pessoas do mesmo sexo, justifica que os pares de pessoas de 
sexo diferente sejam remetidos para o casamento, quando 
queiram dar á sua comunhao de vida um vínculo jurídico 
duradouro» (cfr., § 109).
A Cour d’arbitrage pronunciou-se sobre a Lei de 13 de Fevereiro 
de 2003, que permitiu o casamento entre pessoas do mesmo sexo. 
Considerou a senten9a que á luz da concepto de casamento 
como criafáo de urna comunidade de vida duradoura entre duas 
pessoas “a diferen9a entre, por um lado, as pessoas que desejam 
formar urna comunidade de vida com a pessoa de outro sexo e, 
por outro, as pessoas que desejam formar tal comunidade com 
urna pessoa do mesmo sexo nao é de molde a fazer excluir para 
estas últimas a possibilidade de se casarem” (fundamento B.4.7). 
Mais entendeu que as disposÍ9oes convencionais invocadas pelo 
requerente, nomeadamente o artigo 12.° da CEDH e o artigo 23.° 
do Pacto Internacional relativo aos Direitos Civis e Políticos nao 
podem ser interpretados no sentido de que obrigam os Estados 
contratantes a considerar “a dualidade sexual fundamental do
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género humano” como um fundamento da sua ordem 
constitucional (fundamento B.5.8), nao podendo ser interpretadas 
“no sentido de impedirem os Estados que sao parte ñas referidas 
Conve^oes de atribuir o direito garantido por essas disposÍ9óes 
as pessoas que desejem exercer esse direito com pessoas do 
mesmo sexo” (fundamento B.6.4). Mais considerou a Cour 
d’arbitrage nao se aperceberem razoes para que a protec9áo 
relativa á familia possa considerar-se “enfraquecida pelas 
disposÍ9oes atacadas, desde logo porque a lei em causa nao 
introduz nenhuma modifica9áo material ás disposÍ9oes legáis que 
regem os efeitos do casamento civil de pessoas de sexo diferente” 
(fundamento B.6.6).
Importa, finalmente, referir que a questáo de constitucionalidade 
do casamento entre pessoas do mesmo sexo está pendente nos 
Tribunais Constitucionais de Espanha e de Itália. No primeiro, 
versando sobre a lei que veio permitir o casamento entre pessoas 
do mesmo sexo; no segundo, como questáo relativa á nao 
admissáo desse casamento.

16. Em Portugal, as situa9oes de “uniáo de facto” entre pessoas 
do mesmo sexo receberam reconhecimento e tutela legal com a 
Lei n.° 7/2001, de 11 de Maio, cuja finalidade foi a de equiparar a 
uniáo de facto homossexual á uniáo de facto heterossexual. 
Revogando a Lei n.° 135/99, de 28 de Agosto, que definia a uniáo 
de facto como “a situa9áo jurídica das pessoas de sexo diferente 
que vivem em uniáo de facto há mais de dois anos”, a Lei n.° 
7/2001 tomou a protec9áo jurídica conferida ás pessoas que 
vivam em uniáo de facto há mais de dois anos independente do 
sexo das pessoas em causa. A Lei n.° 7/2001 confere ás pessoas 
em uniáo de facto, independentemente da identidade ou 
diversidade de sexo, direitos no que respeita á casa de morada 
comum, rela9oes laboráis no sector público e privado, imposto 
sobre o rendimento, seguraba social, protec9áo em caso de 
acídente de trabalho e pensoes por sendos excepcionais e 
relevantes prestados ao País (artigos 3.°, 4.° e 5.°).

328 LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 10 -  2010. PAGINAS 265 -  381



CRÓNICA LEGISLATIVA DE PORTUGAL

Há, todavia, duas importantes diferenfas a assinalar. A primeira é 
que as pessoas de sexo diferente que vivam em uniao de facto se 
estendeu o direito de adop9áo em conditjoes análogas ás previstas 
para os cónjuges no Código Civil; os membros da uniao de facto 
entre pessoas do mesmo sexo ficaram excluidos. A segunda 
consiste em que os membros da uniao de facto homossexual nao 
podem recorrer ás técnicas de procria^áo médicamente assistida 
(artigo 6.°, n.° 1, da Lei n.° 32/2006, de 26 de Julho).
Aliás, outras normas conferem direitos ou estabelecem 
consequéncias jurídicas em decorréncia de situa9oes de uniao de 
facto, nao distinguíndo em fun9áo da identidade ou diversidade 
de sexo e, portanto, abrangendo os casais homossexuais. Podem 
destacar-se, sem preocupa9áo de exaustáo: o n.° 3 do artigo 3.° da 
Lei da Nacionalidade (Lei n.° 37/81, de 3 de Outubro, na 
redac9áo da Lei Orgánica n.° 2/2006, de 17 de Abril); os n.°s 1 e 
5 do artigo 3.° da Lei n.° 37/2006, de 9 de Agosto, relativa ao 
exercício do direito de livre circula9áo e residencia dos cidadáos 
da Uniao Europeia e dos membros das suas familias no territorio 
nacional; artigo 100.° da Lei n.° 23/2007, de 4 de Julho, que 
apro va o regime jurídico de entrada, permanencia, saída e 
afastamento de estrangeiros do territorio nacional; a alinea h) do 
artigo 2.° da Lei n.° 27/2008, de 30 de Junho, relativa ás 
condÍ9óes e procedimentos de concessáo de asilo ou protec9áo 
subsidiária.
Particular destaque, porque revelador da importáncia comunitária 
das formas de vida em comum entre pessoas do mesmo sexo ao 
ponto de se lhes estender o instrumento último de protec9áo de 
bens jurídicos que é o direito penal, merecem as disposÍ9oes do 
Código Penal e do Código de Processo Penal que passaram a 
incluir a perífrase “pessoa de outro ou do mesmo sexo” para 
conferir relevancia penal a essas situa9oes de vida a par da tutela 
da situa9ao dos cónjuges ou ex-cónjuges. É o que sucede, 
designadamente, nos artigos 68.°, n.° 1, alinea c), 134.°, n.° 1, 
alinea b) e 159.°, n.° 7, do Código de Processo Penal e nos artigos 
113.°, n.° 2, alinea a), 132.°, n.° 2, alinea b), 152.°, n.° 1, alinea b),
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154.°, n.° 4, 364.°, alinea b) e 367.°, n.° 5, alinea b) do Código 
Penal.

17. O Decreto n.° 9/XI da Assembleia da República resultou da 
aprovaQao da Proposta de Lei n.° 7/XI (Diário da Assembleia da 
República, II série A, n.° 18X1/1, de 22/12/2009) apresentada 
pelo Govemo com o objectivo de “remover as barreiras jurídicas 
á realizaijáo do casamento civil entre pessoas do mesmo sexo”. 
Na “expósito de motivos” afirma-se o propósito de " acima de 
tudo, por fim a urna velha discrimina9áo, longa e 
aprofundadamente debatida na sociedade portuguesa [...] sem 
dúvida causadora de exclusao e sofrimento para muitas pessoas -  
e que a evolufao da consciéncia social torna hoje nao apenas 
desnecessária mas verdadeiramente inaceitável”. E invoca-se a 
jurisprudencia do acórdao n.° 359/2009 como significando que a 
Constituido, "no conjunto dos seus principios e disposifoes 
relevantes, fomece um enquadramento jurídico-constitucional 
aberto quanto á liberdade de conforma9áo do legislador em 
matéria de casamento entre pessoas do mesmo sexo".
Incidindo sobre as mesmas dispos¡9oes do Código Civil e com o 
mesmo objectivo essencial de permitir o casamento entre pessoas 
do mesmo sexo foram também apresentados os Projectos de Lei 
n.° 14/XI e n.° 24/XI, pelo Grupo Parlamentar do “Bloco de 
Esquerda” e de “Os Verdes”, respectivamente.
Foi ainda apresentado o Projecto de Lei n.° 119/XI pelo Grupo 
Parlamentar do Partido Social Demócrata, pretendendo conferir 
protecqao jurídica ás pessoas do mesmo sexo que vivam em 
cond¡9oes análogas ás dos cónjuges mediante a cria9áo de urna 
nova figura jurídica que seria a “uniao civil registada”, 
exclusivamente acessível a pessoas do mesmo sexo, que 
permitisse a salvaguarda de parte da protec9áo conferida pelo 
regime jurídico do casamento (cfr., o Parecer da Comissao de 
Assuntos Constitucionais, Direitos, Liberdades e Garantias e
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“notas técnicas” in Diário da Assembleia da República, II série 
A, n.° 23/XI, de 9/1/2010).
Estas iniciativas legislativas nao obtiveram aprova^áo {Diário da 
Assembleia da República, II série A, n.° 20/XI, de 9/1/2010).

Isto posto, passemos á directa apreciaqao do pedido.

18. Funda-se o pedido em que a eliminaqao do inciso “duas 
pessoas de sexo diferente” no artigo 1577.° do Código Civil, 
substituindo-o pela expressao “duas pessoas”, se mostra 
desconforme ao conceito constitucional de casamento e, 
reflexamente, ao conceito constitucional de familia, acolhido pelo 
n.° 1 do artigo 36.° da Constituido.
Diz o artigo 36.° da Constituiqáo:
“Artigo 36°
(Familia, casamento e filiaba») 1

1. Todos tém o direito de constituir familia e de contrair 
casamento em condiqoes de plena igualdade.
2. A lei regula os requisitos e os efeitos do casamento e da sua 
dissoluqao, por morte ou divorcio, independentemente da forma 
de celebrado.
3. Os cónjuges tém iguais direitos e deveres quanto á capacidade 
civil e política e á manutenqáo e educado dos filhos.
4. Os filhos nascidos fora do casamento nao podem, por esse 
motivo, ser objecto de qualquer discriminad® e a lei ou as 
repartiqoes oficiáis nao podem usar designares discriminatorias 
relativas á filiado.
5. Os pais tém o direito e o dever de educad® e manutenqao dos 
filhos.
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6. Os filhos nao podem ser separados dos pais, salvo quando estes 
nao cumpram os seus deveres fundamentáis para com eles e 
sempre mediante decisáo judicial.
7. A adopfao é regulada e protegida nos termos da lei, a qual 
deve estabelecer formas céleres para a respectiva tramitaqao.”

Sao de quatro ordens os direitos relativos á familia, ao casamento 
e á filiaqao que neste artigo se reconhecem e garantem: a) direito 
a constituir familia e a contrair casamento (n.°s 1 e 2); b) direitos 
dos cónjuges no ámbito familiar e extra-familiar (n.° 3); c) 
direitos e deveres dos pais em relaqáo aos filhos (n.°s 5 e 6); d) 
direitos dos filhos (n°s 4 e 5 - 2a parte).
Embora o pedido se centre na violaqáo do n.° 1, o n.° 2 do artigo 
36.° é também directa e especialmente relevante para a questao 
posta. Com efeito, se o n.° 1 tem a estrutura típica de um direito 
fundamental (Todos tém o direito a ....), o n.° 2 remete para a lei a 
regulaqáo dos requisitos e dos efeitos do casamento. Estes dois 
preceitos formam um todo incindível quando se trata de perguntar 
se foi violada, pelos termos desse exercício do poder legislativo 
que incidiu sobre um dos requisitos do casamento, a garantía 
institucional do casamento e, reflexamente, da familia.
Na verdade, a op9áo normativa sujeita a fiscaliza9 áo de 
constitucionalidade nao tem por efeito denegar a qualquer pessoa 
ou restringir o direito fundamental a contrair (ou a nao contrair) 
casamento. O que pode estar em causa é a nao preservaqáo do 
núcleo essencial da instituiqáo matrimonial tal como deva 
considerar-se que a Constituiqáo a impoe, mediante a subtracqáo 
de um elemento do conceito (a diversidade de sexos) que 
corresponde a um pressuposto de facto da sociedade conjugal 
como o ordenamento jurídico tradicionalmente a concebe.
A redacqao dos n.°s 1 e 2 do artigo 36.° permanece inalterada 
desde o texto originário da Constituiqáo (o n.° 5 foi alterado na 
Revisáo Constitucional de 1989 e o n.° 7, introduzido na Revisáo
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Constitucional de 1982, foi alterado na Revisao Constitucional de 
1997, com acrescentamentos que de nenhum modo influem na 
análise da questao agora em apreciado). No momento histórico 
em que a Constituid0 foi escrita e comeijou a vigorar, 
entregando a disciplina dos “requisitos ” e “efeitos ” do casamento 
ao legislador ordinário, o Código Civil já dispunha, no seu artigo 
1577.°, que o “casamento é o contrato celebrado entre duas 
pessoas de sexo diferente”. Este preceito sofreu ligeiras 
alteraqoes, que nao vém ao caso, através do Decreto-Lei n.° 
496/77, de 25 de Novembro, diploma que, alias, foi aprovado 
com o declarado propósito de “compatibilizar” o Código Civil 
com a Constituido.
Nao é possível deixar de atribuir releváncia interpretativa a esta 
circunstancia, nao porque o sentido da Constituid0 deva 
determinar-se de acordo com o direito ordinário, mas porque, 
fazendo o texto constitucional presa na realidade social e no 
contexto jurídico em que emergiu, o casamento era entao o que 
desde há séculos -  e, seguramente, para nos limitarmos no tempo 
á fase de secularizado do casamento, a partir das codificades 
oitocentistas -  tem sido nos sistemas jurídicos que se inserem no 
mesmo espado cultural do nosso: um acordo entre um homem e 
urna mulher, feito segundo as determinaqoes da lei e dirigido ao 
estabelecimento de urna plena comunháo de vida entre eles. 
Efectivamente, as tensoes que ao tempo da elaborado e 
aprovado da Constituido incidiam sobre a instituido 
matrimonial respeitavam a outros aspectos do casamento e da 
familia: a dissolubilidade por divorcio, a igualdade dos cónjuges 
no seio da sociedade conjugal, os efeitos patrimoniais e pessoais, 
a eliminado da distind0 entre filhos legítimos e ilegítimos. A 
pretensáo de admissibilidade do casamento com identidade de 
género entre os cónjuges é fenómeno que aínda nao assumia 
expressáo no espaso público, nem em Portugal nem, com 
expressao significativa, noutros países. No que respeita á 
homossexualidade, o que entao se considerava desfasamento 
entre a realidade social e o enquadramento jurídico eram os 
aspectos repressivos (ex. punido ou agravamento da punido no
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dominio dos actos sexuais com pessoa do mesmo sexo), nao a 
omissao de tutela para unioes estáveis desse tipo. Tardou mais de 
urna década até que a progressiva integrando dos homossexuais 
na sociedade provocasse um “deslizamento” de posiqoes de 
contestando ao sistema para pretensoes “conservadoras” de tomar 
parte ñas instituinoes, designadamente no matrimonio, como 
reconhecimento público da orientando sexual em termos de estrita 
igualdade com os heterossexuais (cfr., Javier Seonae Prado, 
Matrimonio, Familia Y Constitución in Matrimonio y Adopción 
por Personas del Mismo Sexo Cuadernos de Derecho Judicial 
XXVI).
Mas esta mesma evidencia arrasta outra. Se pode, sem hesitando, 
dizer-se que o casamento que a Constituifáo representou foi o 
casamento entre duas pessoas de sexo diferente, também pode 
seguramente concluir-se que nao houve qualquer opqáo 
deliberada na matéria que agora nos ocupa no sentido de proibir a 
evolunao da instituido matrimonial. O problema era político- 
juridicamente desconhecido, pelo que o elemento histórico deve 
ser mobilizado com cautelas ainda maiores do que aquelas que 
geralmente já merece na interpretando do texto constitucional.
E o certo é que a Constituinao remete para o legislador, além da 
determinando dos “efeitos”, a fíxanao dos “requisitos” do 
casamento (n.° 2 do artigo 36.°), poder este que nao pode ser lido 
como restrito aos aspectos de mera regulando formal, pelo que 
importa saber se, independentemente do que era o casamento no 
contexto social e jurídico em que a norma do n.° 1 do artigo 36° 
foi elaborada, a inovanao legislativa em análise, procurando 
responder ao que o legislador entendeu constituir pretensao 
legítima de reconhecimento e tutela perante novas necessidades 
sociais a que, como se referiu, já vém sendo conferidas outras 
formas de acolhimento jurídico, é de molde a infringir a garantía 
institucional do casamento.
Efectivamente, pode considerar-se que o casamento está coberto 
pela chamada “garantía de instituto”. Simultáneamente com o 
reconhecimento de direitos individuáis, o artigo 36° reconhece e
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garante também a familia e o casamento como instituiqoes em si 
mesmas, sendo repositório “de típicas garantías institucionais, 
que por isso nao podem ser legalmente suprimidas ou 
desqualifícadas” (GOMES CANOTILHO e VITAL Moreira, ob. cit., 
pág. 561). E o Tribunal já o reconheceu, designadamente no 
acórdao n.° 590/2004, em que se disse:
«Quanto ao direito a casar, pode dizer-se que este comporta duas 
dimensóes. Por um lado, consagra um direito fundamental, por 
outro, é urna verdadeira norma de garantia institucional. Como 
explicam Pereira Coelho e Guilherme Oliveira (Curso de Direito 
da Familia, Vol. I, 2a ediqao, Coimbra Editora, 2001, pág. 137):
“Merece referencia (...) a questáo de saber se o artigo 36°, n° 1, 

2a parte, concede apenas um direito fundamental a contrair 
casamento ou, mais do que isso, é urna norma de garantia 
institucional. Embora a Constitu¡9áo nao formule de modo 
explícito um principio de “protec9áo do casamento” (só a familia 
é protegida no artigo 67°), temos entendido que a instituÍ9ao do 
casamento está constitucionalmente garantida, pois nao faria 
sentido que a Constituiqao concedesse o direito a contrair 
casamento e, ao mesmo tempo, permitisse ao legislador suprimir 
a instituÍ9áo ou desfigurar o seu ‘núcleo essenciaT.”»
Como diz VlEIRA DE ANDRADE, O s  Direitos Fundamentáis na 
Constituido Portuguesa de 1976, 4.a ed., págs. 135-137, “a 
ConstituÍ9áo é, designadamente em dominios básicos da vida 
social um newcomer que toma a lideraba de um universo 
jurídico onde encontra complexos normativos, por vezes com 
milhares de anos, alguns dos quais tém urna lógica de sistema 
baseada ñas ideias de auto-responsabilidade e de 
autodesenvolvimento pessoal. Ai a ConstituÍ9áo pode optar por 
reconhecer e garantir, nos seus lineamentos essenciais, esses 
complexos normativos de direito ordinário, sem prejuízo de os 
redefinir e cunhar a nivel constitucional. E o que se passa com o 
reconhecimento da autonomía privada, em diversas 
manifestaqoes, individuáis ou familiares, como a liberdade 
contratual, a propriedade, a hera^a, o casamento, a familia, a
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filiado, a responsabilidade familiar pela manutenido e educando 
dos filhos e a adop^áo”. E, como adverte o mesmo Autor, deve 
entender-se que as garantías institucionais se referem ao 
complexo jurídico-normativo e nao á realidade social em si, de 
modo que é com esse alcance que vinculam o legislador, 
“admitindo um espaio, maior ou menor, de liberdade de 
conformado legal, mas proibindo-lhe sempre a destruigao ou a 
desfigurando da instituido (do seu núcleo essencial)”.

19. Impoe-se, todavía, um prévio esclarecimento sobre o que 
pode significar, naqueles dominios onde a Constituido consagra 
posifóes jurídicas subjectivas individuáis, como é o caso do 
direito fundamental ao casamento no n.° 1 do artigo 36.°, a 
vinculaiao constitucional do legislador a conservar o núcleo 
essencial do complexo jurídico de direito privado através do qual 
o direito fundamental se concretiza: a chamada garantía de 
instituto, i.e. do complexo de normas e de relafóes jurídicas 
unitariamente estruturadas e sedimentadas na ordem jurídica 
infra-constitucional ao longo de um certo processo de 
desenvolvimento histórico.
Efectivamente, é só nesta modalidade que pode fazer sentido a 
invocaiáo de garantía institucional que perpassa no pedido. Na 
verdade, o que a Constituido directamente elege como objecto 
de protecgáo enquanto “elemento fundamental da sociedade” é a 
familia e nao o casamento (lato sensu, a instituido matrimonial) 
que é somente um dos modos de constituí-la (artigo 67.°). Como 
diz Rui Medeiros (Constituigao Portuguesa Anotada, Tomo I, 
pág. 689), enquanto “no artigo 36.° avulta, sobretudo, quer a 
dimensáo individual-subjectiva dos direitos dos membros da 
familia, incluindo, desde logo, o próprio direito de constituir 
familia e de contrair casamento, quer, no que respeita á familia 
como um todo, a dimensáo de liberdade, o artigo 67.°, se bem que 
sem perder de vista o objectivo da realizado pessoal dos seus 
membros, tutela fundamentalmente a própria familia como
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instituido e impoe, em particular, ao Estado o dever de a 
proteger positivamente”.
O conceito de garantía de instituto (modalidade da figura mais 
geral da garantía institucional em sentido ampio, que abrange 
também as garantías institucionais jurídico-públicas que podem 
exigir enfoque diverso e que aqui nao importa considerar) foi 
forjado na doutrina germánica, num quadro constitucional 
(Constituifáo de Weimar) que desconhecia mecanismos efectivos 
de vinculafáo do legislador á Constituifáo e de aplicabilidade 
directa dos direitos fundamentáis, em ordem a salvaguardar 
determinados sectores da ordem infra-constitucional contra a 
ac9ao do legislador ordinário. Na medida em que se proibia o 
legislador de alterar o que fosse típico de um determinado 
instituto de direito privado, garantia-se aos direitos fundamentáis 
a correspondente protec^áo efectiva. Por efeito da evoluqáo do 
sistema constitucional de protecqáo dos direitos fundamentáis, da 
subordinado de todos os poderes do Estado á Constitu¡9áo, da 
directa aplica9áo e vincula9áo das entidades públicas e privadas 
pelos preceitos constitucionais respeitantes aos direitos, 
liberdades e garantías e pela institu¡9áo de mecanismos 
judiciários de garantía de constitucionalidade, a constru9áo 
perdeu essa sua fun9áo histórica e nao pode manter-se com o 
mesmo sentido.
O direito fundamental ao casamento compreende, além da 
liberdade individual de casar ou nao casar, a exigencia de que 
para o efeito o Estado organize procedimentos e mantenha 
estruturas oficiáis (o procedimento preliminar, a celebra9áo, o 
registo público), mas ainda -  como os demais direitos 
fundamentáis que se analisem em pretensóes a estatutos -  o de 
que a ordem jurídica comporte normas reguladoras da 
constituÍ9áo e extin9áo da situaqáo jurídica correspondente e dos 
seus efeitos pessoais e patrimoniais. Trata-se de um direito 
subjectivo público que pressupoe conceptualmente a existencia 
do correspondente instituto jurídico de direito privado, cuja 
preexisténcia fomece elementos de interpreta9áo do ámbito 
normativo objectivo da norma constitucional consagradora do
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direito fundamental. É, efectivamente, possível conceber os 
direitos fundamentáis como apresentando ou comportando um 
“lado” jurídico individual, enquanto garantem aos seus titulares 
um direito subjectivo público, e um “lado” institucional 
objectivo, enquanto garantías constitucionais de ámbitos de vida 
juridicamente ordenados e conformados.
Mas nao pode, a partir do pensamento institucionalístico, 
inverter-se o sentido da garantía, impondo a conservasao do 
instituto, tal como ele existe, contra ac9oes do legislador que nao 
colidam com a determina9ao de sentido do direito fundamental 
em causa no quadro axiológico do sistema de direitos 
fundamentáis. O que, aplicado á op9ao legislativa submetida a 
fiscaliza9áo, significa verificar se os fins ou bens jurídicos 
individuáis e comunitários a que o direito fundamental ao 
casamento deva considerar-se constitucionalmente adscrito, no 
quadro de um sistema de direitos fundamentáis axialmente 
centrado na dignidade da pessoa humana (artigo 1.° da 
ConstituÍ9ao), sofrem compressáo do seu núcleo essencial de 
realiza9áo.

20. No pedido -  e no parecer em que este se apoia -, 
reconhecendo-se a liberdade de conforma9ao outorgada ao 
legislador pelo n.° 2 do artigo 36.° da Constitu¡9áo, sustenta-se 
que a altera9áo legislativa em causa nao respeitou esses limites, 
violando o conceito de casamento operante no n.° 1 do mesmo 
artigo 36.°, em síntese, por razoes de duas ordens:
I -  Pela sua origem histórica e numa interpreta9ao sistemática, o 
conceito constitucional de casamento, concatenado com a sua 
liga9áo ao conceito de familia e de filiaqáo, aponía 
inequívocamente para o casamento como uniáo entre duas 
pessoas de sexo diferente;
II -  O conceito de casamento deve ser interpretado, por 
imposÍ9 áo do n.° 2 do artigo 16.° da ConstituÍ9áo, em 
conformidade com a Declara9ao Universal dos Direitos do
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Homem (DUDH). E, nesta, o casamento que se prevé e protege e 
de que, por forqa daquela norma constitucional, resulta um 
conceito vinculativo para Portugal, é o casamento entre um 
homem e urna mulher.

21. Comecemos por esta última linha de argumentado.
A DUDH estabelece no seu n.° 1 do artigo 16.° que “a partir da 
idade nubil, o homem e a mulher tém o direito de casar e de 
constituir familia”. Sendo esta referéncia ao género dos titulares 
do direito caso isolado na DUDH (“Todos os seres humanos” -  
artigo 1,° e 2° -  “Todo(s) o(s) indivíduo(s)” -  artigos 3.°, 6.°, 15.° 
e 19.°; “Todos” -  artigos 7°, 23.° e 27.°; “Toda a pessoa” -  
artigos 8.°, 10.°, 11.°, 13.°, 14.°, 17.°, 18.°, 20.°, 21.°, 22.°, 23.°, 
24.°, 25.°, 26.°, 21°, 28.°; “Ninguém” -  artigos 4.°, 5.°, 9.°, 11.°, 
12.°, 17.°, 20.°) é razoável concluir que o conceito de casamento 
objecto de protecqao por este texto de direito internacional 
respeita á uniáo entre um homem e urna mulher (neste sentido a 
interpretou a sentenqa do Tribunal Constitucional da Africa do 
Sul no caso Minister o f Home Affairs v. Fourie, embora 
salientando que é “descritiva de urna realidade assumida, mais do 
que prescritiva de urna estrutura normativa para todos os 
tempos”).
Admitida esta interpretado da DUDH e dispondo a Constituido, 
no n.° 2 do artigo 16.°, que «os preceitos constitucionais e legáis 
relativos aos direitos fundamentáis devem ser interpretados e 
integrados de harmonía com a Declarado Universal dos Direitos 
do Homem», sustenta-se que o n.° 1 do artigo 36.° teria de ser 
interpretado como, do mesmo passo em que consagra o direito ao 
casamento entre individuos de sexo diferente, proibindo a 
extensao do casamento a pessoas do mesmo sexo.
Vejamos se assim é porque a questao de constitucionalidade 
poderia dar-se por resolvida, se essa fosse a interpretado 
imperativa do texto constitucional.
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Enunciando um principio de interpretado conforme á Declarado 
Universal dos Direitos do Homem, o alcance útil do n.° 2 do 
artigo 16.° da Constituido é o de permitir recorrer á Declarado 
Universal para fixar o sentido de urna norma constitucional de 
direitos fundamentáis a que nao possa atribuir-se um significado 
unívoco, ou para densificar conceitos constitucionais 
indeterminados referentes a direitos fundamentáis (Gomes 
Canotilho e Vital Moreira, ob. cit., págs. 367-368; V ieira DE 
Andrade, ob. cit., pág. 45). Aceita-se, pois, que o artigo 16.°, n.° 
2, da Constituido eleva a DUDH ao estatuto de critério de 
interpretado e de integrado das regras legáis e mesmo 
constitucionais em matéria de direitos fundamentáis. Além da 
recepqao da Declarado Universal dos Direitos do Homem na 
ordem jurídica interna, constata-se pois que se reconhece a este 
instrumento um lugar especial, quase supra-constitucional, a 
partir do momento em que o concebemos como elemento de 
referencia para a interpretado das próprias regras constitucionais 
(RUI MOURA Ramos, L' Intégration du droit international et 
communautaire dans /' ordre juridique national, in «Da 
Comunidade Internacional e do seu Direito», Coimbra, 1996, pág. 
254).

Mas, sendo certas, quer a interpretado do n.° 1 do artigo 16.° da 
DUDH, quer a existencia do principio da interpretado da 
Constituido em conformidade com esse instrumento de direito 
internacional de que o pedido se socorre, há um equívoco na 
invocado do argumento. O sentido da norma que confere esse 
relevo á DUDH é o de alargar a cobertura constitucional dos 
direitos fundamentáis e nao o de a restringir ou limitar, extensiva 
ou intensivamente. Vale por dizer que o n.° 2 do artigo 16° da 
Constituido funciona apenas do “lado” jurídico-individual dos 
direitos fundamentáis e quando nao conduza a urna soludo 
menos favorável aos direitos fundamentáis do que a interpretado 
“endógena” da Constituido. Deve intervir aqui o principio da 
preferéncia de aplicado das normas consagradoras de um nivel 
de protecfáo mais elevado, á semelhanga do que prescrevem os
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artigos 52.°, n.° 3 e 53.° da Carta dos Direitos Fundamentáis da 
Uniáo Europeia (GOMES CANOTILHO e VITAL MOREIRA, ob. cit., 
pág. 368).
Assim, o n.° 2 do artigo 16.° nao pode operar no sentido de 
impedir o legislador ordinário, desde que com isso nao restrinja 
ou limite o acesso ao casamento heterossexual por homens ou 
mulheres em idade nubil ou lhe diminua o conteúdo enquanto 
direito fundamental, de o permitir também a urna categoría de 
individuos que nao tém inclina9áo para o relacionamento afectivo 
e sexual duradouro com pessoas do sexo oposto e que, 
consequentemente, nao poderiam reclamar a protectpao da DUDH 
para casar em conformidade com essa sua orientado sexual.
Isto posto, nao encontrando na DUDH limites interpretativos 
cogentes quanto á extensao do direito de contrair casamento 
(casamento-acto) a pessoas do mesmo sexo e ao consequente 
ingresso no estado de casados entre si, com o estatuto emergente 
no ámbito das re^o es  pessoais e patrimoniais entre os cónjuges 
e destes ou de cada um destes com terceiros (casamento-estado), 
devemos interrogar-nos se a soluyao normativa em exame colide 
com a garantía institucional do casamento, na dupla vertente de 
subjectiva9áo da garantía por nubentes (acto) ou cónjuges (estado 
matrimonial) de sexo diverso e da prossecu9áo dos valores 
comunitários constitucionalmente plasmados no instituto do 
casamento e na institu¡9ao da familia. Nesta segunda vertente, 
tratando-se de urna afecta9ao no plano intensivo ou de grau de 
realiza9áo do programa normativo constitucional, o Tribunal só 
poderá censurar a op9ao legislativa ao nivel da evidencia 
manifesta.

21. Sustenta-se, para vincular o conceito constitucional ao 
carácter imperativo da diversidade de sexo entre os cónjuges, que 
a ConstituÍ9áo fomece um adequado enquadramento da no9ao de 
casamento no contexto da familia, que limita o intérprete no 
ámbito de urna interpreta9ao actualista, mas também sistemática, 
cujo resultado nao pode abstrair da literalidade da norma do
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artigo 36°. Invoca-se, para tanto, o disposto no n.° 1 do artigo 
67.°, nos n.°s 1 a 4 do artigo 68.° e no n.° 2 do artigo 71.° da 
Constituido. Em todos eles a referencia á familia se encontraría 
associada á filiado, cujo papel se afígura central na institui?ao 
familiar, tal como consagrada na ConstituÍ9áo, devendo destacar­
se, pelo seu conteúdo preceptivo, a salvaguarda dessa instituido 
prevista no seu artigo 36.°. Resumindo, a diversidade de sexo 
entre os dois cónjuges seria imposta para salvaguarda dos fíns ou 
valores constitucionais de protecdo da familia e da 
potencialidade procriativa do casamento, pelo que a diversidade 
de sexos integraría a estrutura nuclear da garantia que, quanto a 
essa instituido, da Constituido deve extrair-se.
E certo que a gerafáo de filhos biológicamente comuns depende 
da diversidade de sexo. E, consequentemente, que ao matrimonio 
entre cónjuges do mesmo sexo, nao podendo assegurar a gerado 
de filhos comuns, nao pode ser creditada a fundo comunitária de 
contributo potencial para a reprodujo da sociedade.
Porém, esta potencialidade nao pode ser erigida numa finalidade 
absolutamente essencial á garantia constitucional em causa 
porque nao integra sequer o actual conceito de casamento 
heterossexual. Apesar de proposta nesse sentido do “Projecto 
Gomes da Silva”, inicialmente acolhida pelos “Anteprojectos” 
saídos da 1 .a e 2a Revisoes Ministeriais, foi abandonada na versao 
final do Código Civil de 1966 {vid. os excertos destes trabalhos 
preparatorios em “Direito da Familia segundo o Código Civil de 
1966”, vol. I, pág. 20, de RODRIGUES BASTOS). A vontade inicial 
e constante dos cónjuges de nao terem filhos nao os impede de 
contrair casamento e de se manterem casados. Como o nao 
impedem ou invalidam a esterilidade ou a impoténcia, por si 
mesmas. Aliás, como lembra PEDRO MÚRIAS, “os casamentos em 
idades estéreis sao frequentes e, pela sua relevancia, tém 
inclusive previsao legal (cfr., artigo 1720°, n.° 1, alinea b). do 
Código Civil)” {Casamento entre Pessoas do mesmo Sexo, págs. 
40-41 [S]).
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Nao se nega que, sendo a matemidade e a paternidade valores 
sociais eminentes (n.° 2 do artigo 68.° da Constituido), também 
para efeitos do estabelecimento pelo legislador dos “requisitos” 
do casamento nao é comunitariamente inocuo que o casamento 
una duas pessoas capazes de assumirem “um projecto que, 
embora susceptível de fracassar, é á partida dotado de urna 
intencionalidade que dá algumas garantías de sucesso na 
“reprodujo social”, isto é, na actividade que possibilita a natural 
gerado de cidadaos e a sua manutendo cm actividade útil para a 
sociedade -  nao só como individuos de urna espécie biológica 
concreta, mas como cidadaos equilibrados, úteis e responsáveis” 
(parafraseando Rita Lobo Xavier, embora a propósito do tema 
mais geral de protecdo da familia, apud JORGE MIRANDA e Rui 
MEDEIROS, Constituigao Portuguesa Anotada, Tomo I, pág. 690). 
Todavía, sem que com isto se abandone a ideia de que “nao é 
forfoso reduzir o casamento aos seus efeitos, e a Constituido 
distingue claramente, no artigo 36.°, n.° 2, os requisitos e os 
efeitos do casamento. A conexao que é possível estabelecer, com 
sentido, entre casamento e procriado opera ao nivel da 
considerado daquele como instituido social através da qual o 
Estado recorre ao potencial do direito para difundir determinados 
valores na sociedade, no caso os valores segundo os quais o 
casamento, por um lado, constituí um meio específico de 
envolver urna gerado na criado da que se lhe segue ...” 
(acórdao n.° 359/2009).
O que acaba de dizer-se pode constituir argumento para que nao 
se entenda, no quadro axiológico da Constituido, ser 
constitucionalmente imperiosa a redefinido do conceito actual de 
casamento (hipótese da inconstitucionalidade do regime actual 
que agora teria sido removida). Mas, nao serve para que se julgue 
que se desnaturou a instituido matrimonial pela inclusao na 
mesma categoria jurídica, a par de casamentos entre pessoas de 
sexo diferente, casamentos entre pessoas do mesmo sexo.
Nos dominios do casamento e da familia a realidade social está 
em assinalável e acelerada mudaba, com os reflexos jurídicos e 
as variadas respostas, no problema que nos ocupa, que as notas de
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direito internacional e comparado atrás expostas procuraram 
espelhar. Sobre ela só poderá haver, numa sociedade aberta e 
plural, urna “divergéncia razoável” a provocar remédios que se 
inserem na discricionariedade legislativa cujo resultado excede, 
em larga medida, quando nao atinja a dimensao subjectiva dos 
direitos fundamentáis, o dominio da controlabilidade judicial.

22. É legítimo perguntar, entáo, o que é constitucionalmente 
essencial no instituto do casamento se o nao é um pressuposto 
cuja auséncia, no actual regime jurídico infra-constitucional, gera 
a total improdutividade do acto (cfr., quanto á doutrina da 
inexisténcia jurídica do casamento e razoes que a justifícam, 
Francisco Pereira Coelho e Guilherme de Oliveira, ob. 
cit., 4.a ed., pág. 300). E interrogando a que ao Tribunal só cabe 
responder na medida do necessário ao escrutinio da validade 
constitucional das normas que lhe sao sujeitas, ou seja, para saber 
se com ele colide a alterando da estrutura subjectiva ou modal do 
casamento que consiste em passar a permitir-se que casem entre 
si duas pessoas do mesmo sexo.
Da configurando do direito a contrair casamento como direito 
fundamental resulta que o legislador nao pode suprimir do 
ordenamento jurídico o casamento, enquanto instituto jurídico 
destinado a regular as situaqoes de comunhao de vida entre duas 
pessoas, num reconhecimento da importáncia dessa forma básica 
de organizando social.
Mas a Constituinao nao define o perfil dos elementos 
constitutivos do instituto a que o n.° 1 do artigo 36.° se refere, 
relegando no n.° 2 do mesmo preceito para o legislador a 
incumbencia de manter a necessária conexao entre Direito e 
realidade social. O conceito constitucional de casamento é um 
conceito aberto, que admite nao só diversas conformanóes 
legislativas, mas também diversas concepnóes políticas, éticas ou 
sociais, sendo confiada ao legislador ordinário a tarefa de, em 
cada momento histórico, apreender e verter no ordenamento
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aquilo que nesse momento corresponda ás concep^oes 
dominantes nesta matéria {vid., neste sentido, Miguel N ogueira 
DE BRITO, em “Casamento entre Pessoas do mesmo Sexo”, págs. 
58-59 [N]).
É esta mesma leitura que já se encontra na fundamenta9ao do 
Acórdáo n.° 359/2009, quando nele se disse que “...nao se aceita 
o entendimento segundo o qual o casamento objecto de tutela 
constitucional envolve urna petrifica9áo do casamento tal como 
este é hoje definido na lei civil, excluindo o reconhecimento 
jurídico de outras comunhoes de vida entre pessoas.”
E, neste aspecto, a ConstituÍ9áo portuguesa é mais favorável á 
interven9ao do legislador no sentido agora questionado do que 
outras congéneres, na medida em que coloca a essa interpreta9áo 
menos obstáculos textuais. Quer porque no n.° 1 do artigo 36.° se 
designa a titularidade do direito mediante a palavra “Todos” e 
nao pela expressáo “O homem e a mulher” que é geralmente 
invocada, perante outros textos constitucionais ou de direitos 
fundamentáis como argumento a favor da heterossexualidade 
necessária do casamento. Quer, sobretudo, pela expressa previsáo 
do n.° 2 do mesmo artigo 36.° que já levou a que se escrevesse 
(NlCOLA PlGNATELLI, “I livelli europei di tutela delle copie 
omosessuali tra “istituzione” matrimoniale e “funzione” 
familiare”, Rivista di Diritto Costituzionale, 2005, pág. 281):
“In realtá neppure negli altri Stati europei, in cui non vi é stata 
un’apertura del matrimonio, le Costituzioni defmiscono i profili 
costitutivi delfistituto, dovendo dedursi che il principio 
dell’eterosessualitá non rappresenta una soluzione necessaria ma, 
anche in questo caso, una scelta (possibile) dei legislatore, per 
quanto inversa rispetto all’esperienza olandese, belga e spagnola. 
Questa comune lógica costituzionale, che presuppone un 
intervento normativo, trova una sua chiara esplicitazione nell’art. 
36 della Costituzione portoghese, che dopo aver riconosciuto il 
diritto a contrarre matrimonio in piena uguaglianza dispone che 
(da legge regola i requisiti e gli effetti del matrimonio e del suo 
scioglimento per morte o per divorzio». Inoltre neppure dalle
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Costituzioni in cui é sancita una tutela “speciale” per l’istituzione 
matrimoniale, come in Italia, in Germania, in Irlanda, puó 
desumersi un’indicazione sulla illegittimitá del coniugio 
omosessuale sul presupposto che tale preferenza nulla dice sul 
sesso dei coniugi, potendo al contrario argomentarsi, alia luce di 
tale favor, che lo Stato avrebbe il dovere di assecondame la 
diffusione e magari Paccesso (anche agli omosessuali)”.
Esta posÍ9ao nao significa que o casamento referido no artigo 36.° 
da ConstituÍ9ao seja encarado como urna fórmula vazia de 
qualquer conteúdo, a preencher livremente pelo legislador.
O casamento, sob pena de desfiguraqao do seu núcleo essencial e, 
portanto, do próprio ámbito de protec9áo como direito 
(subjectivo) fundamental, deverá contemplar o estabelecimento 
de urna rela9áo de comunháo de vida entre duas pessoas, 
estabelecida mediante um acto como tal designado, com efeitos 
vinculativos legalmente fixados, livre, incondicional e 
inaprazável. Contrair casamento (casamento inferí)  é aceder ao 
estado de casado (casamento in fado  esse) que se define em 
fun9áo dos efeitos jurídicos que o casamento opera. Como dizem 
Francisco Pereira Coelho e Guilherme de Oliveira, ob. 
cit., pág. 337, “urna pessoa casa e, depois, é outra, é 
jurídicamente outra. É outra a cond¡9áo da sua pessoa, como é 
outra a situa9áo dos seus bens”. Na sua regula9áo, o legislador 
ordinário está obrigado, nao só a garantir o livre acesso a essa 
rela9áo jurídica em condÍ9&es de plena igualdade, mas também a 
observar outros parámetros constitucionais, como o do respeito 
pelo étimo fundante da República e do sistema de direitos 
fundamentáis que é a dignidade da pessoa humana.
Limite do núcleo essencial que nao é franqueado pelo abandono 
da regra da diversidade de sexos entre os cónjuges.
Efectivamente, se o estabelecimento de urna situa9áo de 
comunháo de vida entre duas pessoas é elemento estruturante do 
conceito de casamento, sem o qual o mesmo se descaracteriza, já 
o mesmo nao pode dizer-se da diversidade sexual das pessoas que
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pretendem envolver-se nessa comunhao e submeté-la as regras do 
casamento. Essa diversidade de sexos seria apenas imprescindível 
para que a comunhao no plano sexual pudesse levar á geraqáo de 
filhos biológicamente comuns, finalidade a que o casamento nao 
está constitucional nem legalmente adstrito.
Na verdade, a comunhao de vida entre duas pessoas, 
caracterizada pela partilha e entreajuda, num percurso de vida 
comum jurídicamente disciplinado, com carácter tendencialmente 
perpétuo, também está naturalmente ao alcance de duas pessoas 
do mesmo sexo que assim queiram vincular-se, urna para com a 
outra e perante o Estado, e serem como tal reconhecidas pela 
comunidade. Por isso nao está vedado ao legislador conferir a 
esse modo de livre desenvolvimento da personalidade a forma 
vigente para tutela das relai^oes entre pessoas de sexo diferente, 
permitindo aos interessados acolher-se á figura do casamento, 
sem que o instituto se considere privado de elementos típicos 
essenciais á correspondente funqao garantística.

23. Por outro lado, a extensao do casamento a cónjuges do 
mesmo sexo nao contende com o reconhecimento e protec9áo da 
familia como “elemento fundamental da sociedade” (artigo 67.° 
da ConstituÍ9ao).
Importa ter presente que a ConstituÍ9áo desvinculou a 
constituÍ9áo da familia do casamento. O conceito de familia que a 
ConstituÍ9ao acolhe como “elemento fundamental da sociedade” 
é um conceito aberto e plural, adaptável ás necessidades e 
realidades sociais. A Constituiqáo nao definiu o que é a familia, 
dando protec9áo aos distintos modelos de familia que existem na 
nossa realidade social. Como o Tribunal disse no acórdáo n.° 
651/09, embora tendo como paño de fundo as unioes de facto 
heterossexuais, a familia que, nos termos do artigo 67.° da 
Constituiqao merece a protec9áo do Estado, “nao é só aquela que 
se funda no matrimonio; é também aquela outra que pressupoe 
urna comunidade auto-regulada de afectos, vivida estável e 
duradouramente á margem da pluralidade de direitos e deveres
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que, nos termos da lei civil, unem os cónjuges por fonja da 
celebra9ao do casamento. O direito a escolher viver em tal 
comunidade de afectos, modelada por vontade própria á margem 
dos efeitos civis do casamento, tem por certo assento 
constitucional -  seja através da disjun^ao que o n.° 1 do artigo 
36.° da CRP estabelece entre o “direito de constituir familia” e o 
“direito de contrair casamento”, seja através da cláusula de 
liberdade geral de actua^áo que vai inscrita no direito ao 
desenvolvimento da personalidade, contido no n.° 1 do artigo 
26.°.”
O casamento entre pessoas do mesmo sexo apenas vai conduzir a 
que o espa90  de realiza9 áo interpessoal, coabita9áo, mutua 
assisténcia e contribuÍ9áo para as necessidades comuns com vista 
á plena realiza9áo pessoal, em que a familia consiste, assuma, 
também para elas, a veste jurídica que resulta da sua recíproca 
vincula9áo. Nao há fundamento para ver nesse alargamento 
sacrificio, nem sequer no plano de administra9áo de recursos 
públicos escassos, para a realiza9áo das tarefas que nesse dominio 
incumbem ao Estado (n.° 2 do artigo 67.° da ConstituÍ9ao).
Nao se ve, pois, em que possa colidir o novo regime do 
casamento com os deveres de protec9áo “da sociedade e do 
Estado” em rela9áo á familia, entendida como categoría 
existencial ou fenómeno da vida, assumida pela Constituiqao 
como instituiqao jurídica necessária.

24. Urna definiqáo do casamento pela lei ordinária de modo a 
abranger o casamento entre pessoas do mesmo sexo poderia 
suscitar objec9óes se, por si e abstractamente, fosse susceptível 
de afectar outros direitos subjectivos fundamentáis, 
designadamente os respeitantes ao mesmo direito por parte de 
pessoas de sexo diferente. Poder-se-ia, entáo sim, abrir campo 
para invoca9áo do valor interpretativo da DUDH em defesa do 
ámbito do direito de contrair casamento, nos termos 
anteriormente referidos.
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Parece, porém, manifestó que a atribuido do direito ao 
casamento a pessoas do mesmo sexo nao afecta a liberdade de 
contrair casamento por pessoas de sexo diferente, nem altera os 
deveres e direitos que para estas daí resultam e a representado ou 
imagem que elas ou a comunidade possam atribuir ao seu estado 
matrimonial. Salvo, obviamente, se a perda de valor simbólico do 
casamento em geral fosse atribuida á circunstáncia de esse 
estatuto passar a poder ser compartilhado com casais de 
orientado homossexual. Concepto que se fundaría num motivo 
constitucionalmente ilegítimo (artigo 13.°, n.° 2, da CRP), sendo, 
por isso, insustentável.
Em resumo: o casamento entre pessoas de sexo diferente 
mantém-se intocado, ñas suas cond¡9oes de realizado, nos seus 
efeitos jurídicos, entre os cónjuges e perante o Estado e terceiros, 
e no seu significado como fonte de relagoes familiares e 
compromisso social.

25. No pedido, embora sem maiores desenvolvimentos e na parte 
em que se sustenta a ideia de que a necessidade de tutela dos 
casais homossexuais obteria satisfaqao cabal com um regime de 
“uniao civil registada” ou semelhante, faz-se alusao a que 
também o principio da igualdade poderia ser invocado para 
sustentar a inconstitucionalidade da permissao do casamento 
entre pessoas do mesmo sexo.
O pedido nao autonomiza as razoes pelas quais a equiparado ou 
indiferenciado produzida quanto ao casamento entre pessoas de 
sexo diferente e pessoas do mesmo sexo viola o principio da 
igualdade. A alegada violado do principio da igualdade e a 
alegado da violado da garantia institucional fundam-se na 
mesma concepqáo de casamento. Se o casamento pressupoe duas 
pessoas de sexo diferente, a sujeido a esse mesmo instituto da 
uniao entre pessoas do mesmo sexo trataría por igual o que é 
diferente porque nao cabe no grupo normativo de destinatários a 
que o instituto é destinado. Assim, desde logo vale a propósito
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do principio da igualdade o que se disse quanto á garantia de 
instituto.
E certo, como o Tribunal tem abundantemente repetido, que o 
principio da igualdade, consagrado no n.° 1 do artigo 13.° da 
Constituido da República Portuguesa, impoe ao legislador que 
dé tratamento igual ao que for essencialmente igual e que trate 
diferentemente o que for essencialmente diferente. Desta máxima 
decorre a proibiqáo do arbitrio, que funciona como principio 
negativo de controlo das op9oes legislativas. O tratamento 
diferente de situa9oes de facto iguais, ou o tratamento igual de 
situa9oes de facto diversas viola o principio da igualdade quando, 
para a diferencia9áo legal ou para o tratamento legal igual, nao 
for possível encontrar um motivo razoável, que surja da natureza 
das coisas ou que, de alguma outra forma, seja compreensível em 
concreto, isto é, quando a disposÍ9áo tenha de ser qualificada 
como arbitrária. Todavía, como também é de uso repetir, a 
vincula9áo do legislador ao principio da igualdade nao elimina a 
liberdade de conforma9áo legislativa, cabendo-lhe identificar ou 
qualificar as situa9oes de facto que háo-de funcionar como 
elementos de referencia a tratar igual ou desigualmente. Só existe 
viola9áo do principio da igualdade enquanto proib¡9áo do arbitrio 
quando para a medida legislativa nao é possível encontrar suporte 
material (cfr., por todos, acórdáo n.° 232/2003, disponível em 
www.tribunalconstitucional.pt, com exaustiva indica9ao de 
jurisprudencia e doutrina).
Ora, sendo embora certo que, na perspectiva biológica, 
sociológica ou antropológica, constituem realidades diversas a 
uniáo duradoura entre duas pessoas do mesmo sexo e duas 
pessoas de sexo diverso, no aspecto jurídico a equipara9áo de 
tratamento nao é destituida de fundamento material. Na verdade, 
é razoável que o legislador possa privilegiar o efeito simbólico e 
optimizar o efeito social antidiscriminatório do tratamento 
normativo, estendendo á tutela dessas unioes o quadro unitário do 
casamento.
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26. Tal como no acórdáo n.° 359/2009, também agora, perante 
urna alteraqáo legislativa desta natureza, se afigura útil recordar o 
que o Tribunal afirmou no Acórdao n.° 105/90:

«[...] se o conteúdo da ideia de dignidade da pessoa humana é 
algo que necessariamente tem de concretizar-se histórico- 
culturalmente, já se ve que no Estado moderno — e para além das 
projecqoes dessa ideia que encontrem logo traduqao ao nivel 
constitucional em principios específicos da lei fundamental 
(máxime, os relativos ao reconhecimento e consagraqáo dos 
direitos fundamentáis) — há-de caber primacialmente ao 
legislador essa concretizaqao: especialmente vocacionado, no 
quadro dos diferentes órgaos de soberanía, para a “criaqáo” e a 
“dinamizaqao” da ordem jurídica, e democráticamente legitimado 
para tanto, é ao legislador que fíca, por isso, confiada, em 
primeira linha, a tarefa ou o encargo de, em cada momento 
histórico, “1er”, traduzir e verter no correspondente ordenamento 
aquilo que nesse momento sao as decorréncias, implicaqoes ou 
exigencias dos principios “abertos” da Constituiqáo (tal como, 
justamente, o principio da “dignidade da pessoa humana”). E daí 
que -  indo agora ao ponto -  no controlo jurisdicional da 
constitucionalidade das soluqoes jurídico-normativas a que o 
legislador tenha, desse modo, chegado (no controlo, afinal, do 
modo como o legislador preencheu o espaqo que a Constituiqao 
lhe deixou, precisamente a ele, para preencher) haja de operar-se 
com urna particular cautela e contenqáo. Decerto, assim, que só 
onde ocorrer urna real e inequívoca incompatibilidade de tais 
soluqóes com o principio regulativo constitucional que esteja em 
causa — real e inequívoca, nao segundo o critério subjectivo do 
juiz, mas segundo um critério objectivo, como o será, p. ex. (e 
para usar aqui urna fórmula doutrinária expressiva), o de «todos 
os que pensam recta e justamente» -, só entáo, quando for 
indiscutível que o legislador, afinal, nao “concretizou”, e antes 
“subverteu”, a matriz axiológica constitucional por onde devia 
orientar-se, será lícito aos tribunais (e ao Tribunal Constitucional
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em particular) concluir pela inconstitucionalidade das mesmas 
solufoes.
E, se estas considera9Óes sao em geral pertinentes, mais o seráo 
ainda quando na comunidade jurídica tenham curso perspectivas 
diferenciadas e pontos de vista dispares e nao coincidentes sobre 
as decorréncias ou implicafoes que dum principio «aberto» da 
Constitu¡9áo devem retirar-se para determinado dominio ou para 
a solu9áo de determinado problema jurídico. Nessa situa9áo 
sobretudo -  em que haja de reconhecer-se e admitir-se como 
legítimo, na comunidade jurídica, um “pluralismo” 
mundividencial ou de concep9oes -  sem dúvida cumprirá ao 
legislador (ao legislador democrático) optar e decidir.»

27. De todo o exposto resulta que devem ser julgadas 
improcedentes as dúvidas de constitucionalidade que justifícam o 
presente pedido de fiscaliza9áo preventiva de 
inconstitucionalidade, nao se considerando violado, por qualquer 
das normas sujeitas a aprecia9áo, o n.° 1 do artigo 36.° da 
Constituiqao.

III. Decisáo

Nestes termos, o Tribunal Constitucional decide nao se 
pronunciar pela inconstitucionalidade das normas do artigo l.°, 
do artigo 2.° -  este na medida em que altera a redac9ao dos 
artigos 1577.°, 1591.° e 1690.°, n.° 1 do Código Civil -  do artigo 
4.° e do artigo 5.° do Decreto n.° 9/XI, da Assembleia da 
República.

Lisboa, 8/4/2010

Vítor Gomes
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Carlos Fernandes Cadilha 
Carlos Pamplona de Oliveira 
Joaquim de Sousa Ribeiro
Ana Maria Guerra Martins (O meu voto nao representa qualquer 
tomada de posido quanto á questao de inconstitucionalidade que 
esteve em causa no acórdao n.° 359/09, ou seja, a da 
inconstitucionalidade da proibido do casamento entre pessoas do 
mesmo sexo.)
Gil Galvao (Votei a decisao em coeréncia com a posido 
assumida no Acórdao n.° 359/09)
Maria Lucia Amaral (com declarado)
Catarina Sarmentó e Castro (com declarado)
Maria Joao Antunes (Votei a decisao, porque entendo, de 
harmonia com a declarado de voto aposta ao Acórdao n.° 
359/2009, que a Constituido impóe que duas pessoas do mesmo 
sexo possam contrair casamento).
Joao Cura Mariano (com declarado de voto que junto)
José Borges Soeiro (Vencido de harmonia com a declarado de 
voto que junto).

Benjamim Rodrigues (Vencido de acordo com a declarado 
anexa)

Rui Manuel Moura Ramos (com a declarado junta)

DECLARADO DE VOTO

Votámos a decisao no entendimento de que a opdo legislativa 
sujeita á apreciado do Tribunal -  a possibilidade de duas pessoas 
do mesmo sexo celebrarem um contrato de casamento -  nao é 
desconforme com a Constituido, sem que seja no entanto
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constitucionalmente imposta (como o Tribunal o julgou no 
acórdao n° 359/2009).
Trata-se pois de urna escolha que, versando sobre matéria que 
nao integra o núcleo indisponível do instituto constitucionalmente 
protegido, se encontra no ámago da liberdade de conforma9 áo 
política do legislador democrático. Nestes termos, é ela revisível 
por decisáo soberana do mesmo legislador.
Nao cabe a este Tribunal interferir no ámbito das decisoes do 
legislador democrático que, por op9áo constitucional, 
permanecem livres, nem mesmo nos casos em que a comunidade 
jurídica implicada é coincidente com todo o género humano e as 
matérias a decidir se revistam para a sua existencia de inegável 
centralidade. Tais circunstáncias, se nao autorizam que o Tribunal 
abandone a sua condÍ9áo de legislador negativo, seguramente que 
se repercutem sobre a responsabilidade que, perante a 
comunidade, detém o legislador positivo democráticamente 
legitimado.
María Lúcia Amar al
Rui Manuel Moura Ramos

DECLARADO DE VOTO

Votei no sentido da nao inconstitucionalidade das normas 
questionadas. Contudo, diferentemente do Acórdao - que chega a 
tal decisáo por entender que a sol^áo estabelecida no Decreto n.° 
9/XI da Assembleia da República cabe na liberdade de op9áo do 
legislador -, entendo que o legislador está obrigado, por 
imperativo constitucional, a consagrar esta sol^áo de igualdade.
O artigo 36.°, n.° 1, da CRP, que estabelece que todos tém o 
direito de contrair casamento, nao fomece urna noqáo de 
casamento e remete para a lei á regula9áo dos seus requisitos, 
efeitos e dissoluqao. O direito subjectivo consagrado neste artigo
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pressupóe a existencia do correspondente instituto jurídico de 
direito público privado, que lhe é preexistente, mas a leitura do 
que possa ser o casamento deve realizar-se á luz da Constituiqáo, 
i.e., dentro do programa constitucional.
Do sistema constitucional fazem parte valores, principios e 
direitos relevantes para compreender a nofáo de casamento - 
interferindo aqueles com os contornos fundamentáis deste -, entre 
os quais se encontra a dignidade da pessoa humana (art. 1° da 
CRP), a igualdade, a liberdade ou o direito á identidade pessoal e 
ao livre (e coerente) desenvolvimento da personalidade (art. 26.°, 
n.° 1, da CRP). A meu ver, deles resulta, v.g., a liberdade de 
op9ao quanto á forma de constituir a familia nuclear (o que incluí 
todos poderem escolher o casamento), ou a relevancia da procura 
da realizado pessoal através do casamento, incluindo a 
realizado afectiva/emocional/sexual, em ambos os casos sempre, 
também aqui, balizadas pelo quadro constitucional.
Além destes aspectos individuáis relativos ao casamento, a 
Constituido garante o direito a constituir familia, no mesmo art. 
36.°, e protege-a de forma especial. Sendo o casamento, como 
comunhao (íntima) de vida (e visáo conjunta de futuro), um dos 
modos de constituir aquele elemento fundamental da sociedade 
(que deve ser constitucionalmente entendido como «1 + 1=2» e 
nao, necessariamente, como «1+1-3»), a CRP obriga, a meu ver, 
a que o legislador modele o instituto do casamento de modo a 
salvaguardar (no mínimo) o ambiente afectivo familiar, alguma 
estabilidade benéfica á familia, e a protec^ao de um perante o 
outro em resultado do compromisso assumido na opfao por um 
percurso de vida comum (assisténcia, cuidado, apoio, partilha e 
confiamja devidos ao outro). A protec9áo constitucional do 
direito ao casamento imporá ainda a protec9ao contra terceiros e 
contra o próprio Estado.
Da Constitu¡9áo resulta também que o casamento, enquanto um 
dos elementos estruturantes da sociedade (como um dos 
instrumentos jurídicos de constituiqáo do núcleo familiar), é um 
vínculo jurídico cuja existéncia nao pode deixar de ser assegurada

LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 10 -  2010. PAGINAS 265 -  381 355



SALVADOR TARODO SORIA

-  sempre dentro dos moldes constitucionalmente admissíveis 
devendo o legislador fixar-lhe os efeitos pessoais e patrimoniais, 
a sua constituido e extin?áo. E sendo dotado de especial 
simbolismo, naquilo que em si carrega de reconhecimento social 
ligado, quer ao próprio acto, quer ao estado civil, sempre caberá 
ao legislador salvaguardar a sua denomina9ao simbólica e 
publicidade.
É esta estrutura da garantía constitucional do casamento (e legal, 
quando com aquela constitucionalmente conforme, e no que, por 
referencia a esta, possa ser considerado nuclear á configurado 
constitucional do instituto) que é preciso convocar quando se 
procura determinar a possibilidade (como faz o acórdao), mas 
também, a meu ver, a imperatividade, da consagrado do 
casamento entre pessoas do mesmo sexo.
Estabelecendo o artigo 36.°, n.° 1, da CRP, que todos tém direito 
de contrair casamento em condiqoes de plena igualdade, e 
atendendo ao disposto no artigo 13.°, n.° 2, da CRP, que garante, 
nomeadamente, que ninguém pode ser prejudicado ou privado de 
qualquer direito em razáo de orientaqáo sexual, seria preciso 
encontrar fundamento material suficiente para a diferenciado.
Considerando as finalidades do casamento - individuáis, como a 
salvaguarda da realizado pessoal no plano emocional e afectivo 
através da comunháo íntima de vida; de protecqáo institucional 
do cuidado pelo outro, de estabilidade do vínculo e simbolismo - 
e atendo aos seus efeitos decorrentes da lei (patrimoniais e regime 
de bens, sucessórios, deveres de assisténcia, quanto á seguraba 
social, ...) nao se ve como poderia urna medida legislativa 
encontrar suporte material bastante para fundamentar urna 
diferen9a de tratamento entre pares do mesmo sexo e pares de 
sexo diferente que pretendessem casar, fosse a diferenqa 
estabelecida quanto aos efeitos jurídicos vinculativos, ou, desde 
logo e por maioria de razao, quanto á denomina9ao simbólica do 
vínculo: as rela9oes de comunháo íntima de vida que se 
estabelecem entre pessoas do mesmo sexo sao, no essencial e no 
que constitucionalmente releva (e afastado que está o
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entendimento de que a Constituido possa acolher um modelo de 
casamento baseado na complementaridade de sexos 
potencialmente procriativa), iguais.
Deixar ao legislador a possibilidade de dizer que duas pessoas do 
mesmo sexo apenas podem casar se nao for urna com a outra, 
seria conceder-lhes um direito de que usufruiriam contra a sua 
orienta9áo sexual. Deixar ao legislador a op9ao de negar o direito 
ao casamento quando a realiza9áo sexual do par acontece sendo 
ambos do mesmo sexo mais nao é do que tratar de maneira 
diferente afectos e projectos de vida iguais.
A luz do conceito constitucional de casamento, das finalidades da 
protec9ao do direito fundamental, e do que se deve considerar 
inscrito no actual estado de pessoa casada (e apenas quanto ao 
que daí directamente decorra), nao encontró fundamento racional 
e razoável bastante para a diferen9a, devendo ser consagrada a 
igualdade de tratamento que, no actual quadro constitucional, nao 
admito que possa ser reversível.
Assim sendo, considero que em virtude do disposto no artigo 
13.°, n.° 2, e no artigo 36.°, n.° 1, da CRP, o legislador nao pode 
deixar de consagrar o casamento entre pessoas do mesmo sexo, 
sob pena de viola9ao do principio da igualdade.
Catarina Sarmentó e Castro

DECLARADO DE VOTO

Nao acompanho o acórdao na parte em que arrisca urna descr¡9áo 
pormenorizada do núcleo essencial do conceito constitucional de 
casamento, optando por urna adesao ao modelo actualmente 
consagrado na lei ordinária, com excep9áo da exigencia da 
diversidade sexual dos cónjuges.
Para a decisáo da questáo de constitucionalidade que foi colocada 
basta verificar que a elimina9ao deste requisito apenas amplia, 
com fundamento material bastante, o acesso ao actual modelo de
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casamento adoptado pela lei ordinária, sem alterar o seu figurino, 
nem interferir no seu regime, pelo que está afastada a hipótese 
desta alteraqáo poder resultar numa descaracterizaqao ou 
supressáo deste instituto.
Por isso me afasto da enunciaqáo de urna problemática defmiqáo 
do núcleo essencial do conceito constitucional de casamento, a 
qual condiciona desnecessariamente a resoluqáo de muitas outras 
questoes de constitucionalidade, cuja temática é estranha ao 
objecto deste recurso.
Joáo Cura Mariano

DECLARAQÁO DE VOTO

Votei vencido, face ao entendimento que perfilho e, que, 
sintéticamente consigno:
A questáo que o Tribunal Constitucional é agora chamado a 
apreciar prende-se, a meu ver, única e exclusivamente com a 
interpretaqáo do artigo 36.°, n.° 1 da ConstituÍ9áo.
Afasto liminarmente o parámetro contido no artigo 13.°, n.° 2 
pois, como se entendeu no Acórdao n.° 359/2009, que subscrevi, 
do que se tratou na revisáo constitucional de 2004 foi, táo- 
somente, do aditamento de urna outra “categoría suspeita” aos 
fundamentos proibidos de discriminaqáo expressamente 
elencados no referido preceito. Transcrevendo o referido acórdao, 
ai se disse que:
“E daí que — indo agora ao ponto — no controlo jurisdicional da 
constitucionalidade das soluqoes jurídico-normativas a que o 
legislador tenha, desse modo, chegado (no controlo, afinal, do 
modo como o legislador preencheu o espaqo que a Constituiqáo 
lhe deixou, precisamente a ele, para preencher) haja de operar-se 
com urna particular cautela e contenqáo. Decerto, assim, que só 
onde ocorrer urna real e inequívoca incompatibilidade de tais
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solu9Óes com o principio regulativo constitucional que esteja em 
causa — real e inequívoca, nao segundo o critério subjectivo do 
juiz, mas segundo um critério objectivo, como o será, p. ex. (e 
para usar aqui urna fórmula doutrinária expressiva), o de «todos 
os que pensam recta e justamente» —, só entáo, quando for 
indiscutível que o legislador, afinal, nao ‘concretizou’, e antes 
‘subverteu’, a matriz axiológica constitucional por onde devia 
orientar-se, será lícito aos tribunais (e ao Tribunal Constitucional 
em particular) concluir pela inconstitucionalidade das mesmas 
solu9Óes.”
Mais á frente, transcrevendo o Acórdao n.° 105/90, afirma-se o 
seguinte:
“E, se estas considera9Óes sao em geral pertinentes, mais o seráo 
ainda quando na comunidade jurídica tenham curso perspectivas 
diferenciadas e pontos de vista dispares e nao coincidentes sobre 
as decorréncias ou implica9oes que dum principio «aberto» da 
Constitu¡9ao devem retirar-se para determinado dominio ou para 
a solu9áo de determinado problema jurídico. Nessa situa9ao 
sobretudo — em que haja de reconhecer-se e admitir-se como 
legítimo, na comunidade jurídica, um ‘pluralismo’ 
mundividencial ou de concep9oes — sem dúvida cumprirá ao 
legislador (ao legislador democrático) optar e decidir.”
O mesmo é sustentado por Gomes Canotilho e Vital Moreira, que 
afirmam que “a recep9áo constitucional do conceito histórico de 
casamento como uniáo entre duas pessoas de sexo diferente nao 
permite retirar da ConstituÍ9áo um reconhecimento directo e 
obrigatório do casamento entre pessoas do mesmo sexo (como 
querem alguns a partir da nova redac9áo do artigo 13.°, n.° 2).” 
(Constituido da República Anotada, volume 1, 4.a edÍ9áo revista, 
Coimbra Editora, 2007, p. 568).
Do que importa tratar é da correcta interpreta9ao do artigo 36.°, 
n.° 1, que consagra o direito fundamental de todos ao casamento. 
Para além desta dimensáo subjectiva, o casamento apresenta-se 
também, como se pode 1er na decisáo, coberto pela “garanda de 
instituto”. Nao obstante poder concordar, em principio, com o
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papel residual que está reservado a esta figura no quadro do 
constitucionalismo actual, nao creio, contrariamente ao 
entendimento subscrito pela maioria que urna eventual 
transmutado da figura (“ (...) a construido perdeu essa sua 
fungao histórica e nao pode manter-se com o mesmo sentido” 
ponto 19), possa redundar na respectiva irreleváncia, na presente 
sede, nomeadamente no que se refere ao núcleo essencial do 
casamento e á inclusao nesse núcleo da diferen9a de sexo dos 
cónjuges. Atente-se aliás no facto de que a decisáo do Tribunal 
Constitucional Federal alemáo referida neste acórdáo centrou a 
sua análise, ao aferir a compatibilidade do regime das Parcerias 
Registadas com o artigo 6.°, n.° 1 da Grundgesetz, na 
circunstáncia de que aquele regime nao afectava o conteúdo 
essencial da garantía de instituto (casamento) 
constitucionalmente prevista e consagrada. Sendo certo que nessa 
decisáo aquele Tribunal debrufou-se sobre questáo diversa da que 
integra o objecto dos presentes autos -  tendo entáo sido chamado 
a apreciar o regime específicamente criado pelo legislador para 
tutelar unioes homossexuais, optando pela via das Parcerias 
Registadas e negando-lhes o acesso ao casamento -  e que, como é 
bem de ver, o referido artigo 6.°, n.° 1 nao apresenta integral 
identidade com o nosso artigo 36.°, n.° 1, considero ainda assim 
bastante significativo que o Tribunal Constitucional alemáo náo 
tenha enveredado pela via que se adopta na presente decisáo de 
relegar para um plano “secundário” a categoría dogmática da 
“garantía de instituto”. Figura esta que, realce-se, tem gánese 
germánica. O Tribunal Constitucional alemáo entendeu entáo que 
a diferencia de sexos dos cónjuges se integra no núcleo essencial 
do instituto casamento, sendo apenas passível de alterafáo, 
enquanto principio essencial estruturante do mesmo, por via de 
urna revisáo constitucional. Entendo que a mesma conclusáo se 
imporia no quadro do nosso ordenamento fundamental.
Embora a ConstituÍ9áo portuguesa náo defina (aliás, tal como a 
Lei Fundamental alemá) o que é o casamento, náo significa isto 
que se trate de conceito totalmente alheado de qualquer
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densificafao constitucional. Desde logo, do artigo 36.° resulta 
urna configuraqáo constitucionalmente consagrada e protegida, 
como garantía institucional, de acordo com a qual “se exige, em 
face das intervenqóes limitativas do legislador a salvaguarda do 
«mínimo essencial» (núcleo essencial) das instituÍ9oes” (Cfr. 
Comes Canotilho, Direito Constitucional e Teoría da 
Constituigao, 7.a ed., Almedina, Coimbra, p. 397). Assim, ao 
“núcleo essencial” corresponderáo as faculdades típicas que 
integram o direito, tal como é definido na hipótese normativa, e, 
que correspondem á protecijao da ideia de dignidade humana 
individual na respectiva esfera da realidade — abrangem aquela 
dimensáo dos valores pessoais que a Constituiqáo visa em 
primeira linha proteger e que caracterizam e justificam a 
existéncia autónoma daquele direito fundamental (cfr. José Carlos 
Vieira de Andrade, Os Direitos Fundamentáis na Constituigao 
Portuguesa de 1976, 3.a ed., Almedina, Coimbra, p. 176). 
Significa isto que “o casamento nao é, pois, garantido como urna 
realidade abstracta, completamente manipulável pelo legislador e 
susceptível de livre conformado pela lei ordinária. Pelo 
contrário, nao faz sentido que a ConstituÍ9áo conceda o direito a 
contrair casamento e, ao mesmo tempo, permita á lei ordinária 
suprimir a institu¡9áo ou desfigurar o seu núcleo essencial (...) O 
legislador deve, em conformidade, respeitar a estrutura nuclear da 
garantía institucional do casamento que se extrai da Constituiqáo” 
(Jorge Miranda e Rui Medeiros, Constituigao Portuguesa 
Anotada, vol. 1, p. 397). Também Francisco Pereira Coelho e 
Guilherme de Oliveira, sustentam que a “instituiqáo do 
casamento está constitucionalmente garantida, pois que nao faria 
sentido que a Constituiqáo concedesse o direito a contrair 
casamento e, ao mesmo tempo, permitisse ao legislador suprimir 
a instituÍ9áo ou desfigurar o seu ‘núcleo essencial”’.(cfr. Curso 
de Direito de Familia, volume I, 3.a ed., Coimbra Editora, p. 
160).
Resulta líquido, a meu ver, que o constituinte de 1976 tinha em 
mente o casamento entre pessoas de sexo diferente quando 
redigiu o artigo 36.°. Nao só porque esse era o conceito que
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resultava entáo como dominante -  e o diálogo com a historia e 
com a trad¡9áo é nota característica de qualquer acquis 
constitucional -  mas também porque se assim nao fosse entáo ter- 
se-ia verificado necessariamente, em 1977, a alteraqáo dos 
preceitos relevantes do Código Civil de modo a garantir que a 
legisla9áo ordinária acomodava a nova concep9áo constitucional. 
Isso foi o que sucedeu, aliás, com matérias relativas á filia9áo e á 
igualdade entre os cónjuges. Esta conclusáo sai refor9ada em face 
da integra9áo do preceito no todo corpóreo do artigo 36°. Com 
efeito, esta norma constitucional consagra “no texto fundamental 
a liga9áo profunda entre casamento e filia9áo”, como aliás resulta 
dos respectivos n.°s 2, 3, 4, 5 e 6 (cfr. Duarte Santos, “Mudam-se 
os Tempos, Mudam-se os Casamentos-”, p. 327 e seguintes).
Sendo certo que a diferen9a de sexo dos nubentes foi pressuposta 
pelo constituinte de 1976 no papel atribuido ao casamento pela 
nova ordem constitucional, poder-se-ia argumentar no sentido de 
urna “muta9áo constitucional” que tenha tornado irrelevante para 
a ConstituÍ9áo a diferen9a de sexos dos cónjuges. Esta mutaqáo 
apenas se pode justificar por referencia a urna altera9§o do núcleo 
essencial da garantía consagrada no artigo 36.°, n.° 1 e já nao 
como decorréncia da proibÍ9áo de discrimina9áo em fun9áo da 
orienta9áo sexual como referí anteriormente. Entendo que 
defender urna tal “muta9áo constitucional” no sentido de 
comportar urna altera9áo do conceito de casamento tal como 
recepcionado e acolhido pelo legislador constituinte de 1976 e 
mantido pelas sucessivas revisóes constitucionais -  ordinárias e 
extraordinárias -  constituí resultado exegético ilegítimo. Os 
mecanismos de garantía de urna Constitu¡9áo -  políticos e 
judiciais -  e os respectivos arranjos institucionais específicos 
podem assumir diversas modalidades e variáveis. E mesmo os 
mecanismos que se apresentam como formalmente aparentes nao 
podem deixar de ser lidos e interpretados no contexto de cada 
sistema em que se localizam. Como assinalou Robert Dahl, “as 
soluqoes específicas devem ser adaptadas as cond¡9oes e 
experiéncias históricas de cada país, á sua cultura política e ás
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concretas instituyóos políticas.” (Democracy and its Crides, Yale 
University Press, New Haven, p. 192).
Nao é possível escamotear o facto de que o desenvolvimento 
constitucional no quadro dos mecanismos políticos e judiciais de 
garantía da Lei Fundamental se apresenta com um pendor 
marcadamente textualista. Assim se explica a tendencia reiterada 
do legislador constituinte para incorporar e cristalizar a 
hermenéutica da jurisprudéncia deste Tribunal Constitucional nos 
preceitos da Lei Fundamental. Como escreveu Maria Lúcia 
Amaral, “Em Portugal (...) textualiza-se a jurisprudéncia, isto é, 
procura-se assegurar a sua fixaqao em norma constitucional 
escrita. Em vez de se admitir que ela nao pode deixar de integrar 
o corpus constitucional -  aceitando-se também que parte desse 
corpus terá necessariamente que ser móvel, evolutivo, sujeito á 
crítica pública e gradualmente melhorado pelo que se vai 
aprendendo com a experiéncia dos casos concretos -  procede-se á 
sua rigidifica9áo, integrando-a, por via de revisáo, no texto da 
própria ConstituÍ9áo.” (“Problemas da judicial review em 
Portugal”, in Themis, ano VI, n.° 10, 2005, pp. 88-89).
Sendo este estado de coisas eventualmente passível de 
considera9Óes críticas, nao me parece que o mesmo possa, no 
entanto, ser ignorado pelo juiz constitucional. Urna das fu^oes 
que assiste á jurisd¡9áo constitucional -  qualquer que seja a sua 
localizaqao -  é a de zelar pela integridade da ConstituÍ9ao mesmo 
que contra a vontade da maioria parlamentar do momento. Este 
pendor contra-maioritário ou anti-maioritário permite proteger a 
Constitu¡9áo -  e a legitimidade popular que lhe subjaz -  da 
actuaqáo de maiorias parlamentares ocasionáis. Trata-se, como 
bem se sabe e agora me limito a invocar, ainda da protecqao da 
ordem democrática', neste caso, protege-se a soberanía popular 
que presidiu á outorga da Constituiqáo de eventuais actuaqóes 
democráticas as quais, ainda que assentes numa maioria 
parlamentar, estáo em dissonáncia com aquela soberanía popular 
expressa ñas leis fundamentáis de um país.
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Entendo, portanto, que nao é legítimo aferir qualquer “mutafao 
constitucional” nesta matéria que prescinda de urna opfao 
expressa, prévia e assumida do legislador constituinte. Com 
efeito, e como salientam Gomes Canotilho e Vital Moreira, a 
Constitu¡9ao procedeu a urna recepto do “conceito histórico de 
casamento como uniao entre duas pessoas de sexo diferente” (cfr. 
ob. cit., p. 586). Deste modo, sendo o instituto casamento 
acolhido e garantido enquanto uniao entre pessoas de sexo 
distinto, e nao se verificando alteraijoes -  no plano constitucional 
-  que legitimem a conclusao de que terá ocorrido, neste campo, 
urna “muta9áo constitucional”, a mesma apenas poderá ser 
prosseguida pelo legislador ordinário perante prévia op9áo 
expressa do legislador constituinte. Como salienta o parecer junto 
pelo pedido, “tal postulado levaría, (...) a urna interpreta9ao 
actualista, cujos requisitos se fundam que o novo sentido a 
imputar á lei (constitucional) vigente possua um mínimo de 
correspondéncia verbal no respectivo texto e que a interpreta9áo 
‘actualista’ seja urna extensao, um prolongamento, urna 
amplia9ao ou continua9áo do espirito da norma vigente -  e nao a 
substituÍ9ao desse espirito (...)”.
Ora, estando-se perante um conceito normativo, na medida “em 
que arrastam consigo determinados regimes jurídicos gizados 
pela norma”, como seja o conjunto de direitos e deveres dos pais 
em rela9ao aos seus filhos, e pela fun9ao natural de protec9áo e 
educa9ao dos filhos, logo se concluí que o aludido conceito 
normativo de casamento “nao é aplicável, por interpreta9áo 
actualizada, ao casamento entre pessoas do mesmo sexo.”
Com efeito, o legislador constituinte nao se confunde com o 
legislador ordinário desde logo quanto á maioria necessária para 
aprovar urna altera9ao á Constituyo e aos trámites processuais 
que tal processo deve observar. Saliente-se ainda o facto de que a 
aprova9ao de urna altera9áo constitucional nao reveste, entre nós, 
exigéncias que a tomam um objectivo quase inalcan9ável. Isso 
reflecte-se, aliás, no facto de que em 34 anos de vida da 
ConstituÍ9áo foram aprovadas sete altera9oes ao respectivo
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conteúdo. Ora, quando o legislador constituinte, ñas sete revisoes 
constitucionais que se seguiram a 1976, se manteve 
sistemáticamente silente nesta matéria, constatando-se, no 
entanto, que a mesma nao foi pura e simplesmente ignorada como 
se pode verificar pelas declara9oes de voto apostas por vários 
deputados aquando da alterado do artigo 13.°, n.° 2 em 2004, nao 
se pode deixar de relevar um tal comportamento como reiterando 
o entendimento de que o conceito de casamento 
constitucionalmente acolhido e tutelado é o casamento entre 
pessoas de sexo diverso. Aliás, como a própria posifao que fez 
vencimento reconhece, “as questSes dos modos e ámbito de 
protec^áo, reconhecimento e legitima9áo das situa9oes de vida 
em comum de casais homossexuais irromperam ñas últimas tres 
ou quatro décadas, com preméncia crescente, tanto na ordem 
jurídica portuguesa como noutros lugares do mesmo espa9 0  de 
civiliza9áo e cultura jurídica que Portugal integra O apego 
á literalidade que vem sendo demonstrado pelo legislador das 
várias revisoes constitucionais for9a a reconhecer um 
determinado sentido ao seu siléncio nesta matéria do casamento -  
o sentido de que nao foi por si (até agora) pretendida urna 
qualquer altera9ao neste dominio, continuando, por conseguinte, 
a valer na ordem constitucional de casamento o conceito que foi 
acolhido em 1976.
A pos¡9áo que fez vencimento reconhece e aceita que a liberdade 
de conforma9áo do legislador ordinário em sede de regulaqáo 
jurídica do casamento nao é absoluta. Nao vejo no entanto como 
satisfatórios os argumentos que aduz no sentido de que a 
diversidade de sexo dos nubentes nao se sitúa, ao contrário de 
outros aspectos, no ámbito do conteúdo essencial que, por esta 
via, escapa á disponibilidade do legislador ordinário.
Concluo, assim, que o legislador ordinário -  consubstanciado em 
determinada maioria parlamentar ocasional -  nao pode afastar 
urna tal op9áo constitucional, impondo um conceito de casamento 
que viola o núcleo essencial da garantía plasmada na Lei 
Fundamental. Portanto, e porque a problemática do casamento 
entre pessoas do mesmo sexo nao é assunto ignorado pelo
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legislador constituinte, em face do que vem sendo a matriz do 
paradigma constitucional nacional, entendo que a possibilidade 
de introdugáo, por via legal, do casamento entre pessoas do 
mesmo sexo, carece de opgáo específica do legislador 
constituinte.
Como salienta Cristina Queiroz, “pelas fúngoes que a 
Constituigáo desempenha, nao será possível passar por cima do 
direito constitucional escrito, reclamando-se do direito
constitucional nao escrito. Neste sentido, nao poderao ocorrer 
entre nós mutagoes constitucionais de forma derrogatória face a 
um objectivo normativo deixado claro pelo legislador 
constituinte. O processo de revisáo constitucional existe 
precisamente para ultrapassar as restrigoes as normas
constitucionais escritas feitas em nome do direito constitucional 
nao escrito.” (Interpretagao constitucional e poder judicial -  
Sobre a epistemología da construgáo constitucional, Coimbra 
Editora, 2000, pp. 117-118).
Aceitar a alteragáo constante do projecto em análise que vem
afastar o requisito da diferenga de sexos entre os nubentes
equivale a urna alteragáo constitucional por via de lei simples da 
Assembleia da República. As fungbes de garantía da Constituigáo 
que impendem sobre este Tribunal imporiam, no meu entender, 
que o mesmo se pronunciasse agora no sentido da 
inconstitucionalidade de tal solugáo.
Sao estas as razoes que me levam a dissentir do acórdáo que fez 
vencimento.
José Borges Soeiro

DECLARADO DE VOTO 1

1 -  Votei vencido por nao poder acompanhar a solugáo que fez 
vencimento.
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2 -  Entendo, firmemente, que a sol^áo sustentada no acórdao 
corresponde a urna revisao ou urna mutaqáo constitucional 
levadas a cabo em matéria do casamento, pelo Tribunal 
Constitucional, com violado do principio constitucional da 
separa?ao de poderes.

3 -  Antes de mais, nao posso deixar passar em branco o facto de, 
na economia da questáo a resolver dentro de urna Constituido de 
tipo “rígido”, nao se ver qualquer utilidade no percurso feito pelo 
acórdao no campo do direito comparado dos países do common 
law.
Se algum sentido tinha a pesquisa feita nesse ámbito, ela apenas 
se vislumbrava relativamente aqueles sistemas jurídicos onde o 
casamento tem tratamento constitucional paralelo ou aproximado 
ao nosso, como seja, por exemplo, o da Lei Fundamental alema, 
cujo figurino nao foi, porém, seguido pelo nosso legislador.

4 -  De qualquer modo -  sumariamente e cingindo-nos ao 
ambiente europeu -  é de acentuar que tanto o Tribunal Europeu 
dos Direitos do Homem, como a Comissao Europeia dos Direitos 
do Homem, como, finalmente, o Tribunal de JustÍ9a das 
Comunidades Europeias nunca afirmaram que o casamento 
enquanto instituÍ9áo jurídica reservada apenas para as unióes 
heterossexuais constituísse qualquer forma de discrimina9áo 
ilegítima em face das unióes homossexuais, seja á face das 
conven9Óes internacionais que interpretaram (Conven9áo 
Europeia dos Direitos do Homem ou Tratado da Uniao Europeia), 
seja á face dos principios universalmente aceites como o da 
dignidade humana e o da igualdade de direitos.
E o mesmo se diga das Resolu9Óes e Recomenda9Óes, 
identificadas no acórdao, provindas da Assembleia Parlamentar 
do Conselho da Europa e do Parlamento Europeu.
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O mais nelas alguma vez reivindicado foi o reconhecimento das 
unioes de facto entre pessoas do mesmo sexo ou de sexos 
diferentes (possível sob outros institutos) e a atribuifáo de 
direitos iguais (onde a natureza os consinta).
Nunca se defendeu que o alargamento do conceito normativo do 
casamento no sentido de abranger as unioes homossexuais e 
heterossexuais fosse a única so lu to  possível como modo de 
respeitar o principio da dignidade humana, o direito á 
privacidade, o direito á igualdade e o gozo dos direitos e 
liberdades sem quaisquer distinqóes, tais como as fundadas no 
sexo ou na orientando sexual.

5 - 0  acórdao entendeu que “o conceito constitucional de 
casamento é um conceito aberto, que admite nao só diversas 
conformanoes legislativas, mas também diversas concepgoes 
políticas, éticas e sociais, tendo sido confiada ao legislador 
ordinário a tarefa de, em cada momento histórico, apreender e 
verter no ordenamento aquilo que nesse momento corresponda as 
concepqóes dominantes nesta matéria”.
Num sistema constitucional de tipo continental, rígido, cunhado 
segundo a matriz ideológica da Revolufáo Francesa, como é o 
nosso, e tendo em conta os pertinentes parámetros 
jusfündamentais, nao podemos estar mais em desacordó.

6 -  Para podermos admitir que o conceito de casamento sería, na 
nossa Constituifáo, um conceito aberto, sujeito ás vari arríes do 
tempo, segundo a vontade do legislador ordinário, teríamos de 
ver a expressáo verbal “contrair casamento” constante do n.° 1 do 
artigo 36.° da ConstituÍ9áo da República Portuguesa como sendo 
um conceito de tipo descritivo, um conceito de tipo fáctico, ou 
um mero conceito com intenqao proclamadora de um programa 
constitucional a concretizar ao longo do tempo por parte do 
legislador ordinário, intencionalidade esta sempre manifestada de
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forma clara através de expressoes como a “a lei regula...”, “nos 
termos da lei...”, “nos quadros definidos pela lei...”, “é 
disciplinada por lei...”; etc.
Se fosse um destes tipos de conceito, decerto que estaría aberto a 
absorver as novas formúleles da realidade superveniente que 
postulassem a proteopáo dos mesmos interesses.
Jamais vimos, porém, sustentada em parte alguma entre nós urna 
tal natureza do conceito do direito a contrair casamento, nos 
vários sáculos da nossa historia pátria até á década de 90!
Nunca como tal foi tido pelo povo, pela doutrina ou pela 
jurisprudencia!
A data da fixagao do texto e da intencionalidade constitucional 
da Constituigao de 1976, o casamento era um complexo 
normativo bem precisado no sistema jurídico de entáo como 
contrato que pressupunha a diversidade de sexo dos cónjuges, 
através do qual se pretendía constituir familia mediante urna 
plena comunháo de vida, sendo a familia considerada como 
elemento natural e fundamental da sociedade, na medida em que 
assegurava a renovafáo das gera^des: quer na ConstituÍ9ao de 
1933 (artigos 12.° a 14.°), mantida transitoriamente em vigor pela 
Lei n.° 3/74, de 14 de Maio, na parte que nao contrariasse os 
principios expressos no Programa do Movimento das For9as 
Armadas, sendo irrefutável que estas dimensoes da instituÍ9ao 
jurídica os nao contrariava, quer no Código Civil vigente, de 
1966 (artigo 1577.°), quer em todo o resto do sistema jurídico 
infraconstitucional.
A luz de todo o sistema jurídico ele tinha seguramente como seu 
núcleo essencial: a celebra9áo de um contrato entre duas pessoas 
de sexo diferente e o escopo de, através desse contrato, essas 
pessoas de sexo diferente pretenderem constituir familia 
mediante urna plena comunháo de vida.
E essa plena comunháo de vida justificava a imposÍ9áo, como 
instrumentos mínimos da sua prossecu9ao, de certos deveres 
estatutários (de estado de casado), como os do respeito,
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coabitafao, cooperado, assisténcia e fidelidade (artigo 1672.° do 
Código Civil).
Nao obstante a sua natureza de deveres legáis, e como tais, 
configuráveis em re la jo  a outros tipos de contratos, certo é que a 
diferen9a de sexo dos cónjuges emprestava urna especial 
natureza e razáo de ser aos deveres de coabitagáo e de fidelidade 
conjugáis, bem diversa daquela que será possível descortinar 
numa rela9&o homossexual.
Fui o complexo normativo constituido por estes dois elementos 
nucleares que o nosso legislador constitucional pretenden 
assegurar a todos, numa dupla dimensao de direito fundamental e 
de garantía institucional, ao prescrever, no artigo 36.°, n.° 1, que 
“todos tém o direito de constituir familia e de contrair casamento 
em condÍ9oes de plena igualdade”.
As expressoes verbais “direito a constituir familia e de contrair 
casamento em condiqóes de plena igualdade” nao sao usadas 
enquanto reconhecimento de urna certa realidade social do tempo, 
mutável, na altura da fixa9áo do texto constitucional, mas 
enquanto “institutos” ou “institu¡9oes” existentes no todo do 
ordenamento jurídico que a Constituiqáo quis reconhecer e “aos 
quais, em qualquer caso, pretende assegurar protec9áo especial na 
sua esséncia ou nos seus tra9os característicos” (cf. José Carlos 
Vieira de Andrade, Os Direitos Fundamentáis na Constituiqao 
Portuguesa de 1976, 2.a edÍ9áo, p. 139).
E também nao sao usadas enquanto conceito descritivo, mas sim 
normativo, envolvendo pondera9oes normativo-regulativas, no 
próprio texto constitucional, como resulta de urna interpreta9áo 
sistemática da ConstituÍ9áo, esta só possível relativamente a 
normas.
Todo o artigo 36.° da Constitu¡9áo está estruturado em tomo do 
pressuposto do casamento heterossexual, pois só relativamente a 
um casamento concebido nesses termos é que se justifica que o 
legislador constitucional tenha tido a necessidade de consagrar 
expressamente, no seu n.° 3, que “os cónjuges tém iguais direitos
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e deveres quanto á capacidade civil e política e á manutenqao e 
educaqáo dos filhos” e, no n.° 4, que “os filhos nascidos fora do 
casamento nao podem, por esse motivo, ser objecto de qualquer 
discriminaqáo e a lei ou as repartiqoes oficiáis nao podem usar 
designaqoes discriminatórias relativas á filiaqáo”.
Ao dispor que os cónjuges tém iguais direitos e deveres quanto á 
manutenido de educando dos fühos e ao proibir a existencia de 
qualquer discriminaqao entre os filhos nascidos dentro do 
casamento e fora do casamento, o legislador constitucional deixa 
bem claro que os filhos a que se está a referir sao os filhos 
biológicos e que o casamento a que se refere é o casamento entre 
pessoas de sexo diferente, pois só neste caso a hipótese é possível 
a hipótese verificar-se segundo as leis da Natureza.
No casamento entre pessoas do mesmo sexo nao cabe, como 
efeito consequente admissível sob o ponto de vista da Natureza, 
qualquer previsáo de regulaqao das relaqóes de ambos os 
cónjuges quanto “á manutenqáo e educaqáo dos filhos” nem a 
referida destrinqa de hipóteses quanto aos filhos.
E dados os termos da sua formulaqáo é seguro que os n.°s 3 e 4 
do artigo 36.° nao se referem aos filhos adoptivos, porquanto a 
previsáo da adopqao, enquanto fórmula ou forma jurídica de 
estabelecimento da relaqáo de filiaqao contemplada naqueles 
números, apenas, numa dimensao biológica (constituida dentro 
ou fora do casamento), só vem prevista depois de tais preceitos, 
no n.° 7 do mesmo artigo, e como estatuto a “regular e a proteger 
nos termos da lei, a qual deve estabelecer formas céleres para a 
respectiva tramitado (questao que nunca se póe relativamente á 
filiaqáo natural).
De notar que sempre que a Constituiqáo de 1976 se quis afastar 
dos conceitos normativos existentes no sistema (inclusive, 
constitucional anterior) em matéria de familia, de filiaqáo e das 
relaqoes entre os cónjuges, prescreveu-o expressamente, nao 
deixando lugar a dúvidas.
E o que decorre do seu artigo 36.° relativamente ao principio da 
igualdade entre os filhos nascidos do casamento ou fora do
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casamento ou dos direitos dos cónjuges quanto á capacidade civil 
e política e á manutengo e educaqao dos filhos, em manifestó 
contraste com o regime anterior (cf. artigos 6.° e 12.° a 14.° da 
Constituido de 1933).
Por outro lado, o casamento também nao está assumido enquanto 
conceito descritivo no todo do resto do nosso sistema jurídico.
Sempre que o legislador ordinário o relevou para lhe associar 
quaisquer efeitos jurídicos, nos mais diversos dominios do 
direito, moveu-se sempre no quadro de urna ponderaqáo de 
atribu¡9áo de tais efeitos em funtpao do casamento enquanto 
envolvendo este um contrato entre pessoas de sexo diferente que 
constituíram familia mediante plena comunhao de vida.
O direito de contrair casamento que foi, pois, assumido pelo 
legislador constituinte, por um lado, como direito fundamental 
reconhecido a todos e, por outro lado, enquanto garantía 
institucional, foi o casamento heterossexual.

7 -  É claro que o acórdáo, intentando justificar a sua tese, se 
acoberta debaixo da literalidade do n.° 2 do artigo 36.° da 
Constituifáo, de acordo com a qual “a lei regula os requisitos e os 
efeitos do casamento e da sua dissolu^áo, por morte ou divorcio, 
independentemente da forma de ceIebra9ao”, vendo 
compreendido no termo “requisitos” a possibilidade legislativa de 
opqao pela exigéncia ou nao da heterossexualidade dos 
contraentes.
Todavía, o termo “requisitos” tem de considerar-se bem curto 
para poder justificar urna total redefmÍ9áo do casamento, dado 
que nunca foi entendido, na linguagem do direito positivo, como 
dizendo respeito á noqáo (substáncia) do contrato a que se refere 
quando esta é por ele expressamente enunciada.
Sendo a heterossexualidade dos cónjuges, segundo o conceito 
constitucional de casamento, elemento essencial do contrato, os 
requisitos apenas poderao, assim, referir-se aos pressupostos
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exigidos para a celebra9áo do tipo de contrato em que os 
contraentes sao homem e mulher que pretendem constituir familia 
mediante plena comunhao de vida.
Era assim, de resto, que a matéria se encontrava regulada no 
Código Civil á data da Constipado originária (cf. artigos 1577.° 
e 1596.° e seguintes) e continua, ainda hoje a estar, como era 
assim que a Constituido de 1933 a compreendia, no seu artigo 
13.°, § 1°, em termos, aliás, mais precisos.
O artigo 36.°, n.° 2, da Constitu¡9ao remeteu para o legislador 
ordinário a regula9ao dos pressupostos e dos efeitos do 
casamento e da sua dissolu9ao por morte ou por divorcio, mas 
dentro da sua concep9ao de contrato entre pessoas de sexo 
diferente, sendo evidente existir, no campo material remetido, 
urna discricionariedade normativo-constitutiva do legislador 
ordinário muito ampia, conquanto nao toque na “esséncia ou nos 
seus tra9os característicos” do casamento tal como ele foi 
assumido pelo legislador constitucional.
Ver nessa remissáo para a lei ordinária a possibilidade de 
conforma9áo de um dos elementos essenciais constituintes da 
garantía institucional do casamento, á data da Constitu¡9áo 
originária, é despir o conceito de casamento da qualidade de 
garantía institucional constitucional, para valer apenas como 
direito fundamental de conteúdo nao densificado 
constitucionalmente e a densificar pelo legislador ordinário.
Bem entendido, o acórdáo reduziu a dimensáo de garantía de 
instituto do casamento á obrigatoriedade, apenas, de o legislador 
ordinário ter de dispor, sempre, em favor das pessoas, de um 
instituto que se denomine de casamento.
Deve notar-se, de resto, que o acórdáo padece de evidente 
incongruéncia científica quando afasta a determina9áo do 
conteúdo do direito fundamental ao casamento pelo sentido 
normativo que o conceito tinha no sistema jurídico, a quando da 
fixa9áo do texto constitucional de 1976, mas, simultáneamente, 
procede á definÍ9áo do seu núcleo servindo-se do sistema 
jurídico, fazendo-o equivaler a urna “comunhao de vida entre
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duas pessoas, estabelecida mediante um acto como tal designado, 
jurídicamente regulado, livre, incondicional e inaprazável”.
Na verdade, estes elementos só poderáo ser apreensíveis através 
do sistema jurídico, dado ninguém os conseguir descortinar no 
artigo 36.° da Constitu¡9áo ou em outros preceitos 
constitucionais.

8 -  Aliás, a haver dúvidas interpretativas sobre o conteúdo do 
conceito constitucional portugués de casamento, mesmo que 
emergentes de urna interpretado sistemática dos n.°s 1 e 2 do 
artigo 36.°, elas teriam de ser resolvidas, entáo, por for9a do 
disposto no artigo 16.°, n.° 2, da ConstituÍ9áo, com recurso ao 
disposto no artigo 16.°, n.° 1, da Declara9áo Universal dos 
Direitos do Homem (DUDH) e este é claro, ao dispor, que “a 
partir da idade núbil, o homem e a mulher tém o direito de casar e 
de constituir familia
O conceito de casamento aqui acolhido é, seguramente, um 
conceito normativo, na medida em que se afirma através da 
definÍ9áo do direito do homem e da mulher a casar-se um com o 
outro (e a constituir familia que é considerada, no n.° 3 do mesmo 
artigo, elemento natural e fundamental da sociedade), como, 
aliás, de resto, o acórdáo de que dissentimos se viu obrigado a 
aceitar, em face da letra e do elemento sistemático de 
interpreta9áo da própria DUDH.
Ora, a DUDH, vigente na Ordem Jurídica Internacional desde 
muitos anos antes da nossa ConstituÍ9ao de 1976, foi assumida 
expressamente como fonte vinculativa de conteúdo dos direitos 
fundamentáis reconhecidos na nossa Constituiqao, no seu artigo 
16°, n.°2.
E nao vale o argumento que o mesmo acórdao esgrime para 
afastar a aplicabilidade desta norma da DUDH, apodando até a 
convoca9ao da interpreta9áo da norma constitucional respeitante 
ao casamento (o artigo 36.°, n.° 1) segundo o sentido da norma da
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DUDH de equívoco argumentativo, afirmando que «o n.° 2 do 
artigo 16.° da Constituid0 funciona apenas bona parte e do 
“lado” jurídico-individual dos direitos fundamentáis».
Na verdade, o n.° 2 do artigo 16.° da Constituido é claro ao dizer 
que “o.v preceitos constitucionais e legáis relativos aos direitos 
fundamentáis devem ser interpretados e integrados de harmonía 
com a Declaragao Universal dos Direitos do Homem”.
Deste modo, a tarefa que se coloca ao intérprete constitucional é a 
de saber qual o conteúdo normativo que os n.°s 1 e 2 do artigo 
36.° da Constituido incorporaram, ao falarem de “direito de 
contrair casamento em condides de plena igualdade” e de que 
“cabe á lei a regulado dos requisitos e dos efeitos do 
casamento”.
Para nao padecer de incongruéncia, o acórdao teria fogosamente 
de admitir que, á data da Constituido originária, o direito a 
contrair casamento nao tinha o sentido estabelecido na DUDH, 
mas já o outro mais lato que agora entende como constituir o seu 
núcleo essencial ou o seu ámbito de protecdo como direito 
(subjectivo) fundamental -  “o de significar o estabelecimento de 
urna relado de comunháo de vida entre duas pessoas 
(independentemente do seu sexo), estabelecida mediante um acto 
como tal designado, jurídicamente regulado, livre, incondicional 
e inaprazável”.
Só, sendo assim (e sem curar de saber, por desnecessário, se um 
tal sentido contrário á DUDH seria legítimo), se poderia sustentar 
estar-se perante um direito fundamental com um ámbito de 
protecdo mais alargado do que aquele que decorre da DUDH, 
pelo que a invocado desta DUDH nao teria um sentido 
explicativo ou integrador do direito fundamental de contrair 
casamento, mas antes restritivo, nao cabendo este na 
intencionalidade da regra constitucional constante do artigo 16.°, 
n.° 2.

Mas este passo teve o acórdao o pudor de o nao dar, precisamente 
pela evidencia de que um tal entendimento se tratava, á data da 
Constituido originária, de urna aventurada ficdo, pois só os
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sinais dos tempos vieram dar conta da necessidade social de 
regulado de urna nova realidade ñas relaces de familia.
Depois, nao concordamos de todo em todo com a asserfáo 
redutora feita no acórdao no sentido de que o n.° 2 do artigo 16° 
da Constituido «funciona apenas in bona parte e do “lado” 
jurídico-individual dos direitos fundamentáis».
Essa funcionalidade apenas teria sentido se o legislador 
constituinte houvesse assumido, sem margens para quaisquer 
fundadas dúvidas interpretativas, o paradigma de contrato de 
casamento agora acolhido, caso em que o ámbito de protec9áo do 
direito fundamental e da garantía institucional do casamento, 
entendidos nestes novos termos, seria mais alargado do que o 
constante da DUDH.
Como se disse, o acórdao nao foi capaz de chegar ai, tendo-se 
quedado pela afirmando da realiza9áo de urna interpretado 
actualista do preceito Constitucional, o que leva pressuposto que 
o actual conteúdo normativo-constitucional tanto podia ser aquele 
que defende (de inclusáo do casamento homossexual), como 
outro, se a Historia caminhasse numa outra direcqao, como acaba 
por expressamente reconhecer ao dizer que, á data da fixaqáo do 
texto constitucional, “o problema era político-juridicamente 
desconhecido”.
Nesta perspectiva, no mínimo e no limite, o acórdao nao poderia, 
entao, deixar de ter admitido, para ser congruente, que, se ainda 
hoje sao mais que possíveis as dúvidas sobre o recorte 
constitucional do núcleo do direito fundamental e da garantía 
institucional do casamento, o que nao se poderia dizer 
relativamente ao momento em que o legislador constituinte se 
“apoderou” da instituiqáo existente no sistema entao vigente (seja 
o sistema constitucional anterior ressalvado pela Lei n.° 3/74, de 
14 de Maio, seja o sistema infraconstitucional)!
Ora, a haver dúvidas acerca do núcleo essencial do direito 
fundamental e da garantía institucional do casamento, consagrado 
na Constituiqáo originária -  dúvidas estas que corresponderáo, no
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mínimo, a um limite científico de intelegibilidade da Lei 
fundamental cuja existéncia nao pode afastar-se -  elas teriam, e 
teráo aínda hoje, de ser solvidas de acordo com o artigo 16.°, n.° 
1, da DUDH.
Na verdade, o artigo 16.°, n.° 2, da Constituido nao determina 
apenas, como diz o acórdao, a aplicado da DUDH in bona parte, 
mas consagra, também, os principios da interpretaido e da 
integra9ao dos preceitos constitucionais e legáis relativos aos 
direitos fundamentáis de harmonía com a DUDH (principio da 
interpretaíáo em conformidade com a DUDH) (cf., sobre a 
historia da inserto  do preceito na nossa Constituido na 
Assembleia Constituinte e o sentido do texto, Jorge Miranda, “A 
Declarado Universal dos Direito do Homem e a Constituido”, 
in Estados sobre a Constituigao, 1.° Volume, p. 60).
Nesta medida, os preceitos dos n.°s 1 e 2 do artigo 36.° da 
Constituido apenas podem ser entendidos com o sentido 
constante da DUDH, ou seja segundo um direito fundamental e 
garantía institucional constitucional (natureza que lhe advém da 
previsao na nossa Constituido) do homem e da mulher a, na 
idade nubil, casar-se um com o outro (sentido emergente da 
DUDH).

9 -  Ora, como bem diz José Carlos Vieira de Andrade (Os 
Direitos Fundamentáis na Constituigao Portuguesa de 1976, 2.a 
edido, P- 141), cuja doutrina o acórdao cita mas sem déla tirar as 
devidas ila9oes, “deve entender-se que as garantías institucionais 
se referem ao complexo jurídico-normativo na sua esséncia e nao 
á realidade social em si, de modo que [...] é com esse alcance que 
vinculam o legislador, admitindo um espa9 0 , maior ou menor, de 
liberdade de conforma9ao legal, mas proibindo-lhe sempre a 
destruigao, bem como a descaracterizagao ou a desfiguragao da 
instituÍ9ao (do seu núcleo essencial)”.
Reduzir o casamento, como fez o acórdao, contra todo o coro do 
sistema jurídico-constitucional e ordinário, ao estabelecimento de 
urna rela9ao de comunháo de vida entre duas pessoas,
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estabelecida mediante um acto como tal designado, juridicamente 
regulado, livre, incondicional e inaprazável, é descaracterizar 
radicalmente a garantía institucional constante da Constituifao e 
isso só seria constitucionalmente legítimo através de urna revisao 
constitucional.
E que nao se ve nela qualquer resquicio normativo, suportado em 
quaisquer elementos de interpretado, de o conceito normativo 
casamento estar reduzido a tal alegado agora núcleo essencial, 
para além de um aparente apoio numa certa compreensáo (errada, 
no caso) do principio da igualdade.
Hoje, ao falar-se de casamento e do estado de casado fica sem 
saber-se a que tipo de relaqao juridicamente relevada existente 
entre as pessoas se refere: se a um contrato entre duas pessoas de 
sexo diferente celebrado com o escopo de, através desse contrato, 
essas pessoas de sexo diferente pretenderem constituir familia 
mediante urna plena comunhao de vida, familia esta, por norma, 
com natureza geracional e, por regra, naturalmente alargada, 
entrelazando várias gerazoes, onde a afectividade brota como 
urna chamamento da própria natureza humana; se a um contrato 
entre duas pessoas do mesmo sexo celebrado com o escopo de 
constituir familia mediante comunhao de vida, onde as relazoes 
entre as duas pessoas se centram essencialmente numa dimensáo 
afectiva.
Desde já importa notar que a comunhao de vida, numa relazao 
homossexual só é conseguível -  afastada que está a 
complementaridade dos sexos e os efeitos a ela associados como 
a possibilidade (nao a necessidade) da existéncia de determinados 
tipos de relazoes sexuais e de procriazáo -  enquanto referida a 
todos os aspectos da vida que nao pressuponham a diferenqa de 
sexos: a urna comunhao de vida dessas pessoas, sim, mas apenas 
dentro do universo subjectivo e temporal do género unido pelo 
casamento.
O núcleo do casamento passou, assim, para o reconhecimento 
legal da existéncia de urna declarazáo de afectos existentes entre
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duas pessoas, sem estar associado ao modo normal de 
constituÍ9áo da familia geracional: os efeitos do casamento 
homossexual quedam-se pelos horizontes temporais das pessoas 
que o celebram, nao contribuindo para o devir da Comunidade 
Jurídica que o reconhece.
Nao vemos como é que das circunstáncias de o casamento 
heterossexual nao ter necessariamente de pressupor a ocorréncia 
da procria9áo, seja por op9áo dos próprios, seja por 
impossibilidade fisiológica, se podem extrair argumentos no 
sentido de a uniao civil de pessoas do mesmo sexo ter de ser 
efectuada, para salvaguardar os principios da dignidade humana, 
da igualdade e da privacidade, com apropria9áo da institu¡9áo 
casamento tal como ela se mostra assumida no sistema jurídico.
Nao se torna possível colocar no mesmo plano do casamento 
heterossexual, onde essas situa9Óes correspondem a op9oes ou 
impossibilidades fisiológicas circunstanciáis (nao imanentes ao 
género), as situa9Óes onde essas ocorréncias nunca sao possíveis, 
de plano, como se passa nos casamentes homossexuais.
A igualdade em causa nao passa de urna igualdade simplesmente 
formal, criada pelo legislador, como produto legislativo.

10 -  A razáo intrínseca do casamento heterossexual encontra-se 
na possibilidade da complementaridade dos sexos dentro da 
própria matriz da pessoa humana: complementaridade sexual, 
fisiológica, psicológica, sentimental, afectiva, numa linha de 
correspondéncia com o que acontece com o nascimento da vida 
humana, que apenas se torna possível segundo essa regra de 
complementaridade e cujo normal desenvolvimento assenta 
também, de acordo com as regras de normalidade, nessa 
complementaridade.
Temos, assim, que o legislador ordinário desfigurou o direito 
fundamental e a garantía institucional do casamento existente no 
sistema constitucional e no sistema ordinário.
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E fé-lo desnecessária e desproporcionadamente, violando o 
disposto nos n.°s 2 e 3 do artigo 18.° da Constituido.
Na verdade, ao alargar o sentido semántico da garantía 
institucional “casamento”, de modo a abarcar as unioes 
homossexuais, o legislador ordinário contraiu o ámbito normativo 
do direito fundamental e da garantía institucional do casamento, 
na medida em que este passou agora a compreender apenas como 
urna sua parcela a normatividade que o mesmo anteriormente 
transportava.
E defensável a cria9ao de um instituto de reconhecimento jurídico 
do contrato celebrado entre duas pessoas do mesmo sexo que 
pretendam constituir familia mediante comunháo de vida, 
atribuindo-se-lhe efeitos jurídicos que nao pressuponham, 
segundo as leis da Natureza, a diferen9a de sexos ou conduzam á 
descaracteriza9áo dos que necessariamente sao postulados pelo 
casamento, buscando arrimo na cláusula geral inserta no direito 
ao livre desenvolvimento da personalidade constante do artigo 
26.°, n.° 1, da ConstituÍ9áo, sede constitucional adequada para 
acautelar a realiza9áo de todos os fms cuja prossecu9áo a 
Constituiqáo nao repudie e através dos quais o sujeito pessoa 
entenda dever desenvolver a sua vida.
A restrÍ9áo de ámbito do direito fundamental em causa é, pois, 
constitucionalmente ilegítima.
Depois, o legislador destruiu o valor do simbolismo do casamento 
enquanto garantía institucional conferida a pessoas de sexo 
diferente, com milénios de existéncia: o estado de casado, na 
Comunidade Jurídica e Social, era próprio -  e foi-o durante, pelo 
menos, cerca de 7 milénios -  apenas de pessoas de sexo diferente.
Ora, o simbolismo ou o valor simbólico das instituÍ9Óes 
constitucionais constituí um valor constitucional relevante, como 
decorre, desde logo, do reconhecimento que é dado aos símbolos 
nacionais e á língua oficial (artigo 11,° da Constituiqáo), mas que, 
também, se pode ver associado, como valor intrínseco, á previsáo 
constitucional das relaqoes de interdependencia entre os diversos
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órgáos de soberanía (artigos 110.° e 111.°, da ConstituÍ9áo), a 
demandarem um respeito próprio e autónomo a cada um deles, 
bem como ñas diversas garantías materiais institucionais 
previstas na Constituido (pense-se, por exemplo, na autonomía 
das universidades -  artigo 76.°, n.° 2, da ConstituÍ9áo).
O reconhecimento aos homossexuais, sob invoca9áo dos 
principios da dignidade humana, da igualdade e da privacidade, 
do direito de procederem legalmente á uniáo civil das suas vidas, 
nao autoriza a que esse tratamento tenha de passar pela 
apropriagao do valor simbólico do casamento e do estado de 
casado enquanto instituÍ9áo própria, segundo a sua matriz 
histórica, de urna uniáo entre pessoas de sexo diferente, afectando 
desse jeito a imagem da instituÍ9áo existente.
A diluigao ou degeneragao do valor social do estado de casado 
segundo um paradigma de diferencia9áo de sexos nao se afígura 
necessária para salvaguardar os direitos fundamentáis dos casais 
homossexuais, antes prosseguindo o intuito ilegítimo de 
confundir ou ocultar, á custa do valor próprio do casamento, 
enquanto uniáo reconhecida entre homem e mulher, adquirido ao 
longo dos sáculos, urna parte da realidade de facto que subjaz ao 
acesso a esse estado.

Benjamim Rodrigues
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